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Situación de riesgo de la labor de las y los 
defensores de derechos humanos 

en Antioquia, 2019
Presentación y contexto territorial1

La Corporación Jurídica Libertad, La Fundación Sumapaz, la Coordinación Co-
lombia Europa Estados Unidos (CCEEU) - Nodo Antioquia, la Corporación Acción 
Humanitaria por la Paz y la Convivencia del Nordeste Antioqueño (CAHUCOPANA) 
y el Semillero del Grupo de Investigación Cultura, Violencia y Territorio, adscrito 
al Instituto de Estudios Regionales de la Universidad de Antioquia presentan el 
balance sobre la situación de riesgo para la labor de los líderes y lideresas en el 
departamento.

En este informe se realiza un diagnóstico de la crisis humanitaria de 2019 en 
la subregión del Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño, con el propósito de visibilizar 
las afectaciones que está ha generado a las y los habitantes. Se llama la atención 
sobre la responsabilidad del Estado, a quien se exige que cumpla con su labor de 
garante, que implemente el Acuerdo de Paz y que adopte medidas integrales para 
garantizar la labor de las y los defensores de derechos humanos. 

El Acuerdo de Paz pactado el 24 de noviembre de 2016 entre el Estado colom-
biano y la antigua insurgencia de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colom-
bia - Ejército del Pueblo en siglas FARC-EP además de la instauración de la mesa 
de negociación con el Ejército de Liberación Nacional - ELN, significó para diferen-
tes sectores sociales y políticos una posibilidad para la transición política a la paz, 
después de más de medio siglo de conflicto armado. Sin embargo, el panorama de 
incumplimiento de los acuerdos, el recrudecimiento de la guerra en muchos terri-
torios y el cierre de la mesa de negociación con el ELN, ha demostrado que aún el 
Estado y máxime, el gobierno actual, se niegan a llevar a cabo una transición ágil, 
pacífica y consensuada del conflicto. 

Estas dificultades son el resultado de una disputa sostenida por sectores eco-
nómicos y políticos que, por un lado, mantienen intereses estratégicos sobre los 
territorios, en mayor medida los anteriormente ocupados por las FARC-EP, y, por 
otro lado, se niegan al esclarecimiento de la verdad sobre la vinculación del Es-
tado y terceros civiles con hechos enmarcados en el conflicto armado. Ambos 
elementos ponen en el foco de la violencia a líderes y lideresas que defienden 

1 Este documento fue elaborado por: Lina Mejía, Winston Gallego y Astrid Torres de la Corporación Jurídica Liber-
tad; Yesid Zapata de la Fundación Sumapaz; Ernesto Pinzón, de la Corporación Acción Humanitaria por la Paz y la 
Convivencia del Nordeste Antioqueño (CAHUCOPANA) y el semillero del grupo de investigación Cultura, Violencia 
y Territorio, adscrito al Instituto de Estudios Regionales de la Universidad de Antioquia. 



6

¡Paz ni en el horizonte! 
Crisis humanitaria, Liderazgos en riesgo e incumplimiento del Acuerdo de Paz en Antioquia

los territorios, principalmente rurales, de intereses extractivistas, y que impulsan 
la participación comunitaria para la defensa de los acuerdos de paz y la defensa 
de las garantías allí definidas para el mejoramiento de las condiciones de vida de 
las comunidades.

La presencia de actores armados paramilitares en el departamento de Antio-
quia, sus intereses geoestratégicos, confrontaciones y la ausencia de una política 
de Estado para su desmonte o sometimiento continúa siendo una de las causas 
de la persistencia del escenario de la guerra. La representación armada de to-
dos estos grupos se proyecta completamente hacia el ejercicio de poder en las 
dinámicas sociales, culturales, políticas, económicas y territoriales que instauran 
imaginarios sociales proclives y funcionales a sus intereses. 

La guerra no ha cesado. A más de tres años de la firma del Acuerdo de Paz 
entre el gobierno nacional y las FARC-EP, Antioquia continúan siendo un fortín 
geoestratégico para la presencia de todos los grupos armados, principalmente 
grupos paraestatales que hacen una fuerte presencia en los 125 municipios del 
departamento y que uno a uno se han distribuido palmo a palmo amplias zonas 
urbanas y rurales.

Todos los municipios del departamento tienen presencia de al menos un gru-
po paraestatal o funcional a este. Territorialmente predominan las Autodefensas 
Gaitanistas de Colombia (AGC). Este grupo ha aumentado su dominio al 90% de 
los municipios del departamento. El mapa de presencia revela el avance y el forta-
lecimiento geoestratégico de las AGC, representada en los Bloques o estructuras: 
“Juan de Dios Úsuga”, “Jairo de Jesús Restrepo” y “Pacificadores de Córdoba y Bajo 
Cauca”.  Influyen totalmente en Urabá y, mediante alianza y pactos de no agresión, 
en otras subregiones como el Suroeste, Oriente, Occidente.

Luego de la salida del escenario de las FARC, en subregiones como Urabá, se 
amplía el panorama del dominio completo de las AGC, extendiéndose a zonas del 
Urabá chocoano, antes controladas por los Frentes 34 y 57 de las FARC. Por la Se-
rranía de Abibe en límites con Córdoba, los Frentes 5 y 58 de las FARC dominaban 
amplias zonas rurales que permitían la movilidad hacia la franja de incidencia de 
la represa de Urrá y todo el corredor del margen oriental de esta serranía hasta 
el Nudo del Paramillo. Esta línea sirve de tránsito y control de corredores que 
conectan las zonas del Chocó con los puertos de Turbo, Sur de Córdoba, Norte 
de Antioquia, y Bajo Cauca, para posteriormente llegar al Magdalena Medio y el 
departamento de Santander.

En el Norte de Antioquia, las AGC conservan una sólida rivalidad en armas con 
las Disidencias de las FARC lo que ha generado confrontaciones en medio de la 
población civil, desplazamientos forzados y un contexto de guerra. Es de anotar 
que Los Pachelly hacen una fuerte presencia en esta zona.

En el Bajo Cauca, las AGC, se enfrentan militarmente contra el grupo llamado 
“Caparros” o “Caparrapos”, que figuran en el sur de Ituango, Tarazá, Cáceres, Cau-
casia, El Bagre, Remedios y Segovia, generando una crisis humanitaria. 

En las 16 comunas, 4 corregimientos de la ciudad de Medellín y los municipios 
del Valle de Aburrá, hay una fuerte presencia de las AGC y de actores armados 
articulados a estructuras de mayor capacidad militar y económica.



7

¡Para que la Paz no nos cueste la Vida, hagamos posible la Paz!

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 

Este informe muestra a la denominada Oficina del Valle de Aburrá (OVA) con 
representación zonal en 28 municipios de Antioquia. Ejerce el dominio en barrios 
enteros de la ciudad de Medellín y varios municipios del Valle de Aburrá, Oriente, 
Suroeste y Nordeste antioqueño. Así mismo, la Alianza Criminal del Norte del Valle 
de Aburrá (ACN) aparece asentada en siete municipios del área metropolitana de 
Medellín y el Norte de Antioquia. 

Otras estructuras como Los Triana y los Mondongueros tienen una dinámica 
propia de empresa criminal:
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Así lo evidencian los homicidios colectivos y selectivos registrados durante el 
primer trimestre de 2018 en los corregimientos de Altavista y San Antonio de Pra-
do, constituyendo el primer escenario de riesgo de esta advertencia, pudiéndose 
advertir una confrontación armada en los mencionados sectores: Entre los días 1 y 
3 de abril del presente año entre “Los Chivos” y “La Mano de Dios”, en el sector de 
Nuevo Amanecer, se presentaron enfrentamientos que dejaron un saldo de cuatro 
muertos. La alianza de “Pachelly” con “Los Chivos”, “Los Pájaros”, “Las Violetas” y “San 
Bernardo”, parece ser una seria amenaza al control de las AGC sobre los corredores 
de movilidad en esta zona de Medellín que siguen afectando la situación de dere-
chos humanos en el área... (Defensoría del Pueblo, ATI 041-18).

Un escenario de conflicto crítico se presenta en el conjunto de barrios ubicados 
al suroccidente de la Comuna 13 y limítrofes con Altavista y la Comuna 16 - Belén: 
Belencito, El Corazón, Betania, Villa Laura y los sectores de Monteverde y Cantarrana. 
Durante los últimos 10 años se ha mantenido el control hegemónico de la ilegalidad 
en cabeza de la banda de Betania (La Sexta), gracias, en parte, al apoyo que desde 
entonces recibe de Los BJ - Chamizos, procedentes de las comunas 8 - Villa Hermosa 
y 9 - Buenos Aires, ubicadas al oriente de la ciudad. A su vez, han mantenido un 
pacto con las AGC para custodiar y facilitar la movilidad entre el Suroccidente y el 
Noroccidente de la ciudad. (Defensoría del Pueblo, ATI 059-18).

Se deben destacar que estructuras como la Terraza, San Pablo, Picacho, Caice-
do, Robledo y las Convivir, ejercen gran control en los barrios y centro de Medellín. 
Es importante resaltar que en la comuna 13, existen 36 bandas, entre ellas: La 
Agonía, El Pesebre, La Independencia, La Pradera, La Quiebra, Belencito, Betania 
entre otras (El Colombiano, 2018) lo que evidencia que, pese al fuerte control de la 
Policía y el Ejército, el paramilitarismo continúa instalado en las comunas, y que 
la política de pacificación estatal ha servido para la instauración de este orden.

En el caso del municipio de Bello, el enfrentamiento territorial armado es pro-
tagonizado por estructuras criminales como Los Pachelly, Los Mesa y Niquía Ca-
macol en los barrios de las comunas 4, 6, 7 y 8.

En el mapa de presencia de grupos armados ilegales, se señala la presencia 
del Clan Isaza en 15 municipios comprendidos en las subregiones del Magdalena 
Medio y el Oriente antioqueño.

El ELN hace presencia en 15 municipios de Antioquia. En Bajo Cauca están en 
Caucasia, Cáceres, El Bagre y Zaragoza. En Nordeste se encuentran en Amalfi, Anorí, 
Remedios y Segovia, municipios que sirven también de corredores de movilidad 
hacia el Sur de Bolívar. En el Norte de Antioquia, hacen presencia en Valdivia, 
Campamento y Guadalupe, y en el occidente del departamento en los límites con 
el departamento del Chocó en Frontino (Occidente) y Urrao (Suroeste).

Las Disidencias hacen presencia en cuatro municipios: Ituango, Tarazá, Briceño 
y Valdivia, lo que ha ocasionado enfrentamientos con las AGC, principalmente. 
En el caso de Ituango, esta disputa ha conllevado al desplazamiento forzado de 
algunos pobladores y al confinamiento de las comunidades.

Al igual que ocurre con los actores armados ilegales, la fuerza pública también 
hace presencia en los 125 municipios, lo que evidencia que no es por falta de pie 
de fuerza que los grupos armados ilegales se establezcan en los territorios. Tal es 
el caso del Bajo Cauca que, con más de 5.000 efectivos de la fuerza pública en el 
territorio, presenta una grave crisis humanitaria.
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Fuente: Policía Nacional y Ejército Nacional.
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Homicidios en Antioquia2

En Antioquia hubo 2.331 homicidios en 2019 (Policía Nacional, 2019), una cifra 
menor que en 2018 (-4%), pero mayor que en 2017 (+20%). La subregión con mayor 
incremento en homicidios durante el último año fue el Magdalena Medio, con un 
aumento del 71% seguida de Occidente (+44%)3.

Sin embargo, en el periodo 2017 a 2019, los incrementos mayores se dieron en 
el Bajo Cauca (+190%) y Nordeste (+72%). Urabá y Norte han tenido un descenso 
total en homicidios desde el 2017, aunque en general hubo un repunte en 2018. 
Prácticamente todas las víctimas de homicidio son hombres (90%). 

En cuanto a la tasa de homicidios por cada cien mil habitantes, las subregio-
nes de Bajo Cauca (114) y Nordeste (105) presentan los valores más altos, aunque 
hay municipios en otras regiones, como Ituango en Norte o Betania en Suroeste 
que tienen tasas muy elevadas.

2 El mapa muestra la tasa de homicidios por cada 100 mil habitantes en los 125 municipios de Antioquia. En 2019, 
ocho municipios tienen una tasa de cero ya que no hubo homicidios.  En la gráfica, las barras muestran la tasa de 
homicidio por subregión y la línea muestra la tasa de homicidio para Antioquia. 
3 Los datos de la tasa son calculados con cifras de la Policía Nacional y del Censo del DANE de proyección 2010
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Fuente: Policía Nacional, 2019
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Desplazamiento en Antioquia
En Antioquia, durante 2019, hubo 17 fenómenos de desplazamiento forzado 

masivo que obligaron a 1.458 familias a dejar sus territorios y afectaron a 5.033 
personas.

Fuente: de Oficina para la Coordinación de Asuntos Humanitarios OCHA y Alcaldía de 
Medellín, 2019

Según la Oficina para la Coordinación de Asuntos Humanitarios OCHA, desde 
territorios como Puerto Valdivia y la vereda Buenos Aires del Municipio de Valdi-
via, 38 personas de 18 familias tuvieron que salir de manera forzada. En Zaragoza, 
un desplazamiento masivo ocurrió en zona urbana en 2019 y afectó a 44 personas. 
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Por su parte, en Murindó fue desplazada la comunidad indígena de Chageradó (60 
personas de 11 familias). 

En la vereda El Naranjal de Amalfi, 46 familias tuvieron que abandonar sus 
viviendas. En el municipio de Tarazá también se presentaron hechos de desplaza-
miento forzado en el corregimiento El Doce, corregimiento La Caucana (sector La 
Vara), corregimiento La Caucana (vereda La Cabaña) y en la vereda San Antonio, 
166 familias comprendidas por 477 personas fueron desplazadas de este munici-
pio. Caucasia registró dos fenómenos de desplazamiento forzado, uno ocurrió en 
el corregimiento de Cuturú y otro en la vereda El Toro. 

En Ituango se presentaron cuatro desplazamientos forzados, que representa-
ron el desarraigo de 183 familias comprendidas por 483 personas de las veredas 
Cañón de San Agustín, San Pablo, La Canturrona, La Flecha, La Miranda, San Isidro 
y la Georgia. 

El fenómeno del desplazamiento forzado no está tan alejado de las grandes 
ciudades, en la segunda ciudad más importante del país este fenómeno parece 
silenciado, para el año 2019, 965 familias compuestas por 3.666 personas fueron 
víctimas de este flagelo.

Desapariciones en Antioquia
Los 630 casos de desapariciones que se presentaron en el departamento en el 

2019 reflejan que esta grave violación a los derechos humanos sigue aún vigente y 
dejando a muchas familias sin saber dónde están sus seres queridos.

Fuente: Instituto de Medicina Legal, 2019

Además, es una muestra de que es constante la desaparición en zonas princi-
palmente conflictivas como en la subregión del Valle de Aburrá, en la que se pre-
sentaron el 82.5% de desapariciones del departamento, encabezada por la ciudad 
de Medellín con el 63.5% de los casos, seguido por el Municipio de Bello con el 
9.5% de desapariciones. 

La subregión del Bajo Cauca, que presenta una grave crisis humanitaria, fue el 
segundo lugar con más desapariciones (5%), seguido de la subregión Norte (4%). 
Los datos demuestran que en estas subregiones y municipios donde en 2019 se 
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presentaron graves crisis de derechos humanos y orden público, las desaparicio-
nes de personas fueron muy manifiestas. 

Situación de Líderes y Lideresas en Antioquia
Todas estas dinámicas de violencia han abierto la puerta a los ataques cada 

vez más letales contra los líderes, lideresas y comunidades con apuestas políticas, 
contrahegemónicas y antagónicas a los intereses de los sectores socioeconómicos 
dominantes.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 

El asesinato sistemático de líderes sociales tiene un sentido político que ha 
querido negarse desde el gobierno nacional, generando un aumento de la im-
punidad, además, el gobierno no ha desarrollado ni asumido de manera eficaz y 
eficiente la protección de los líderes y lideresas. Los diferentes hechos de violen-
cia frente a estos liderazgos, han venido en un pronunciado aumento luego de la 
firma del los Acuerdos de Paz y del ascenso de fuerzas que se oponen a una salida 
del conflicto armado y a lo pactado con la insurgencia de las FARC-EP. 

Antioquia es el segundo departamento después del Cauca, donde se presentan 
mayores vulneraciones a los derechos humanos de líderes y lideresas sociales. 
En esta región, desde noviembre de 2016 hasta el 31 de diciembre de 2019, se han 
registrado 1.128 agresiones, siendo 2018 el año con más casos, con una cifra de 
470. Se destacan las 476 amenazas individuales y los 77 homicidios ocurridos a lo 
largo de este período.



15

¡Para que la Paz no nos cueste la Vida, hagamos posible la Paz!

Los principales victimarios identificados son los grupos paramilitares, respon-
sables de 561 agresiones, en especial, las AGC y los Caparrapos.

La Fuerza Pública, en particular la Policía Nacional, ha cometido 336 agresiones, 
de estas, 292 han sido perpetradas por el Escuadrón Móvil Antidisturbios (ESMAD), 
en el marco de las protestas, marchas y plantones, lo que constata el tratamiento 
de guerra que el Estado ha dado a este legítimo derecho ciudadano. En el caso de 
las Disidencias, se reportaron 23 agresiones, entre ellas amenazas individuales y 
desplazamiento forzado. El ELN ha realizado dos amenazas y un homicidio. 

Llama la atención el papel de las autoridades civiles, rectores de universidades 
y funcionarios del Ministerio Público, que continúan haciendo señalamientos y 
estigmatizaciones en contra de líderes y lideresas, así lo constatan los 27 casos 
documentados. Se destaca en el marco de la violencia sociopolítica en Antioquia 
los homicidios de los reincorporados de las FARC-EP. En el departamento, se con-
tabilizan 25 casos, la mayor parte de ellos en la subregión del Norte (Ituango) lo 
cual evidencia la poca voluntad del Estado de proteger a quienes han dejado las 
armas para comprometerse con la paz.

Durante 2019, se han presentado un total de 400 casos de agresión, se desta-
can las detenciones arbitrarias (156), las amenazas individuales (108) y los homi-
cidios (24). Pese a que disminuyó el número de homicidios respecto a 2018, (31 
casos), aún persiste la violencia letal, y siguen siendo las personas inscritas en 
el Programa Nacional de Sustitución de Cultivos de Usos Ilícitos (PNIS), algunas 
de las principales víctimas (7 casos en 2019). A esto se suman casos de violencia 
basada en género. 

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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Si bien se presentaron 70 casos de agresión menos que en 2018, se advierte 
que esto no representa una reducción real y muchos menos un resultado por la 
acción del Estado. El 95% de las detenciones arbitrarias se realizaron en el marco 
de las protestas sociales, lo que advierte el uso indiscriminado del Código de Po-
licía y la figura de traslado por protección. Se destaca asimismo el aumento de las 
judicializaciones (15) contra líderes/as y defensores/as: caso Guacamayas y Anorí.

Las amenazas continúan siendo el patrón de agresión principal, sin que a la 
fecha exista esclarecimiento en la mayoría de los casos.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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De los 24 homicidios de líderes sociales de Antioquia en 2019, la mayoría se 
cometieron en el Bajo Cauca (11), Occidente (3) y Norte (3).

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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Siete de las víctimas eran líderes del PNIS y una pertenecía a la población LGB-
TI. Nuevamente, el sector campesino es el que más sufre la violencia letal.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 

Es preocupante la persistencia de los ataques en contra de lideresas. Si bien 
en el 2018 se registraron 121 agresiones y en 2019, 80; en este último año se evi-
denciaron muchos más casos de violencias basadas en género, en especial por 
parte de la fuerza pública - Policía Nacional. En el caso de líderes y lideresas de la 
población LGBTI, 4 de las 10 agresiones las cometieron las AGC en Urabá.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 

El sector estudiantil, en 2019, fue agredido principalmente en el marco de las 
protestas sociales; lo que evidencia una vez más el tratamiento de guerra que el 
Estado colombiano le da al derecho legítimo de la protesta.
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Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 

Las estructuras paramilitares son responsables de 150 agresiones a líderes y li-
deresas, en especial las AGC (46) y los Caparrapos (35). En este año, las Disidencias 
cometieron cinco agresiones y el ELN una. Se destaca el papel de la Fiscalía en 
los casos de falsos positivos judiciales, como lo ocurrido con nueve reclamantes 
de tierra de Urabá y otros líderes sociales del Nordeste de Antioquia, en especial 
del municipio de Anorí, donde cuatro líderes sociales, pertenecientes a Juntas de 
Acción Comunal y procesos campesinos, fueron detenidos. 

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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Las subregiones que muestran mayor nivel de riesgo para la labor de defensa 
de los derechos humanos, así como para miembros de organizaciones, líderes y 
lideresas que defienden el territorio y los acuerdos de paz, son: el Valle de Aburrá, 
Bajo Cauca, Urabá, y Nordeste. 

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 

En el caso del Valle de Aburrá, esto se explica por la fuerte represión a las 
protestas sociales por parte del ESMAD durante 2019; en el caso del Bajo Cauca y 
Urabá se mantienen las dinámicas de agresiones permanentes. 

Es de anotar que, durante 2019, pese a las constantes denuncias y exigencias 
por parte de las organizaciones sociales, campesinas, étnicas y de derechos hu-
manos de Antioquia por frenar esta crisis, la violencia continúa siendo una reali-
dad en los territorios. 

Los líderes y lideresas sociales permanecen en riesgo y sus vidas están bajo 
constante amenaza. La decisión del gobierno de Iván Duque de desconocer el 
Acuerdo de Paz y con ello instrumentos claves para el desmonte del paramilita-
rismo, deja claro que no hay voluntad para transformar las condiciones estructu-
rales que hacen que perviva el ataque contra quienes buscan construir un país 
democrático y con mayor justicia social. 

¿Y cómo estamos en las subregiones?4

Subregión del Valle de Aburrá
El Valle de Aburrá es un territorio ubicado en la cuenca del río Medellín que 

consta de un valle con alrededor de 60 km de largo y 6 km de ancho en el que se 
ubica la capital administrativa del departamento de Antioquia y una de las ciuda-
des más importantes del país en términos financieros. Esta subregión, ubicada en 
el centro-sur del departamento, cuenta con los siguientes municipios: Medellín, 
Barbosa, Bello, Itagüí, Envigado, Caldas, Sabaneta, Copacabana y la Estrella. “Según 
las proyecciones de población para 2015, el total de los diez municipios del Valle 
de Aburrá es de 3.952.468 habitantes” (DANE, 2019). 
4 En este apartado no se encuentran las subregiones del Bajo Cauca ni del Nordeste ya que son abordadas en los 
siguientes. 
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Una porción considerable del territorio del Valle de Aburrá está urbanizada, 
dejando el ámbito rural en un segundo plano en cuanto a la comprensión de las 
dinámicas sociales, políticas y económicas. No obstante, en sus zonas periféricas 
siguen perviviendo actividades económicas agropecuarias como los monocultivos 
de pino patula al sur de la subregión. Las principales actividades económicas del 
Valle de Aburrá son los bienes y servicios y la actividad financiera en general.

En el proceso de desindustrialización que ha vivido la ciudad de Medellín, 
se han trasladado los focos industriales al norte del Valle de Aburrá, aunque se 
conservan algunos al sur del mismo.5 Medellín Cómo Vamos para 2018, analiza la 
situación económica de la región:

La economía antioqueña en 2018 mejoró su desempeño, de acuerdo con las 
estimaciones de la Cámara de Comercio de Medellín para Antioquia -CCMA-, en 2018 
la tasa de crecimiento del PIB de Antioquia fue de 2,6%, ligeramente inferior al cre-
cimiento del PIB nacional. En relación con el año anterior, en el que la tasa fue de 
2,2%, hubo más crecimiento; sin embargo, aún sigue siendo menor al de 2016, año 
en el que la tasa de crecimiento fue de 3%.

En cuanto a los determinantes del desempeño en 2018, como indica la CCMA, los 
principales factores que incidieron en la economía antioqueña fueron la industria 
manufacturera, el comercio, la construcción, la inversión privada y las exportaciones 
(CCMA, 2019). El comercio mostró un buen desempeño, en especial por un aumento 
de la demanda interna, con un incremento de las ventas minoristas de 4,6%, de igual 
manera la inversión privada evidenció un comportamiento positivo con un incre-
mento de 12,2%. Por otra parte, la construcción y las exportaciones no contribuyeron 
a la recuperación; las áreas en proceso en el sector edificaciones registraron una 
reducción de 11% y las exportaciones se contrajeron 0,81%. La industria manufactu-
rera evidenció un desempeño moderado con una variación en la producción de 0,2% 
y de -0.8% en las ventas.

En consecuencia, Medellín y el Valle de Aburrá, en términos de ciudad región, 
se ha constituido como una de las principales empresas macroeconómicas que 
tiene Colombia. Sin embargo, dicha economía boyante contrasta con una fuerte 
dinámica paramilitar que se ha instalado en los territorios por más de veinte 
años, y que ha conllevado a un férreo control de las economías locales tanto 
legales como ilegales, además se instaura un régimen social, político y cultural 
funcional a sus intereses, donde las comunidades han quedado subordinadas.

Actores armados
La dinámica paramilitar no riñe con el modelo de ciudad altamente excluyente 

que presenta la subregión, en particular, la ciudad de Medellín. Las estructuras 
paramilitares yuxtaponen en su accionar elementos tanto legales como ilegales. 
Los paramilitares tienen diferentes estructuras y subestructuras que no necesa-
riamente operan de una forma vertical y que se articulan de manera compleja. 
Muestra de esto son las estructuras: Los Triana, Los Pachelly, La Terraza, Los Mesa, 
La Agonía Camacol, Los Mondongueros, entre otras.

5 Los principales sectores del músculo económico de la ciudad de Medellín, que más contribuyen a su producto 
municipal son la industria, el comercio y los servicios a las empresas (Medellín Cómo Vamos, 2018).
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Según declaraciones de las comunidades, la disputa territorial en Medellín, en 
términos macro, se da entre los dos grandes grupos: La OVA y las AGC. No obstan-
te, existen distintos conflictos entre las diferentes bandas que hacen presencia 
territorial por comunas, barrios o sectores de cada municipio. En el municipio de 
Bello, por ejemplo, la disputa territorial es entre Los Suárez y la Oficina del Valle 
de Aburrá. En el barrio de Zamora la confrontación es entre Los Pachelly, Los Mesa 
y Niquia Camacol.

También se han presentado confrontaciones en la comuna 13 y en el corre-
gimiento de Altavista. En el caso de Altavista, según lo afirmado por líderes, la 
situación de disputa entre microestructuras es difusa y compleja de definir, sin 
embargo, advierten de la gravedad de la misma en tanto hay presencia de las AGC 
en el territorio, donde tienen un campamento militar con el cual pretenden con-
trolar lo que es un corredor estratégico de drogas. 

¿Por qué en la comuna trece? Porque ella es la que nos va a unir con el mar. 
Porque finalmente todo eso va articulado finalmente, toda esa geopolítica, hay que 
mirar todo desde la geopolítica. Porque ellos están ubicados por toda la ciudad, 
pero se van ubicando en ella de acuerdo a sus intereses, entonces no van actuando 
en esta zona si no en otra, porque son los intereses e ir despejando el camino. Ellos 
se están encargando de sacar a las personas a las buenas o a las malas, comprando 
y vendiendo territorios. Entonces esos intereses le interesan es a la gobernabilidad. 
Es el mismo brazo largo del Estado y los empresarios.

Por otra parte, en el nororiente del municipio de Medellín, según las cartogra-
fías sociales realizadas en 2019, domina la OVA. En la comuna 2, hay presencia 

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL
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de Los Triana quienes históricamente han mantenido a la población en una per-
manente pacificación. Por otro lado, en la comuna 4 Aranjuez, sector de Miranda 
operan Los Mondongueros. En Manrique, Aranjuez y Campo Valdés está La Terraza, 
aunque en un sector pequeño entre Manrique La Salle y parte de Campo Valdés, 
hace presencia la articulación de las bandas La Viña y El Cristo (parte baja). Entre 
estas dos estructuras de Manrique se identificaron constantemente tensiones y 
disputas.6 En Moravia, está la OVA, estructura que está en disputa con Los Mon-
dongueros en Castilla, en la zona noroccidental de la ciudad.

Además del control territorial por parte de los paramilitares, en el Valle de 
Aburrá hay una fuerte presencia de la Fuerza Pública. Existen cuatro bases mili-
tares del Ejército Nacional. El territorio está bajo la autoridad de dos batallones 
de la IV Brigada. En la zona norte del Valle y en Caldas se encuentra el Batallón 
de Ingenieros Nº4 Pedro Nel Ospina (BIOSP), con base en el municipio de Bello. 
En la zona más urbanizada, en los municipios de Medellín, Envigado, Sabaneta, La 
Estrella e Itagüí, hace presencia el Batallón de la Policía Militar Nº4 (BAPOM04).  
Asimismo, existen numerosas estaciones y subestaciones de policía en la subre-
gión, además de los Comandos de Atención Inmediata (CAI) en Medellín y otras 
zonas urbanas (no mostrados en el mapa). 

         Fuente: Policía Nacional y Ejército Nacional. 

Tasa de Homicidio
La mayoría de los homicidios cometidos en Antioquia durante 2019 se dieron 

en el municipio de Medellín, aunque hubo menos homicidios que en 2018. La tasa 
de homicidios de Medellín y de todos los municipios de la subregión es inferior 
al promedio departamental. 

6 Según los líderes y lideresas sociales que participaron del taller, La Terraza hace parte de la OVA y El Cristo y la 
Viña de la Alianza Criminal del Norte. 
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Envigado es el municipio con menor tasa de homicidio del Valle de Aburrá. En 
2019, se cometieron 10 de ellos en todo el municipio para una tasa de 4 por cada 
cien mil habitantes.

En Bello, hubo un incremento del 70% en el número de homicidios en compa-
ración al 2018 y tiene una tasa de 27.

Caldas es el municipio con tasa más alta del Valle (33), seguido de Copacabana 
y la Estrella (ambos 29).

Líderes y Lideresas
En el valle de Aburrá las principales afectaciones a los diferentes liderazgos 

que se dan en el territorio son: amenazas, desplazamiento, homicidios selectivos y 
sistemáticos, desapariciones, persecución, estigmatización, hostigamiento, desin-
formación, manipulación, cooptación, montajes y judicializaciones, debilitamiento 
del tejido social, represión estatal y paraestatal, fragmentación social, imposición 
del miedo y el terror generalizado, silenciamiento del pensamiento crítico, apatía 
hacia la lucha por el cambio y el compromiso social, clientelismo, cierre de cana-
les democráticos, deslegitimación del trabajo comunitario, entre otras

Durante 2019 se han registrado 240 agresiones en esta subregión, dentro de 
las cuales se destacan amenazas individuales y detenciones arbitrarias (CJL, 2019).

Fuente: Policía Nacional, 2019 
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Las detenciones arbitrarias son la principal agresión contra las y los defen-
sores en el marco de la protesta. También en las movilizaciones se registraron 
heridos. En el caso de las amenazas individuales (43) se logró identificar que 22 
casos son de responsabilidad de las estructuras paramilitares: AGC y Oficina del 
Valle de Aburrá. 

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 

La dinámica paramilitar en la ciudad de Medellín insiste en acallar la labor 
que desempeñan los líderes y lideresas en las comunas, por ello, recurren a la 
amenaza, la coerción y otras estrategias que por la fuerza y el uso de las armas 
imponen su proyecto político, económico y territorial, extendiéndose a toda el 
área metropolitana.
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La realidad del control social ejercido por un sistema paraestatal medido y 
evidenciado barrio a barrio, muestra la permanente comodidad de cualquier es-
tructura armada en la subregión más importante del departamento. 

Otro elemento importante en términos de afectaciones a liderazgos, en espe-
cial a los nacientes, es la dinámica narcotraficante en la ciudad, la cual afecta la 
labor de base de los líderes y lideresas en tanto las bandas suelen reclutar jóve-
nes o incitar el alto consumo de narcóticos en ellos, alejándolos de la labor social. 
Además, no pueden denunciar estas dinámicas públicamente.

Subregión del Norte
La subregión del Norte de Antioquia es la cuarta subregión más grande del 

departamento. Posee una extensión total de 7.510 Km2 que corresponden al 11,8% 
del área departamental y concentra el 4% de la población del departamento. Está 
localizada en plena cordillera Central, entre el área norte del Valle de Aburrá y 
el nudo de Paramillo, límite de la cordillera Occidental. El Norte antioqueño está 
conformado por 17 municipios y se subdivide en cuatro zonas: la primera que se 
demarca por el área de influencia del Río Porce, en la cual se incluyen los muni-
cipios de Angostura, Briceño, Campamento, Valdivia y Yarumal; la segunda es la 
zona de influencia del Río Cauca, donde se encuentran los municipios de Ituango, 
San Andrés de Cuerquia y Toledo; la tercera zona es la que se conoce como la Ver-
tiente Chorros Blancos, la cual consta de los municipios de Carolina del Príncipe, 
Gómez Plata y Guadalupe; y la cuarta es La Meseta de los Osos, en la que se ubi-
can los municipios de Belmira, Don Matías, Entrerríos, San Pedro de los Milagros, 
Santa Rosa de Osos y San José de la Montaña.

Este territorio posee una importante diversidad de bienes comunes como bos-
ques, fuentes fluviales, minerales y tierra que han dado lugar al fortalecimiento 

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y 
Defensoras de Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corpora-
ción Jurídica Libertad, CJL 
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de la industria láctea en esta zona (especialmente la de La Meseta de los Osos), 
por lo que se le conoce como la subregión lechera del departamento. Entre las 
actividades económicas se destacan: la producción de carne vacuna y porcina, el 
cultivo de caña y café, la confección y, en menor medida, el turismo y la silvicul-
tura (Gobernación de Antioquia, 2016). 

Por otro lado, debido a la cantidad de fuentes fluviales con posibilidad de ser 
represadas, la generación de energía se ha posicionado como uno de los principa-
les renglones de la economía, por lo que este lugar se ha convertido en un blanco 
de gran relevancia para los intereses de diferentes empresas, multinacionales y la 
élite política y económica de la región y el país (CCEEU, 2017). 

Lo anterior es importante en tanto la región y los intereses económicos que 
suscita, han potenciado el enfrentamiento bélico y la disputa territorial entre di-
ferentes actores. Es fundamental resaltar la importancia del Nudo del Paramillo 
en el contexto actual, ya que, con el advenimiento del narcotráfico en el conflicto 
armado, la reserva natural del Nudo del Paramillo se ha convertido en un corredor 
estratégico para la comercialización de droga, conectando con el suroriente de 
Córdoba y el Urabá Antioqueño.

Actores armados
En el mapa de 2019, se evidencia una fuerte presencia de los actores armados 

ilegales, en especial del paramilitarismo, quien se ha venido posicionando tras la 
salida de las FARC, de los territorios. Las AGC en particular es quien mayor domi-
nio ejerce en la subregión.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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Por ejemplo, después de la dejación de armas del anterior frente 18 de las 
FARC-EP, se podía ver a integrantes de las AGC en camionetas lujosas recorriendo 
el casco urbano, pero luego de la constitución de las Disidencias, las AGC cambia-
ron su forma de hacer presencia, volcándose hacia las zonas rurales. Igualmente, 
en algunos municipios la presencia la hacen de civil, donde juegan un papel im-
portante los denominados “puntos”, que son sujetos de civil ubicados en sitios 
estratégicos que les permiten tener el control del territorio

Las Disidencias de las FARC hacen presencia en el casco urbano de Ituango, 
Briceño y en veredas del corregimiento de Puerto Valdivia. Específicamente, las 
Disidencias del Frente 18, según los líderes y lideresas de Ituango, hacen presen-
cia en inmediaciones del Nudo del Paramillo, la vereda del Cedral y en el corregi-
miento de Santa Rita. El ELN se encuentra en Valdivia, Campamento y Angostura.

La dinámica paramilitar de la región concuerda con el desarrollo de los gran-
des proyectos energéticos, agroindustriales y demás que se implementan y se 
proyectan en la región, tales como: el megaproyecto Hidroituango, la represa del 
Espíritu Santo y la mina de la vereda de Berlín, en San Andrés de Cuerquia. El pa-
ramilitarismo incursionó en estos territorios y aún tiene presencia, generando las 
condiciones para empezar grandes proyectos minero-energéticos y de monocul-
tivo, garantizando su continuidad o beneficiándose de las rentas del narcotráfico.

En cuanto a la presencia territorial de la fuerza pública es mayoritariamente 
del Ejército, y principalmente, en los municipios de San Andrés de Cuerquia e 
Ituango (especialmente en su casco urbano y sus veredas Santa Lucía, Santa Rita 
y El Aro).

Esta presencia está sumamente determinada por las zonas de influencia de 
proyectos de interés nacional o regional, como Hidroituango. En el Valle de Toledo, 
hay una subestación de policía que se construyó cuando el proyecto de Hidroi-
tuango se empezó a materializar, además de la base militar cerca del muro de 
presa, entre las veredas del Orejón y La Calera. En Toledo, la presencia del Ejército 
se ve en el casco urbano y en las vías que conectan al municipio; mientras que, en 
San Andrés de Cuerquia, este se ubica al lado de las micro-centrales ubicadas en 
las veredas La Chorrera y Alto Seco. Por otra parte, en municipios como San José 
de la Montaña el Ejército se encuentra en la vereda Río Arriba y, ya hacía Puerto 
Valdivia, hace presencia con una base militar
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En Ituango, hay una fuerte presencia de la Policía y el Ejército, quienes cuentan 
con bases permanentes, sin embargo, se ha denunciado que los militares acam-
pan en zonas habitadas por civiles, poniendo en grave riesgo sus vidas, tal es el 
caso del barrio La Coca del Requintadero, donde armaron un campamento al lado 
de un tanque de “Aguas de Antioquia”, otras veces se han establecido en un sector 
llamado Los Ciros. Esto evidencia que aún la Fuerza Pública no respeta el Derecho 
Internacional Humanitario. 

Tasa de Homicidio
El Norte de Antioquia presenta tasas muy altas de homicidio, especialmente 

en Ituango y Briceño.  Ambos municipios tienen tasas superiores a 130 homicidios 
por cada cien mil habitantes. Valdivia, Toledo y Angustura tienen tasas que casi 
triplican el promedio departamental. El único municipio del Norte sin homicidios 
en 2019 fue San José de la Montaña.

Fuente: Policía Nacional y Ejército Nacional.
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Líderes y Lideresas
Ante la ausencia del Estado colombiano que no puede consolidar su soberanía 

en el territorio y luego de la salida de los frentes 18 y 36 de las FARC-EP, se abrió el 
camino para que otros grupos llegaran a controlar esta zona, principalmente: las 
AGC, los Pachelly y las Disidencias de las FARC. También hay presencia, aunque en 
menor medida, de los Caparrapos. 

La presencia de estos grupos armados ha llevado a la subregión a un pun-
to de alta confrontación armada que sigue dejando claros ejemplos de riesgos, 
desplazamientos forzados masivos, hostigamientos contra la población civil, una 
tasa alta en los homicidios selectivos, amenazas contra la población y contra los 
líderes sociales.

Durante 2019 se presentaron 14 agresiones contras líderes y lideresas; las ame-
nazas individuales fueron la principal forma de agresión, seguido de desplaza-
mientos individuales y sus núcleos familiares.

Fuente: Policía Nacional, 2019 
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En esta subregión, existen líderes y lideresas ambientales, otros en defensa 
de la paz y del PNIS, miembros de las JAC y otros defensores que vienen siendo 
intimidados por los diferentes actores en el territorio. 

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 

Las amenazas se concentran en Ituango, Briceño y Valdivia. Estos municipios 
se caracterizan por tener un fuerte movimiento social y en la medida en que se 
ha visibilizado se han incrementado las amenazas para silenciarlos (ver Alerta 
Temprana de 004-2020 del SAT de la Defensoría del Pueblo).

Durante el 2019, en el Norte, hubo 3 homicidios contra defensores y defensoras 
de derechos humanos y esos acontecieron en el municipio de Ituango. Todas las 
víctimas eran integrantes de las JAC.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras 
de Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, 
CJL 
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Si bien hubo una reducción en los homicidios con respecto al año 2018, la pre-
ocupación persiste por el reacomodo, la disputa y el incremento de los factores 
de riesgos en este municipio.

En los espacios de interlocución entre autoridades y la sociedad civil para 
esta subregión se ha denunciado de manera permanente el incumplimiento de-
los Acuerdos de Paz y la incapacidad estatal para abrir fuertes líneas estratégicas 
hacia la garantía de no repetición. 

El Norte de Antioquia es la zona del departamento con mayor cantidad de 
hectáreas de cultivos de uso ilícito. Aparecen registradas 4.098 hectáreas en el 
Sistema Integrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos - SIMCI y la Oficina de Nacio-
nes Unidas contra la Droga y el Delito UNODC, que podrían multiplicarse, dado el 
incumplimiento generalizado del gobierno nacional hacia el PNIS. 

Se insiste en que las dinámicas territoriales por el control social, político, te-
rritorial y económico, la progresión en las violaciones a los derechos humanos, el 
recrudecimiento de los fenómenos como el uso, la utilización y el reclutamiento 
de niños niñas y adolescentes, el tráfico de sustancias de uso ilícito, las amenazas, 
los homicidios, secuestros, extorsiones, desalojos, la violencia de género, restric-
ciones a la movilidad, desplazamientos forzados, los hostigamiento, la estigma-
tización, el tráfico de armas y la desaparición forzada, son apenas algunas de las 
consecuencias del entramado de guerra de este territorio. 

Las organizaciones sociales y comunitarias están a merced de ese control so-
cial ejercido por medio de actores armados legales e ilegales. Las cifras de agre-
siones contra defensores y defensoras de derechos humanos indican la ausencia 
de garantías a la labor social y el peligro latente que se mantiene en el tiempo 
contra los constructores de paz, generando además la autocensura y el desánimo 
de los mismos en los escenarios de participación. Las comunidades manifiestan 

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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su total desconfianza en la institucionalidad dada la falta de voluntad y cumpli-
miento decidido de sus funciones. Además, persisten formas de señalamiento y 
estigmatización de funcionarios públicos contra el campesinado en general.

La Defensoría del Pueblo ha advertido en la Alerta Temprana 004-2020 el esce-
nario, la caracterización y la focalización de los riesgos vigentes para las comuni-
dades que habitan este municipio. La crisis humanitaria en Ituango ha impacta-
do al antiguo Espacio Territorial de Capacitación y Reincorporación ETCR “Román 
Ruiz”. Hoy, 120 reincorporados comprometidos con la paz son víctimas de despla-
zamiento forzado inminente producto de la alta presencia de actores armados 
que generan un ambiente de inseguridad para sus vidas. 

Subregión de Urabá
Al noroccidente de Colombia se encuentra ubicada la región del Urabá, limi-

tando con Panamá. De los 18 municipios que la componen, 11 de ellos (Arboletes, 
San Juan de Urabá, San Pedro de Urabá y Necoclí, al norte; Apartadó, Carepa, Chi-
gorodó y Turbo, al centro; y Mutatá, Murindó y Vigía del Fuerte, al sur) se encuentra 
en el departamento de Antioquia. Según informe del IPC (2017), la población de 
esta región es de 693.863 habitantes, de los cuales un 51,4% se encuentra regis-
trados como víctimas del conflicto armado en el Registro Único de Víctimas (RUV). 

Esta región es una de las zonas bananeras y plataneras más importante del 
país. Además, su ubicación en el territorio y su potencial de bienes comunes la 
convierte en una zona estratégica para la inversión empresarial y comercial, la 
cual se ha implementado con acciones de despojo, desigualdad y disputa por 
el control territorial. Esto ha impulsado el enfrentamiento armado y el accionar 
violento por el control territorial entre estructuras armadas, Estado y comunidad 
campesina, siendo esta última la más afectada.

Actores Armados
La subregión de Urabá continúa siendo una zona consolidada política, militar 

y territorialmente por las AGC con las estructuras: “Central Urabá Juan de Dios 
Úsuga”, las subestructuras “Carlos Vásquez” en Carepa, Apartadó y Mutatá, “Gabriel 
Poveda Ramos” en San Pedro, Necoclí y San Juan de Urabá y “Turbo” en Turbo.

La firma del Acuerdo de Paz entre el gobierno nacional y las FARC-EP, y la salida 
de la insurgencia de los territorios por el proceso de reincorporación, permitió a 
las AGC avanzar y apoderarse de amplias zonas en las que hacían presencia los 
frentes 5, 58, 34 y 57. Entre estas zonas se encuentran las cercanías de la Serranía 
de Abibe y sus vertientes hacia el departamento de Córdoba y diversos corredores 
que conectan con otras subregiones.
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El copamiento militar, político, económico, así como el control territorial y so-
cial de las AGC, llega a ser funcional para la instauración de megaproyectos como 
pueden ser el Puerto Pisisí y los títulos mineros que no habían podido avanzar 
por el conflicto armado. 

Para alimentar su estructura interna, las AGC, recurren al reclutamiento de 
niños, niñas y adolescentes, la trata de personas, la explotación sexual, las econo-
mías ilegales, las amenazas selectivas y, durante las jornadas electorales, el cons-
treñimiento y la intimidación. El mapa y los contextos de riesgos no han cambiado 
y son advertidos en las Alertas Tempranas 048-18 y 011-18 de la Defensoría del 
Pueblo donde se advierte que las AGC siguen avanzando y posicionándose dentro 
del territorio, logrando controlar toda la subregión e imponiendo un régimen de 
autocensura en algunas organizaciones.

En Urabá al igual que en las otras subregiones de Antioquia, hay fuerza pública. 
En este caso el Ejército hace presencia con el Batallón Fluvial de Infantería de Ma-

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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rina Nº16 en Turbo, un puesto fluvial avanzado en Matuntugo, y una base militar 
en Carepa. En el sur de la región, opera la fuerza Titán, y en el resto del territorio, 
distintos batallones de la XVII Brigada.

Tasa de Homicidio
La tasa de homicidio más alta en Urabá es la de Mutatá (107), aunque hubo 

más homicidios totales en Turbo (pese a que descendieron un 36%), Apartadó y 
Chigorodó. Sólo Murindó cuenta con una tasa de homicidios nula.

Fuente: Policía Nacional y Ejército Nacional.
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Líderes y Lideresas
Urabá sigue experimentando un fuerte control paraestatal con poderío econó-

mico, territorial, político y social ejercido por las AGC que siguen extendiendo su 
alcance hacia las zonas urbanas y rurales. Las agresiones se concentran contra 
los grupos más vulnerables: el campesinado, reclamantes de tierras, indígenas, 
comunidades afrodescendientes, LGBTI, víctimas del conflicto social y armado, lí-
deres sociales y comunales, y defensores de derechos.

Fuente: Policía Nacional, 2019 
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Durante 2019 se registraron 45 casos, Urabá es la tercera subregión de An-
tioquia con más agresiones. Las amenazas individuales, al igual que en todo el 
departamento, continúan siendo las principales formas de atentar contra defen-
sores de derechos humanos.

Los días 27 y 28 de noviembre, fueron detenidos los líderes reclamantes de 
tierra Rosember Ibañez, Sandra Medrano, Freddy Correa, Saulo David, Tito David 
Gómez, Omar Quintana, Víctor Manuel Correa, Julio Correa y Edilberto Úsuga, 9 
líderes de la vereda Guacamayas, del corregimiento de Macondo, del territorio 
colectivo de La Larga y Tumaradó (COCOLATU). Fueron perseguidos y judicializados 
por las autoridades.

Esta agresión no solo inquieta, sino que podría generar un ambiente de des-
protección y persecución directa por parte del Estado contra líderes reclamantes 
de tierras.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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Turbo, Apartadó y Mutatá son los municipios de Urabá en los que se focalizan 
las amenazas. La Comunidad de Paz de San José de Apartadó permanece como la 
organización con mayor nivel de riesgo en Urabá. Esto se debe principalmente a la 
defensa por el territorio y la emisión de denuncias y constancias públicas frente a 
actores paramilitares como las AGC, actores de las fuerzas armadas y autoridades 
civiles que podrían estar incurriendo en acciones y omisiones contra la población. 

Esto implica que en su mayoría las y los líderes decidan recurrir a la autocen-
sura y a otras formas de silenciamiento como autoprotección, lo que permite a 
las AGC especialmente, la imposición de su proyecto paramilitar en los territorios.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y 
Defensoras de Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corpora-
ción Jurídica Libertad, CJL
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Hubo una leve reducción en los homicidios a defensores en esta subregión 
y otro tipo de vulnerabilidades contra las comunidades y sus líderes, pero con-
tinúan las formas de control social territorial. La reducción puede leerse como 
esa notoria y evidente estrategia de control que prioriza otras maniobras que 
signifiquen direccionar toda la subregión, buscando silenciar otras realidades so-
ciológicas y políticas.

El 31 de noviembre fue asesinado en Chigorodó, el líder indígena Gilberto Do-
micó Domicó, de cincuenta años de edad, quien hacía parte de del Resguardo 
Polines. El hecho fue perpetrado por las AGC que siguen controlando esas zonas 
de tránsito a otros lugares de Córdoba y Urabá.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL
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Subregión de Oriente 

La subregión del oriente antioqueño está conformada por 23 municipios (Ar-
gelia, Nariño, Sonsón, La Unión, La Ceja del Tambo, El Retiro, Abejorral, Guarne, 
Rionegro, Guatapé, San Rafael, San Carlos, San Luis, Granada, Cocorná, Alejandría, 
El Santuario, Carmen de Viboral, San Francisco, El Peñol, Concepción, San Vicente 
Ferrer y Marinilla), en él se encuentran dos Provincias de la Paz, y, Aguas, Bosques 
y Turismo. Esta a su vez se puede encontrar clasificada en las siguientes zonas: 
Páramo, Embalses, Bosques y Altiplano. En total se contabilizan 26 corregimientos 
y 1.017 veredas reconocidas por la Gobernación de Antioquia. Para el año 2016 el 
presupuesto inicial de todos los municipios de la región fue de 556.730.503 miles  
de millones de pesos; su PIB fue para esa misma anualidad de 10.574 miles de 
millones de pesos del total del departamento, que se ubica en 110.193. Esta subre-
gión tiene una población aproximada de 590.858 personas, las cuales se sitúan 
principalmente en las cabeceras municipales.

Además, “[l]a subregión Oriente limita por el norte con la subregión Nordeste, 
por el sur con los departamentos de Caldas y Cundinamarca, por el oriente con 
el Magdalena Medio y por el occidente con el Valle de Aburrá y el Suroeste. Tiene 
una extensión territorial de 7.021 km2, el 11,2 % del área total del departamento, lo 
que le permite ubicarse como la sexta subregión más grande”.

Para el año 2016 se consideró que “por la importancia y la capacidad de su pro-
ducción agrícola, la región del oriente antioqueño es un ecosistema estratégico 
para la seguridad alimentaria de Colombia. De hecho, la región es considerada la 
más importante del Departamento de Antioquia en la producción de alimentos, 
que abastece al 18% de la población colombiana”. 

Para el año 2017 sobre el Oriente Antioqueño se aseguró que “[a]demás de su 
potencial hídrico y paisajístico, en el Oriente antioqueño la agricultura y la ga-
nadería son importantes motores de desarrollo para sus cuatro subregiones y 23 
municipios. Cerca de 71.000 hectáreas, hasta hace poco tiempo estaban dedicadas 
a la producción agrícola, pero actualmente es común observar predios abando-
nados y familias desplazadas por que en el campo no encuentran garantías de 
supervivencia”. 

Además, según datos de la Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de 
los Ríos Negro y Nare “Cornare”, en el momento se encuentran licenciadas más 
de 40 pequeñas centrales hidroeléctricas, sin que a la fecha se tenga un estudio 
acumulativo del impacto ambiental de estos proyectos hidroeléctricos.

Actores Armados
En Oriente, hay presencia de la OVA, el Clan Isaza, la ACN y otros grupos arma-

dos. Estas estructuras comparten territorios, fuentes y formas de financiación, que 
proporciona un ambiente de no confrontación armada. 
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Continúa siendo una región de intereses para megaproyectos en especial ener-
géticos con consecuencias negativas para el medio ambiente, y las condiciones 
sociales, políticas y culturales del territorio. 

Los principales hechos de vulneración a los derechos humanos siguen siendo 
el reclutamiento, uso y utilización de niñas, niños y adolescentes, microtráfico, 
extorsiones, amenazas, compra – venta de tierras, trata de personas, prostitución 
y amenazas, entre otros.

En Oriente hay una fuerte presencia de la Policía Nacional con estaciones y 
subestaciones en todo el territorio. En Rionegro hay una base militar y dos bata-
llones de la IV Brigada patrullan la zona: El Batallón Especial Energético y Vial Nº4 
y el Grupo de Caballería Mecanizada Nº4 “Juan del Corral”.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL
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Tasa de Homicidio
En Oriente, en varios municipios no hubo homicidios durante el 2019. En el res-

to de los municipios la tasa es generalmente baja, excepto en San Luis, que tiene 
una población escasa, pero se cometieron siete homicidios, para una tasa de 64.  
La tasa promedio de la subregión es de 20.

Fuente: Policía Nacional y Ejército Nacional.

Fuente: Policía Nacional, 2019 
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Líderes y Lideresas
El oriente antioqueño es una subregión que aparenta cierto grado de tranqui-

lidad y seguridad, sin embargo, las agresiones contra las personas defensoras de 
derechos humanos y líderes/as aún se presentan. Persisten intereses estratégicos 
sobre megaproyectos minero-energéticos con sus repercusiones ambientales, so-
ciales y culturales en el territorio. 

Las amenazas encontradas en el presente informe muestran a Rionegro y Co-
corná como epicentros de organizaciones sociales que en la medida que son 
visibilizadas son perseguidas por su labor y revela la atmósfera de conflictividad 
de estos municipios.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL

Durante el 2019 se cometieron 2 homicidios contra líderes en Oriente. Se trata 
de Samuel Andrés Gallo, asesinado el 24 de enero en el municipio del Peñol, y de 
Joaquín Emilio Jaramillo, Fiscal de la Junta de Acción Comunal de la vereda Piedras 
Blancas, Sonsón, asesinado el 18 de marzo. Se conoce que este último caso fue 
perpetrado por el Clan Isaza. 

Pese a esto, persisten organizaciones sociales como La Mesa de Derechos Hu-
manos y Atención Humanitaria del Oriente Antioqueño, el Movimiento Social por 
la Vida y la Defensa del Territorio del Oriente Antioqueño (Movete), entre otras 
que fomentan, proyectan y aportan en el Oriente a los contextos y narrativas so-
ciales en clave de la pedagogía para la construcción de paz.
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Subregión de Occidente

El Occidente del Departamento es una zona geográfica importante debido al 
desarrollo de Megaproyectos mineros y energéticos; por el paso de la autopista 
hacia el Urabá - Puerto de Turbo y por las obras en construcción de Puerto Pisisí, 
International Darién Port, Puerto Antioquia; además, de ser una de las rutas que 
conducen hacia el Chocó y el Océano Pacífico.

La alerta del SAT N°017-18 define como uno de los grupos poblacionales con 
mayor riesgo en la subregión, a la población de reincorporados de las FARC-EP 
que hacen presencia en el Espacio Territorial de Capacitación y Reincorporación 
(ETCR) ubicado en la vereda Llano Grande Chimiadó. Como antecedente a esto, 
se tiene el reporte de que en el municipio de Peque fueron asesinados, el 16 de 
enero de 2018, dos miembros de este nuevo partido político (FARC) que se encon-
traban realizando labores previas a las justas electorales.

Actores Armados
En Occidente hay presencia de paramilitares e insurgencias. Los factores de 

riesgo son diversos y presentan gran similitud en todo el departamento: despla-
zamiento forzado, homicidios, amenazas, extorsión, explotación sexual, trata de 
personas, entre otras.

Las AGC y los “Los Chatas” controlan esta subregión, con presencia de las AGC 
en todos los municipios. Los Chatas se encuentran en municipios a lo largo de la 
vía principal de la subregión. 

Se conoce de la presencia del ELN en los municipios de Frontino y Dabeiba y 
algunas fuentes afirman que el municipio de Peque les sirve como zona de trán-
sito hacia otros lugares. 

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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Los distintos grupos armados en la región funcionan a través de pactos y re-
partición territoriales y algunas zonas rurales y urbanas son utilizadas para el re-
creo de importantes cabecillas de los grupos ilegales. En el municipio de Buriticá, 
donde hay un fuerte interés por la extracción minera, hay presencia de ambos 
grupos. 

Actualmente la alerta del Sistema de Alertas tempranas de la Defensoría del 
Pueblo 017-18 prevé riesgo para población reincorporada de las FARC. 

En Occidente, El Batallón de Infantería Nº 32 General Pedro Justo Berrio, con 
sede en Medellín, opera en todos los municipios menos en Dabeiba, donde se 
encuentra el Batallón de Ingenieros Nº 17 Carlos Bejarano Muñoz que tiene base 
en Carepa.

Además, hay presencia de la Policía Nacional con estaciones en todos los mu-
nicipios y dos subestaciones, al sur de la región.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL
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Tasa de Homicidio
Occidente presenta una tasa elevada de homicidios, casi el doble que la de-

partamental. Aunque en número no sean muchos homicidios en comparación a 
otros municipios de Antioquia, la población es pequeña y eso repercute en la tasa.

Fuente: Policía Nacional y Ejército Nacional.

Fuente: Policía Nacional, 2019

Con sólo cinco homicidios, Olaya tiene la tasa más alta de la subregión (148).  
Le siguen San Jerónimo (108), Santa Fe de Antioquia (91), Heliconia (89), y Liborina 
(83), todos municipios donde ha aumentado el número de homicidios en 2019 en 
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comparación al 2018. Frontino, con una tasa de 78, ha experimentado un incre-
mento del 200% en el número de homicidios durante el último año.

Líderes y Lideresas
En el año 2019 se incrementaron los homicidios en contra de defensores y 

defensoras en Occidente. Si bien, cuantitativamente en esta subregión se pre-
sentaron pocos casos de agresión a líderes/as sociales y personas defensoras de 
DDHH, es preocupante que el 75% de las agresiones fueron homicidios, y el 25% 
atentado contra la vida. Este atentado fue contra una periodista de la comunidad 
LGBT, Tana Montoya.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de Derechos 
Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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La alerta del SAT 017-18 de la Defensoría del Pueblo elaborada para esta subre-
gión advierte de la presencia de miembros de estructuras armadas en varios mu-
nicipios que se siguen consolidando.

La Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC) denunció el 9 de agos-
to, el asesinato de Luis Alberto Jumí Bailarín en el corregimiento de La Blanquita 
del municipio de Frontino.

El día 6 de septiembre en la vereda La Milagrosa del municipio de Santa Fe de 
Antioquia se presentó un doble homicidio consumado por grupos paramilitares 
donde las víctimas fueron Wilder Elías Godoy Restrepo y León Humberto Alcaraz 
Godoy, líderes comunitarios y campesinos de la región. 

Subregión de Suroeste

La subregión del Suroeste está localizada entre las vertientes de las cordilleras 
central y occidental, el cañón del río Cauca y la Cuenca del río San Juan. Consti-
tuye un lugar de gran tradición de la cultura paisa, y forma parte del eje cafete-
ro. Es una región que abarca 6.513 kilómetros cuadrados repartidos en veintitrés 
municipios, que comprenden páramos, farallones, picos, cerros, altos, volcanes 
apagados, mesetas, laderas empinadas, bosques de niebla, nacimientos de agua 
(Savia Andina, 2016).  

Se calcula que cuenta con casi cuatrocientos mil habitantes. Es de anotar la 
existencia de asentamientos indígenas en la subregión, principalmente de la co-
munidad Emberá-Chamí, en los municipios de Támesis (Resguardo Miguel Cértiga, 
La Mirla), Valparaíso (Resguardo Marcelino Tascón, predio La María), Pueblorrico 
(Resguardo Bernardino Panchí, vereda Lourdes, predio la Marina), Jardín y Andes 
(Resguardo Cristianía), Ciudad Bolívar (Resguardo Hermeregildo Chakiama, La Su-
cia) y en Urrao (Valle de Pérdidas – Cruces, Andabú – Playón). 

Debido a la diversidad de pisos térmicos y riqueza natural; el sector agrícola 
es uno de los más relevantes en esta región; siendo importante la producción 
de café, plátano, caña panelera, frutales, fríjol, hortalizas, yuca, papa y maíz. Por 
otro lado, la minería de carbón, la ganadería, la industria maderera y el comercio 
constituyen otros renglones importantes de la economía. Además, en los últimos 
años, debido a su abundancia paisajística el turismo se ha potenciado en la re-
gión lo cual ha generado que las fincas cafeteras se conviertan en hoteles, y que 
en municipios como el de Jardín las mismas casas del casco urbano sirvan para 
alojar a los visitantes. Por lo tanto, en el Suroeste, se destaca la participación 
de la actividad agropecuaria, silvicultura y pesca (11.56%), seguida por la minería 
(9.44%),  y comercio, hoteles y restaurantes (8.13%).

Actores Armados
El panorama de riesgos para esta subregión está vinculado a los intereses 

de los megaproyectos mineros y energéticos de la Anglo Gold Ashanti, la Júpiter 
S.O.M. y la Caramanta Conde Mine y a la presencia de las AGC en cada uno de los 
municipios de la subregión, y también a la existencia de la OVA y otras subestruc-
turas. Se conoce del tránsito del ELN en el municipio de Urrao en límites con el 
Chocó. 
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En esta zona del departamento se han entregado 22 títulos para la explotación 
de minerales. La posible producción en la zona de sustancias de uso ilícito, ha 
repercutido en el incremento de los casos de drogadicción en todas las edades, 
además, persisten fenómenos como la extorsión, el reclutamiento, uso y utiliza-
ción de niños, niñas y adolescentes, la trata de personas y otras graves afectacio-
nes a la población. 

El Batallón de Infantería Nº 11 Cacique Nutibara patrulla en todos los munici-
pios de la región excepto en Montebello, Santa Bárbara y La Pintada, donde hace 
presencia el Grupo de Caballería Mecanizada Nº 4 Juan del Corral. También existen 
numerosas estaciones y subestaciones de policía.

La presencia del Ejército y de la Policía coincide con la de los grupos ilegales y 
paramilitares. El análisis puede indicarnos no solo una debilidad estatal al tratar 
de someter a estas estructuras, sino también los posibles nexos y alianzas con au-
toridades civiles y militares que podrían permitir la movilidad y la consolidación 
política de la estrategia paramilitar.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL
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Tasa de Homicidio
La tasa de homicidio en el Suroeste es alta. Hay dos municipios con tasa de 

homicidio superior a 140: Betania (147) y La Pintada (142). Les siguen Ciudad Bolí-
var (113), Jardín (97) y Santa Bárbara (84). Los únicos municipios con tasa inferior a 
20 son Angelópolis (11), Valparaíso (16), y Montebello (18). Tarso es el único muni-
cipio dónde asesinaron a más mujeres (3) que hombres (1). Es de resaltar que, en 
Betania, Cuidad Bolívar y Santa Bárbara, la proporción de homicidios de mujeres 
es más elevado que el promedio departamental.

Fuente: Policía Nacional y Ejército Nacional.

Fuente: Policía Nacional, 2019 
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Líderes y Lideresas
Aunque en 2019 no hubo homicidios de defensores de derechos humanos en 

Suroeste, sí hubo amenazas. En concreto, a finales de abril se repartió un panfleto 
amenazando a ocho líderes indígenas del Resguardo Karmata Rua – Cristianía en 
el municipio de Jardín.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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Crisis humanitaria y liderazgo en riesgo 
en el Bajo Cauca, 2019

A tres años de la firma del Acuerdo, el retroceso en materia humanitaria es 
evidente en el Bajo Cauca. La recomposición de los grupos armados ilegales ha 
aumentado el nivel de vulnerabilidad de la población, que ha estado viviendo 
en una permanente zozobra por los continuos combates que se libran tanto en 
zona rural como urbana, y por el alto control territorial y de la vida cotidiana, 
en particular, por los grupos paramilitares que se disputan la zona: las AGC y los 
Caparrapos. 

En el mapa de actores armados también se resalta la presencia del ELN y de 
Disidencias de las FARC, que tienen menor grado de incidencia territorial, lo que 
no desdibuja su responsabilidad por lo que sucede en la zona. Sin embargo, no es 
real, como lo ha querido mostrar el Estado, que estos dos grupos, lleven a cabo la 
mayor desestabilización de la subregión. Un análisis completo de la compleja si-

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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tuación que vive la región es necesario a fin de poder ubicar realmente el debate 
y las salidas que deben plantearse a esta crisis humanitaria.

A este contexto, se suma la fuerte militarización por parte del Estado con la 
Fuerza de Tarea Conjunta Aquiles y la Operación Agamenón II (5.000 hombres) que 
como se ha demostrado, no han logrado contener a los grupos ilegales y, en tal 
sentido, el Estado es el único responsable, por acción u omisión, de lo que sucede 
en esta subregión.7

           Fuente: Policía Nacional, Ejército Nacional 

La connivencia entre agentes estatales y los grupos paramilitares, es la causa 
principal de esta grave situación de derechos humanos. Ejemplo de esto es la 
captura del comandante de Policía de Caucasia Yermail Torres y del patrullero 
Carlos José Rúa por vínculos con estructuras criminales (RCN, 2019), el relevo de 
todos los miembros de la fuerza pública en el Bagre (RCN, 2019) en el mes de ju-
nio y la denuncia, conocida también en junio, que señala que el Ejército Nacional 
en el corregimiento del Guaimaro, Tarazá, recibió información de la ubicación de 
“alias Caín” y “alias Flechas” comandantes paramilitares pertenecientes a los Ca-
parrapos, y no desarrollaron acciones para su detención (Análisis Urbano, 2019).

A esto se suma las destituciones e investigaciones de autoridades civiles elec-
tas para el periodo 2016- 2019: Ángel Mesa Castro (El Bagre) y Miguel Enrique Fran-
co Menco (Nechí) ambos por casos de corrupción y José Mercedes Berrio (Cáceres) 
por vínculos con el paramilitarismo. 

El retroceso a nivel humanitario que presenta la zona se puede explicar por el 
alto número de actores armados, los continuos combates y otras acciones bélicas, 
además del fuerte control territorial. Esto se evidencia en las altas cifras de homi-

7 Los íconos del mapa muestran la localización en Bajo Cauca de estaciones y subestaciones de policía, situadas, 
en su mayoría, sobre los principales cauces fluviales, además de indicar que el Bajo Cauca es área de influencia 
de la Fuerza de Tarea Conjunta Aquiles y de la Operación Agamenón.  El color de fondo señala las áreas de influen-
cia de dos batallones de la XI Brigada.
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cidio, desplazamiento, desaparición forzada y otras agresiones contra la población 
civil, líderes y lideresas quienes han estado desprotegidos. Es de resaltar que, de 
la totalidad de homicidios ocurridos en el departamento, el 16% ocurrieron en la 
subregión del Bajo Cauca, cifra solo superada cuantitativamente por la ciudad de 
Medellín con un 25%. A nivel subregión, en 2019, el Bajo Cauca (114) y Nordeste 
(105) tienen las tasas más altas de homicidio de Antioquia. Solo Oriente, Urabá y 
el Valle de Aburrá tienen tasas por debajo del promedio departamental.

El desplazamiento forzado ha sido una constante durante el 2019, no solo por 
los eventos masivos (10) sino también por el desplazamiento gota a gota que ha 
dejado a más de 4.000 personas desarraigadas entre 2017- 2018.

En cuanto a la grave situación de riesgo de la labor de líderes y lideresas se 
destaca que durante 2019 se presentaron no solo homicidios, sino desplazamien-
tos forzados de 13 líderes y lideresas y 27 amenazas; las víctimas son líderes indí-
genas, campesinos inscritos en el PNIS y defensores de derechos humanos. Esto 
contrasta con los bajos niveles de cumplimiento del Acuerdo de Paz, la negativa 
del Estado de desmontar el paramilitarismo e implementar las garantías para 
proteger la labor de defensa de los derechos humanos. 

Se llama la atención sobre los incumplimientos a las familias que se inscribie-
ron al PNIS, proceso que ha sido fuertemente cuestionado por las irregularidades, 
además del bajo nivel de efectividad del programa para transformar las condicio-
nes que llevaron al campesinado a optar por la siembra de cultivos ilícitos. 

¿Qué es lo que se disputa en la zona?
A diferencia de lo que plantea el Estado, quien frecuentemente señala que los 

grupos armados ilegales se disputan la zona por dominar áreas de cultivo ilícitos 
y rutas de narcotráfico, la Corporación Jurídica Libertad, la Fundación Sumapaz y el 
Nodo Antioquia de la CCEEU, sostienen que esta variable no es realmente la que 
determina el alto nivel de conflicto en la zona. La subregión representa grandes 
intereses geoestratégicos y de planeación territorial, como el de configurar la se-
gunda provincia más grande de Antioquia agrupando los municipios del Norte y 
Bajo Cauca: San Andrés de Cuerquia, Toledo, Briceño, Ituango, San José de la Mon-
taña, Campamento, Valdivia, Nechí, Tarazá y el Bagre, con el objetivo de construir 
el Centro de Desarrollo Industrial Regional y promover proyectos de infraestruc-
tura, economía y turismo. 

Se destaca la imposición de los megaproyectos extractivistas que han llevado 
a la concentración de tierra para la explotación minera y la expansión inmobilia-
ria. Existen 47 grandes títulos mineros en los municipios de Tarazá y Cáceres, Bajo 
Cauca y Puerto Libertador y San José de Uré, Córdoba (Montoya, 2020) además de 
18.000 hectáreas adicionales solicitadas en estos cuatro municipios y que podrían 
favorecer a las empresas: Juan Manuel Ruiseco V, CIA S.C.A, Cerro Matoso y Grupo 
Penca, (Montoya, 2020). En la región del Bajo Cauca se extrae el 60% del oro de An-
tioquia y el 30% de la plata. (Cámara de Comercio, 2019, p.27). Igualmente, existen 
reservas y explotación de otros minerales como el níquel y el carbón. 

El incremento de títulos mineros y solicitudes, contrasta con los daños al te-
rritorio que son generados por esta actividad. Aunque el gobierno sostiene que 
en Antioquia se hace minería responsable, y que solo hace falta perseguir a los 
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informales para asegurar que no se contaminen las fuentes hídricas, en mayo de 
2018, la empresa Mineros S.A, fue denunciada por las comunidades de Nechí y El 
Bagre, por causar una mortandad de peces en el río Nechí que afectó la actividad 
de pesca y soberanía alimentaria de los habitantes. (CJL en CINEP, 2019).

Cuadro: títulos trámites y solicitudes de mineras en Bajo Cauca 2017

Títulos, trámites y solicitudes Mineras de Oro/Oro Aluvión/ 
y sus concentrados 2017

Municipio Títulos Mineros Tramites Mineros Solicitudes de 
legalización

Cáceres 32 54 15

Caucasia 6 26 5

El Bagre 33 34 3

Nechí 17 30 5

Tarazá 5 21 11

Zaragoza 64 27 13

Total 157 192 52

Fuente: Gobernación de Antioquia, Secretaría de Minas, 2017.

El Bajo Cauca reporta una gran actividad extractivista y el discurso del Estado 
señala que estas benefician a la población, la realidad es otra. De acuerdo con la 
Encuesta de Calidad de Vida del Departamento (2017), el Índice de Necesidades 
Básicas Insatisfechas (NBI) es del 60,5%; además el 5,59% de la población viven en 
la indigencia. La cuota de pobreza es de 30,6 (69.566 pobres) que corresponde a la 
quinta cifra más alta de las subregiones del departamento. El Índice Multidimen-
sional de Calidad de Vida es de 30,52 y el Índice Multidimensional de Pobreza por 
hogar es 24,06 que corresponde a 12.857 hogares, lo que la convierte en la primera 
del ranking de pobreza de Antioquia (CJL en CINEP, 2019).

Este alto nivel de vulnerabilidad ha conllevado a que muchas familias se hayan 
dedicado a la siembra de coca por la necesidad de los ingresos, además de la pre-
sión de los grupos armados. Este difícil panorama para las comunidades tuvo la 
esperanza de ser transformado por medio del PNIS y los Programas de Desarrollo 
con Enfoque Territorial- PDET, los cuales no han sido implementados a cabalidad, 
generándose un escenario de posible retorno a la siembra.

En la actual Política de Seguridad y Defensa del gobierno de Duque, se con-
sidera “legal y legítimo” reprimir y perseguir, los procesos organizativos que se 
dedican a luchar por la sustitución concertada de cultivos, bajo el concepto de 
seguridad nacional, que considera una amenaza a las organizaciones que se mo-
vilizan en torno a este tema, sosteniendo que estas hacen una defensa de las 
economías ilegales. En el caso del Bajo Cauca donde existen procesos como el de 
la Asociación Campesina del Bajo Cauca (ASOCBAC) y la COCCAM, es factible que 
en este periodo de tiempo se presenten agresiones y judicializaciones contra los 
líderes y lideresas, que participan en el programa del PNIS.
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Consecuencias humanitarias del conflicto en el Bajo Cauca
En el Bajo Cauca, a lo largo de los años, se han presentado graves violaciones 

a los derechos humanos a causa del conflicto político, social y armado. Con la 
llegada del Acuerdo de Paz, las comunidades cifraron sus esperanzas en la posi-
bilidad de transformar sus vidas, pero esto no sucedió. A partir de 2017, se inició 
todo un proceso de reacomodamiento paramilitar que no ha cesado y que ha 
conllevado a la actual crisis humanitaria que se expresa en graves violaciones a 
los derechos humanos, entre ellos el alto nivel de homicidio de civiles y líderes 
sociales, además de desplazamiento forzado, desapariciones y otras agresiones 
que evidencian que el incumplimiento del Acuerdo tiene grandes efectos en la 
vida de quienes residen en estos seis municipios. 

Homicidios selectivos y desaparición forzada
El mapa muestra la tasa de homicidios por 100 mil habitantes8 en los seis mu-

nicipios de Bajo Cauca.9 En la gráfica, las barras muestran el número de víctimas 
de homicidio por municipio. En Caucasia, Tarazá y Cáceres, se cometieron la ma-
yoría de los 371 homicidios ocurridos en Bajo Cauca en 2019. Solo Nechí tiene una 
tasa menor que el promedio departamental.

           Fuente: Policía Nacional, 2019

8 Los datos de la tasa son calculados con cifras de la Policía Nacional y del Censo del DANE de proyección 2010.
9 El gráfico muestra la tasa de homicidio departamental, 34 (línea sólida) y la regional (línea rayada), 114, además 
compara las tasas municipales de Bajo Cauca a estos dos baremos. 
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         Fuente: Policía Nacional, 2019

Se llama la atención sobre el homicidio de 31 mujeres. A esto se suma el re-
porte de casos de desmembramiento de cuerpos y desaparición forzada de 31 
personas, de las cuales diez eran mujeres (Medicina Legal, 2019). A esto se suman 
otros hechos:

	» 16 de enero: hallados dos cuerpos decapitados en la vereda el Toro de 
Caucasia.

	» 12 de abril: fue rescatado el cuerpo sin vida de un hombre, sin identificar.
	» 14 de abril: hallado el cuerpo sin vida de José Ocampo de 17 años, a orillas 

del río Cauca, en el sector el Prado de Caucasia, quien había sido reportado 
como desaparecido.

	» 26 de diciembre: se haya una cabeza humana en la finca San Payo de Puerto 
Claver en el Bagre, y el cuerpo fue encontrado el mismo día en el río Nechí. 
Al lado de la cabeza se encontró un mensaje alusivo a los Caparrapos.

La configuración de la disputa territorial paramilitar ha conllevado a la instau-
ración de fronteras invisibles en territorios como el Doce, el Quince, la Caucana y 
la Troncal. Los fuertes enfrentamientos entre las AGC y los Caparrapos han puesto 
en grave riesgo la vida de las comunidades quienes para resguardarse han tenido 
que desplazarse o confinarse en sus hogares. 

Según testimonios de habitantes, en abril se encontraron cuatro personas en 
alto grado de descomposición quienes se transportaban en motos y que fueron 
detenidos y desparecidos, posteriormente fueron hallados sus cadáveres con im-
pactos de armas de fuego en las aguas del río Cauca, sin que a la fecha se conoz-
can los responsables. 

Homicidios de líderes sociales
Colombia sigue estando en el vergonzoso “número uno” del podio de países 

con mayores cifras de homicidios contra defensores y defensoras de derechos 
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humanos. El 36.4% de los homicidios mundiales ocurren en Colombia (Front Line 
Defender 2020). Cauca y Antioquia continúan representando los departamentos 
con mayores índices de homicidios.

En Antioquia, entre los años 2010 y 2019 se cometieron 213 homicidios contra 
líderes y lideresas. El año 2011 fue el más alto en cifras, desde 2016 persiste un 
aumento sustancial que se sigue prolongando en el departamento: 88 homicidios 
entre 2016-2019. 

El 35.2% ocurrieron en el Bajo Cauca, principalmente contra miembros del Pro-
grama de Sustitución Voluntaria de Cultivos de Uso Ilícito PNIS (23 casos), y contra 
líderes de Juntas de Acción Comunal, indígenas y LGTBI. 

En el año 2019 se cometieron 24 homicidios, 11 de estos en el Bajo Cauca en 
donde se experimenta la intensidad más alta de fenómenos de violencia sociopo-
lítica. Siete de estos líderes hacían parte del PNIS, los demás eran líderes y lide-
resas de sectores comunales, LGTBI entre otros. 

El 75% de los homicidios de líderes y lideresas en el Bajo Cauca fueron per-
petrados por estructuras paramilitares, en especial las AGC y los Caparrapos que 
controlan gran parte del territorio. En el 25% de los homicidios no se logra esta-
blecer el determinador del hecho, aunque cabe destacar que estos han ocurrido 
en zona de control paramilitar, solo que no se logra identificar la estructura. 

Las amenazas a los defensores de derechos humanos en Bajo Cauca son nu-
merosas y se concentran en territorios con altos índices de violencia. En Cáceres, 
todas las amenazas son a líderes indígenas, tres de los cuales fueron desplazados 
forzosamente de sus comunidades a raíz de estas amenazas. En cambio, en Tarazá, 
las amenazas son dirigidas hacia miembros de las JAC, especialmente aquellos 
que forman parte del PNIS.

Fuente: Observatorio del Nivel de riesgo a la labor de defensores, líderes y lideresas en Antioquia (Fun-
dación Sumapaz, Corporación Jurídica Libertad).
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Desde la Corporación Jurídica Libertad, la Fundación Sumapaz, el Proceso So-
cial de Garantías de Antioquia y el Nodo Antioquia de la CCEEU, se han realizado 
constantemente denuncias y se ha informado a las autoridades competentes so-
bre esta grave situación. Pese a ello, no se han tomado las acciones necesarias 
para proteger la vida de los líderes y lideresas, dejando en la impunidad no solo 

Fuente: Observatorio del nivel de riesgo a la Labor de defensores, líderes y lideresas en Antioquia 
(Fundación Sumapaz, Corporación Jurídica Libertad).

Fuente: Observatorio del Nivel de riesgo a la labor de defensores, líderes y lideresas en Antioquia 
(Fundación Sumapaz, Corporación Jurídica Libertad).



61

¡Para que la Paz no nos cueste la Vida, hagamos posible la Paz!

estos casos sino enviando un mensaje a los victimarios, que pueden continuar 
asesinando a quienes defienden los derechos humanos. 

Acciones bélicas 
Según las cifras de la Policía Nacional, Dirección de Investigación Criminal e 

Interpol, se presentaron en Antioquia en el 2019 un total de 56 acciones bélicas 
contra la población en zonas urbanas y rurales. El 48% de esas acciones aconte-
cieron en el Bajo Cauca, siendo la población de Tarazá la más afectada, con 22 
acciones, seguida de Cáceres con 3 y Caucasia con 2. 

Fuente: Policía Nacional, 2019

Las modalidades utilizadas fueron: activación de artefactos explosivos (27), su-
cesos de Minas Antipersonas (11), utilización de granadas de mano (9) y uso de 
combustible para causar daño (3). Todas estas acciones bélicas generaron terror 
en la población y desplazamiento forzado, se destacan:

	» El 17 de febrero, se presentaron enfrentamientos entre los Caparrapos, las 
AGC y el Ejército Nacional quedando en medio del fuego cruzado la I.E del 
corregimiento de Cuturú, en Caucasia, lo que obligó a los padres de los es-
tudiantes a salir de sus hogares para ir en búsqueda de sus hijos. 

	» El 18 de marzo fueron quemados dos camiones en el sector El Quince en la 
vía principal entre Tarazá y Valdivia, decretándose el cierre de la vía. 

	» El 17 de mayo se presentó un atentado por hombres armados con granada 
contra un establecimiento comercial donde murió un civil y 7 más quedaron 
heridos, en el corregimiento El Doce, en Tarazá, 

	» El 23 de agosto se registró un atentado contra el comando de policía del 
corregimiento de Puerto Claver en el Bagre.

	» El 4 de septiembre, se registraron combates entre los Caparrapos y el Ejér-
cito Nacional en la vereda El Toro, en Caucasia, donde murieron 4 soldados.
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	» El 18 de noviembre, el enfrentamiento entre las AGC y los Caparrapos, entre 
Tarazá y los límites con el Sur de Córdoba, obligó al desplazamiento forzado 
de 26 familias. 

	» El 22 de noviembre se presentaron combates entre las AGC y los Caparra-
pos en la vereda La Isla, en Cáceres, que dejó como resultado dos muertos. 
Según la comunidad estos eran combatientes de las AGC cuyos cuerpos 
permanecieron más de un mes sin que las autoridades los recogieran en 
una vía transitada por los habitantes (El Colombiano, 2019).

	» El 10 de diciembre fue arrojada una granada y se hicieron disparos indiscri-
minados contra ciudadanos que se encontraban en la cancha de fútbol de 
la vereda San Antonio, del corregimiento El Doce, en Tarazá por los Caparra-
pos dejando sin vida a tres personas y causando heridas a otra. 

Varias de estas acciones armadas provocaron el desplazamiento de poblado-
res de la región, lo que aumenta la vulnerabilidad de las personas ya que deben 
dejar sus territorios para llegar, principalmente, al departamento de Córdoba y la 
ciudad de Medellín.

Desplazamiento forzado
En los primeros cuatro meses de 2019, fueron desplazadas más de 2.000 per-

sonas de sus territorios (RCN, 2019) en el Bajo Cauca. Según la Defensoría del 
Pueblo, en 2019 (octubre) se reportaron 58 eventos de desplazamiento en todo el 
país, afectando a 15.148 personas. Del total, 10 eventos sucedieron en Antioquia 
y un 70% en Bajo Cauca: Tarazá (4 eventos), Caucasia (2 eventos) y Zaragoza (1 
evento). Este alto nivel de desplazamiento obedeció, principalmente, a la fuerte 
confrontación entre las AGC y los Caparrapos. Entre los desplazamientos masivos 
se reportaron:

	» 17 de enero: desplazamiento forzado de 48 familias en la vereda San Anto-
nio del corregimiento El Doce en Tarazá.

	» 15 de abril: desplazamiento forzado de 27 familias en el corregimiento La 
Caucana en Tarazá.

	» 20 de mayo: desplazamiento forzado de 16 familias en el corregimiento El 
Doce en Tarazá.

	» 21 de mayo: desplazamiento forzado de 37 familias en el corregimiento El 
Doce en Tarazá. 

	» 8 de octubre: desplazamiento forzado de 10 familias en el corregimiento La 
Caucana en Tarazá

	» 18 de noviembre: desplazamiento forzado de 26 familias entre Tarazá y los 
límites con el Sur de Córdoba.

	» 9 de diciembre: desplazamiento forzado de 130 personas en el corregimien-
to de Barro Blanco en Tarazá.

Al cierre de este informe, se reportó que el 17 de enero de 2020, en el corre-
gimiento del Guaimaro en Tarazá, se presentó una masacre de cinco personas, 
dos de ellas eran líderes de Juntas de Acción Comunal e inscritos en el PNIS, esta 
acción generó el desplazamiento de treinta personas. 
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El desplazamiento forzado ha conllevado a que las familias tengan que refu-
giarse en los cascos urbanos de los municipios de la subregión o migrar hacia las 
principales ciudades. Esta situación humanitaria se agrava en la medida en que 
no hay condiciones para retornar, y si bien se han prestado las ayudas humani-
tarias por parte el Estado, se ha desbordado la capacidad institucional, lo que 
aumenta el riesgo de las víctimas. 

Incumplimiento del PNIS y sus graves consecuencias
Diferentes análisis y cifras demuestran que los 4.113 cultivadores, no cultiva-

dores y recolectores campesinos cocaleros que firmaron el compromiso, a pesar 
de la reducción de ingresos económicos que supone la sustitución de cultivos 
al vincularse al PNIS, permanecen dispuestos a jugársela por proyectos lícitos y 
sostenibles. 

No obstante, la negligencia y omisiones del Estado han empujado a los cam-
pesinos a un trabajo de reclamación y de defensa del programa que se convirtió 
en una carga para los líderes en términos de trabajo, señalamientos y riesgo para 
su seguridad. Esto pone en peligro el empeño y la voluntad que hasta ahora han 
mostrado los campesinos en la implementación del programa, pudiendo desem-
bocar en una resiembra como consecuencia de los incumplimientos sistemáticos, 
la falta de confianza en la institucionalidad y la creciente precariedad económica. 
Esta situación potenciaría una vez más los daños ambientales, sociales y cultu-
rales de los que paradójicamente, de nuevo, los campesinos son las principales 
víctimas.

Cuadro de cultivos de hoja de coca, 2018

Municipio Cantidad de Coca (Hectáreas)

Cáceres 1.826,23

Caucasia 2,25

El Bagre 811,02

Nechí 708,03

Tarazá 3.728,41

Zaragoza 471,23

                              Fuente: SIMCI/UNODC, 2019

De 13.681 hectáreas que había sembradas en Antioquia en el 2018 (SIMCI/UNO-
DC, 2019), el 55% estaban en el Bajo Cauca. En Tarazá, Cáceres, El Bagre y Nechí se 
concentran el 49,4%, 24,2%, 11% y 9,2%de los cultivos, respectivamente. 

Los choques entre Fuerza Pública y comunidad por el retorno de la erradica-
ción y la fumigación forzada de cultivos ilícitos en la zona del Bajo Cauca han 
dejado ya varias víctimas. El más reciente caso ocurrió el 9 de febrero del 2020 en 
las veredas San Pablo, San Pedro y La Trinidad de Nechí, donde dos policías y el 
presidente de la JAC de San Pablo fueron heridos. 600 personas de estas comu-
nidades se oponen a la erradicación forzosa de cultivos de uso ilícito en la zona. 



64

¡Paz ni en el horizonte! 
Crisis humanitaria, Liderazgos en riesgo e incumplimiento del Acuerdo de Paz en Antioquia

En septiembre de 2019, una protesta similar de un grupo de cocaleros determi-
nó el cierre de la vía troncal hacia la costa Atlántica en el corregimiento de Puerto 
Valdivia en Valdivia, Antioquia.

Pese a los llamados de la Corte Constitucional para darle prioridad a la susti-
tución voluntaria contempladas en el Decreto 896, que crea el Programa Nacional 
Integral de Sustitución de cultivos de uso ilícito -PNIS-”, y la condicionalidad ex-
presa a la fumigación con glifosato, el gobierno de Duque insiste en retomar las 
viejas tácticas de la erradicación y fumigación, configurando un escenario de ries-
go para las comunidades por el posible aumento de la militarización del territorio.

Riesgos por municipios
De acuerdo con la Caravana Humanitaria realizada entre el 26 y 28 de agosto 

de 201910 y otros talleres, se pudo establecer altos niveles de riesgo por municipio. 
Las y los pobladores expresaron la necesidad de llevar a cabo acciones humanita-
rias que mitiguen la actual crisis que se presenta y que se garanticen los derechos 
de la población. Reiteran la urgencia de que se implemente el Acuerdo de Paz, se 
abran las negociaciones con los distintos grupos armados que operan en la zona 
y que el Estado haga más inversión social, ya que la salida no radica en más mi-
litarización de los territorios.  

Bagre, Nechí y Zaragoza 
	» Se logró conocer testimonios acerca de la presencia de miembros de la 

fuerza pública que al llegar a las veredas entran en compañía de personas 
con el rostro cubierto y sin identificación. Esta situación, ha aumentado la 
desconfianza en la institucionalidad. Además, en ocasiones, la fuerza del 
Estado hace presencia en la zona, pero no se identifican como tal, por tal 
razón, no hay garantías de seguridad para hacer denuncias a la policía y 
demás instituciones competentes. En muchas ocasiones, al realizar una de-
nuncia, la información propiciada por los denunciantes en lugar de dar pie 
a los trámites correspondientes para identificar culpables y demás, se con-
vierte en un medio para intercambiar bienes económicos con los actores 
armados, situación que finalmente obliga al o la denunciante a desplazarse 
del territorio con su familia, o a perder la vida. 

	» Se identifica la presencia del ELN, y grupos paramilitares como Autode-
fensas Gaitanistas de Colombia y Caparrapos. Entre estos dos últimos, se 
presentan continuamente enfrentamientos en varios territorios del Bagre. 
Ha habido un incremento de homicidios (homicidios de carácter selectivo, 
desde habitantes del municipio hasta líderes sociales), de reclutamiento 
forzado individual y desplazamiento individual que en muchas situaciones 
ha conllevado al desplazamiento de toda la familia, amenazas y desapari-
ción forzada. El ELN realiza reclutamiento forzado, al igual que las AGC. 

10 Esta fue realizada por la Corporación Jurídica Liberta, Proceso Social de Garantías de Antioquia, Nodo de la 
CCEEU y otras organizaciones sociales.
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Valdivia, Puerto Valdivia y Tarazá
	» Se identifica la presencia de actores armados dentro de estos municipios 

y se hace mención de las AGC, los Caparrapos, el ELN y Disidencias de las 
FARC. Así mismo señalan al Ejército, la policía de carretera y policía nacio-
nal, actores armados legales que también ejecutan acciones que afectan el 
bienestar de la población. Este tipo de situaciones aumenta la desconfianza 
en la institucionalidad, pues señalan que la policía de carreteras ha rea-
lizado retenes en las vías que han terminado en casos de hostigamiento, 
donde la comunidad se ve directamente afectada, incluso con impactos de 
bala. La problemática de homicidios, reclutamiento forzado individual, des-
plazamiento individual, amenazas y desaparición forzada también es visible 
en estos territorios. 

	» En el municipio de Tarazá se han presentado homicidios y amenazas contra 
los promotores y defensores del PNIS. Los voceros de este grupo hacen én-
fasis en el hecho de que ser líderes o lideresas resulta en un riesgo concreto 
para su vida e integridad. Además, la estigmatización resulta del hecho de 
oponerse a los megaproyectos y a los proyectos del Estado. Por otro lado, se 
les ha limitado el acceso a participar en política al oponerse a megaproyectos 
o proyectos de ciertas administraciones municipales que van en detrimento 
de ciertos grupos vulnerables. Además, se pone sobre la mesa otras proble-
máticas o riesgos para el oficio de ciertas comunidades en la región. Entre 
estas, la legalización de la actividad minera; donde los pequeños mineros 
tienen dificultades para ingresar a la legalidad. Además, se están viendo afec-
tados por las constantes extorsiones de los grupos ilegales.

Cáceres
	» Los actores armados identificados en este municipio son el ELN, que hace 

mayor presencia en la zona rural, los Caparrapos y la Fuerza Pública, que 
han ejecutado acciones atentando contra la vida de la población. Se pre-
senta la misma desconfianza en la institucionalidad que en otros munici-
pios y se resalta la desconfianza hacia la Personería Municipal. Por tanto, 
los habitantes prefieren ir a dar sus declaraciones a otro sitio que no sea la 
cabecera municipal. También se presentan homicidios, reclutamiento forza-
do individual y desplazamiento individual y colectivo, obligando a familias 
completas a trasladarse de la ciudad; amenazas, desaparición forzada y 
constantes hostigamientos.

 
Caucasia
	» Dentro del territorio existen algunas fronteras invisibles y toques de queda. 

Se utilizan panfletos para amenazar a la población y en ellos se estipula el 
toque de queda (10 pm). Hay unos límites marcados en el territorio: Cuturú, 
Margento y Puerto Colombia como límites trazados por las mismas comu-
nidades para evitar situaciones de riesgo y peligro. Estas zonas son de alto 
riesgo para las comunidades y líderes, por la fuerte presencia de actores ar-
mados y de retenes. También se presentan homicidios, reclutamiento forza-
do individual, desplazamiento individual, amenazas y desaparición forzada. 
Se han registrado enfrentamientos por disputas del territorio, amenazas, 
microtráfico y extorsión. 
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Recomendaciones y exigencias

Al Estado colombiano en su conjunto:
	» Concebir la paz como un derecho y bien supremo de las y los ciudadanos, 

inalienable de todos los colombianos, y como condición ineludible para 
construir una sociedad democrática.

	» Cumplir de manera íntegra la implementación de los Acuerdos de Paz pac-
tados entre el gobierno nacional y la otrora FARC-EP, como esencia funda-
mental en la consolidación y fortalecimiento de la construcción de la paz 
estable, duradera y la democracia en el país.

	» Aceptar y cumplir con todas las recomendaciones que en materia de pre-
vención y protección son contempladas dentro de los Informes de Riesgo 
del Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo.

	» El reconocimiento de la existencia de la crisis humanitaria que en el Bajo 
Cauca que sigue generando desplazamientos y otras formas de violencia 
contra las comunidades. 

	» Es imperativo el desmonte de la vigente doctrina militar por tratarse de una 
política que se ha mantenido en el tiempo contra la labor de líderes y lide-
resas sociales, comunales, defensores y defensoras de derechos humanos 
en el país y se ha caracterizado en encaminar políticas que no contribuyen 
a los compromisos del Estado colombiano en las garantías de no repetición, 
prevención y protección. 

	» Implementar todas las acciones estatales definidas en los decretos de Ley 
154/2017 (Comisión Nacional de Garantías de Seguridad, 2017), 895/2017 y 
898/2017 con la finalidad de desmantelar o someter a la justicia, las estruc-
turas paramilitares.

	» Fortalecer, dentro de la Fiscalía General de la Nación, la Unidad Especial de 
Investigación para el desmantelamiento de las organizaciones responsa-
bles de homicidios y masacres, que siguen atentando contra la vida de los 
miembros del movimiento de los derechos humanos. 

	» El Estado colombiano debe ahondar en los esfuerzos por garantizar los 
ejercicios y labor de las y los defensores de derechos humanos, someter a 
los victimarios, y reducir y acabar con todas las amenazas y vulneraciones 
que ponen en riesgo la vida e integridad de las y los defensores derechos 
humanos. 

	» EL Estado debe construir en común acuerdo con la sociedad civil una políti-
ca para las garantías a la labor de las y los defensores de Derecho Humanos.

	» El Estado colombiano y el ELN deben agotar todos los esfuerzos por retomar 
el escenario de diálogo.

	» Poner en marcha el decreto de protección colectiva e integral para las y los 
líderes de esta zona con enfoque territorial y de género.

A la Procuraduría General de la Nación y sus delegados regionales
	» Insistir en el cumplimiento inaplazable de las funciones establecidas en el 

Código Único Disciplinario o Ley 734 de 2002.
	» Velar por la atención diferencial de género en las rutas de atención a los y 

las ciudadanas, especialmente a las mujeres, y los requerimientos particu-
lares en los casos de especial protección: madres cabeza de familia, muje-
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res en estado de gestación, ayuda humanitaria de emergencia, atención in-
tegral en salud, rutas de atención efectivas en casos asociados con agresión 
sexual, protección a familiares especialmente niños, niñas y jóvenes hijos e 
hijas de los líderes y lideresas agredidos.

	» Tener un papel protagónico como garante de derechos humanos y ser más 
decisivo en el uso e implementación de la directiva 001 del 3 de febrero del 
2020 que tiene como objetivo proteger a los líderes y reincorporados.

A la Fiscalía General de la Nación
	» Dado el papel de sistematicidad que prevalece en las agresiones contra 

las y los líderes se debe investigar todos los casos, buscando establecer la 
responsabilidad no solo material sino también intelectual.

	» Agotar todos los esfuerzos por esclarecer los autores materiales e inte-
lectuales, no solo de homicidios, sino también de todas las vulneraciones 
contra las comunidades, sus líderes y lideresas.

	» La Fiscalía General de la Nación tendrá que asegurar y mejorar todas las 
técnicas de investigación que abarquen de manera muy amplia las diná-
micas, los fenómenos, los contextos, actores y demás que inciden en las 
violaciones de derechos humanos.

A la Unidad Nacional de Protección
	» Garantizar y acelerar de una manera eficiente los planes y las medidas de 

protección individual y colectiva para las y los defensores de derechos hu-
manos en el país.

	» Seguir las recomendaciones de la Corte Constitucional de la República de 
Colombia amparadas bajo la Sentencia T-205A/18 en la que se exhorta a la 
Unidad Nacional de Protección (UNP): “…para que, en los trámites de res-
puesta a la solicitud de medidas de protección para defensores y defenso-
ras de derechos humanos, actúe de manera proactiva, sin dilaciones injus-
tificadas que pongan en riesgo la vida, la integridad física, la libertad, y la 
seguridad personal de las y los solicitantes…”.

A los grupos armados ilegales: 
	» Poner fin al reclutamiento, uso y utilización de niños, niñas y adolescentes.
	» Acciones concretas para implementar el desminado humanitario.
	» El respeto por las organizaciones sociales y sus integrantes.

A la comunidad internacional
	» Mantener su apoyo a la defensa de los derechos humanos, hacer segui-

miento e instar al Estado colombiano a que se brinden todas las garantías 
a las comunidades.

	» Hacer recomendaciones al gobierno nacional para que se implemente de 
una manera más competente lo pactado entre el gobierno nacional y las 
FARC-EP.

	» Recomendar al gobierno nacional del interés inaplazable por contribuir a la 
paz del país y de la región valiéndose completamente del diálogo como la 
ruta para la resolución de conflictos.
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Informe anual de Derechos Humanos
y Derecho Internacional Humanitario, 

Zona Rural Municipios de Segovia 
y Remedios - Nordeste Antioqueño

La sistemática violación de los derechos humanos que agobia a las comuni-
dades campesinas y mineras, motivó la construcción del presente diagnóstico a 
fin de continuar exigiendo la garantía de los derechos humanos y la permanencia 
en el territorio. 

Esta exigencia a la institucionalidad es una búsqueda para que actué en pro de 
la protección y la defensa de los derechos humanos de las comunidades minero 
campesinas. Asimismo, se pretende mantener informada a la comunidad nacional 
e internacional y hacer monitoreo del contexto actual en la zona. 

El presente el informe: NO MÁS GUERRA, ¡QUEREMOS PAZ!, contiene un rastreo 
de la situación de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de 
los municipios de Segovia y Remedios, del periodo comprendido entre enero y 
diciembre del año 2019, dando a conocer las dinámicas de violencia que persisten 
en el territorio. 

Para la obtención, contrastación y verificación de la información que soporta 
cada aparte del presente informe, se acudió a las siguientes fuentes:

Fuentes primarias: Monitoreo de los equipos locales de Acción Humanitaria 
de CAHUCOPANA, informes, documentos y testimonios de las JAC, campesinos y 
mineros de la región. Además de visitas a los municipios y una Caravana Humani-
taria (noviembre 219) desarrollada por la Corporación Jurídica Libertad en coordi-
nación con organizaciones del territorio. 

Se complementó este análisis con fuentes secundarias: artículos y reportajes 
de medios de comunicaciones locales y nacionales, tanto masivos como alterna-
tivos, así como informes y documentos institucionales que abordan el tema.

Contexto general 
Remedios y Segovia son municipios ubicados en el departamento de Antio-

quia, en la subregión del Nordeste. Tienen un alto porcentaje en reservas minera-
les, en especial, oro, lo que se traduce, en una fuerte presencia de las multinacio-
nales mineras como la Zandor Capital S.A., la Gran Colombia Gold y la Anglo Gold 
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Ashanti. En estos dos municipios la minería es la principal actividad económica, 
seguida de la industria maderera y el comercio; y en menor medida la ganadería 
y la agricultura. 

Son cientos las familias dedicadas netamente a la minería artesanal, de donde 
obtienen su sustento diario y quienes, debido al modelo económico extractivista, 
que genera flujos migratorios permanentes en los municipios, tienen que compar-
tir dicha labor con la llegada de personas de diferentes partes del departamento 
o el país, que aprovechan las temporadas de “apogeo minero” de veta o aluvión.  
El flujo de personas a la zona aumenta el asentamiento en las periferias del casco 
urbano. Además, de la injerencia de multinacionales mineras, la presencia de la 
pequeña minería, la minería artesanal y la minería informal afecta la población 
del territorio. 

El mal llamado “posconflicto”, que fue tan divulgado por la institucionalidad, 
no se ha sentido en los territorios que históricamente han padecido la guerra, por 
el contrario, los municipios de Segovia y Remedios continúan sumergidos en una 
oleada de violencia. Esta situación plantea la cuestión: ¿Acaso es viable llamar 
posconflicto a lo que está ocurriendo en estos municipios? Según el monitoreo 
y registro que realizó CAHUCOPANA para el año 2019 en las comunidades minero 
campesinas, las amenazas a las comunidades siguen latentes y se siguen presen-
tando combates entre los grupos armados ilegales y la fuerza pública, poniendo 
en alto riesgo a la población civil. 

Cabe destacar, que durante el 2019 continuaron apareciendo hombres encapu-
chados y armados en el territorio. Se resaltan cinco hechos (en dos de los casos 
no se identificó a qué grupo armado pertenecían). El primer hecho ocurrió en 
la vereda Altos de Manila, el segundo en el Caserío Mina Nueva (vereda Panamá 
Nueve) y los otros tres casos se relacionan con el Ejército Nacional, que se movi-
lizaba junto a grupos armados en medio de operativos militares, en las veredas 
Lejanías y Panamá Nueve. Esto ha generado zozobra y temor en las comunidades. 
Lo más lamentable, es que a la fecha no se tiene respuesta por parte de las auto-
ridades respecto a la presencia y accionar de estos sujetos.

Así mismo, se han presentaron cuatro enfrentamientos armados entre el Ejér-
cito Nacional y la guerrilla del ELN. Los últimos hechos han ocurrido cerca de los 
caseríos de Mina Nueva y en el corregimiento de Carrizal. Así que, la comunidad 
como en años anteriores vuelve a estar en el medio del conflicto armado. Se iden-
tifican tres factores principales: (1) posterior a la dejación de armas de la otrora 
guerrilla de las FARC-EP no hubo una oportuna y adecuada presencia institucio-
nal, (2) los actores involucrados en el conflicto armado han cambio su dinámica 
sacando a flote otras conflictividades, hasta de índole social; y (3) la presencia de 
nuevos actores armados.

Las problemáticas identificadas son el resultado de la ausencia que por años 
ha tenido el Estado y el detrimento de las políticas públicas que deben ser im-
plementadas para el beneficio de la comunidad. El aumento del microtráfico en 
las veredas, extorsiones a miembros de la comunidad, conflictos comunitarios, 
presencia de personas extrañas en la región, aumento de amenazas hacía algunos 
líderes comunitarios y población en general, hacen parte de las múltiples estra-
tegias que los grupos armados al margen de la ley están utilizando para copar 
territorio.
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En el encuentro de líderes y lideresas por la convivencia, la paz y la permanen-
cia en el territorio realizado en el mes de marzo, en el caserío Mina Nueva (vereda 
Panamá Nueve), por la Corporación CAHUCOPANA, se manifestó la preocupación 
por el aumento del nivel de riesgo para los líderes y lideresas comunitarios y los 
presidentes de las JAC, que han visto limitada su labor por temor a que sea afec-
tada su vida e integridad. Denuncia que se reiteró en noviembre cuando se realizó 
la Caravana Humanitaria en la zona urbana y en territorios rurales como: Rancho 
Quemado, Carrizal y Mina Nueva: 

[…] Además, es alarmante que el Ejército Nacional siga realizando patrullajes y 
operativos con personas encapuchadas dentro de los caseríos en la zona rural ge-
nerando miedo, zozobra e incertidumbre en la población civil, pero ahondando más 
en ese temor hacia las comunidades campesinas y mineras que se encuentran en 
constante alerta por una posible intervención a las minas, esto debido a la progresi-
va llegada de efectivos militares del Ejército Nacional a la zona. Mineros artesanales 
y pequeños mineros que sobreviven gracias a esta labor que históricamente han 
realizado en la región, pero que han sido perseguidos y judicializados injustamente 
por continuar con la tradición minera. Desde la institucionalidad se dice trabajar 
para avanzar en la legalización de las minas, pero las leyes están diseñadas a la 
medida de las grandes empresas y no para los campesinos y mineros tradicionales.

[…] esta situación para las comunidades se agudiza aún más con los enfrenta-
mientos armados que se han presentado por grupos ilegales en la cabecera muni-
cipal, y la insurgencia del ELN con el Ejército Nacional en la zona rural de los dos 
municipios, hechos que vienen ocurriendo cerca de los caseríos de las veredas. Así 
que, la comunidad como en años anteriores vuelve a estar en el medio del conflicto 
armado en un contexto actual de pos-acuerdo. El aumento del nivel de riesgo y 
amenazas hacia la población tiende a complicarse aún más con las acciones que 
vienen realizando la fuerza pública con los presuntos operativos contra la pequeña 
minería en la zona. (Caravana Humanitaria, 29 de noviembre de 2019).

La creciente ola de violencia en Segovia
Es preocupante que, en el casco urbano del municipio de Segovia a lo largo del 

año 2019, hayan sido constantes los hechos de violencia que dejaron como princi-
pales víctimas a los jóvenes. El asesinato del comandante de policía del municipio 
en medio de un operativo, generó que se prendieran las alarmas. 

La Policía de Antioquia confirmó la muerte del teniente Andrés Gilberto Osorio, 
comandante de Policía de Segovia. El uniformado murió de un disparo en la cabeza 
en la madrugada de este miércoles, 5 de junio, en medio de un operativo en el sector 
Marmajito, en zona rural del municipio de Segovia, cuando se realizaba una acción 
conjunta de la Policía y el Ejército. Según Angela María Bedoya Vargas, directora sec-
cional de Fiscalías del departamento de Antioquia, “todo está relacionado con los 
hechos ocurridos en el municipio durante el fin de semana, cuando ocho personas 
resultaron heridas luego de que salieran de una discoteca”. Las autoridades adelanta-
ban las investigaciones para esclarecer los sucesos y de acuerdo a esas verificaciones 
obtuvieron información que los hizo desplazar al sitio de los hechos. Cuando llegaron, 
hubo un intercambio de disparos. Osorio murió. (El Espectador, 2019).

Como organizaciones defensoras de derechos humanos se reitera que, la si-
tuación de conflictividad y las problemáticas que actualmente ocurren en la zona, 
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también son consecuencia de la disputa por la abundancia de recursos naturales 
y minerales, lo que expone a la comunidad a afrontar toda clase de conflictos por 
la disputa que se presenta entre los diversos actores por el control territorial. 
Frente a ello, el conflicto social y económico se evidencia cada día con más fuerza. 

Las estrategias para tener el poder económico de la zona llevan a los intere-
sados a ejercer control social, apelando no solo a generar el miedo, sino también 
a tomar represalias contra quienes no compartan sus objetivos. Esta situación se 
agudizará si no se implementan las medidas necesarias y apropiadas por parte de 
la institucionalidad, no solo local sino también departamental y nacional. 

El municipio de Segovia, poblado por gente trabajadora, honesta y alegre, vive 
en medio de grupos armados al margen de la ley, grupos sucesores del paramili-
tarismo y bandas criminales, sin contar otros factores que tienen en vilo su tran-
quilidad. La presencia de una empresa multinacional que desde hace 43 años se 
empeña en hacer desaparecer a los pequeños y medianos mineros, en un pleito 
que no parece tener fin, deja a centenares de pobladores sin su único sustento 
económico: la extracción minera, abriendo las puertas para que se desencadene 
la persecución y judicialización a los mineros. 

No se puede permitir que se siga asesinando a los jóvenes en disputas entre 
grupos armados, ni que por medio de panfletos y amenazas se pretenda someter 
a la población a través del terror, las extorsiones, el microtráfico y el sicariato. To-
das estas agresiones a la población deben ser asumidas por las autoridades como 
un problema social de seguridad, que demanda de planes de acción y políticas 
públicas para erradicarlas de raíz. 

Fuente: Policía Nacional, 2019

Teniendo como base los datos del Sistema de Información Estadístico, Delin-
cuencial Contravencional y Operativo de la Policía Nacional (SIEDCO), en el año 
2018 hubo 34 homicidios en Remedios y para el 2019 ocurrieron 37, aumentando 
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en un 9% este delito. Por otra parte, en Segovia hubo 40 homicidios en 2018 y 82 
en 2019, un preocupante aumento, ya que se duplicó en un año.

Es alarmante que en el año 2019 en estos dos municipios los homicidios incre-
mentaran un 61%, acrecentando aún más el grave conflicto armado que padece 
esta zona. De los diez municipios que conforman la subregión del nordeste an-
tioqueño, estos dos municipios son los más violentos de la subregión. Es proble-
mático que, en estos dos municipios que están priorizados por el Acuerdo de Paz 
de La Habana, la violencia aún siga en aumento y sin señales de que el conflicto 
armado tenga fin. 

Fuente: Observatorio del Nivel de riesgo a la labor de defensores, líderes y lideresas en Antioquia 
(Fundación Sumapaz, Corporación Jurídica Libertad).

Como lo muestra el mapa, los grupos armados al margen de la ley que operan 
con alta presencia en las cabeceras de los dos municipios son las estructuras 
paramilitares: AGC, los Libertadores del Nordeste (LN), y “Héroes del Nordeste”, 
quienes disputan el control territorial por las economías ilegales. Es necesario 
mencionar que en territorios de los municipios de Segovia y Remedios existe 
presencia de los Caparrapos, situación que puede llevar a profundizar la crisis 
humanitaria de esta subregión a los niveles del Bajo Cauca.

Entre los delitos más frecuentes promovidos por estos grupos está el cobro de 
extorsiones, el microtráfico y sicariato. En la actualidad han ido paulatinamente 
entrando a la zona rural de los municipios antes nombrados. Cabe destacar que 
un nuevo actor armado tiene presencia en estos municipios por las alianzas con 
algún grupo armado ilegal de los anteriormente mencionados. Así lo señala la 
Agencia de Prensa Análisis Urbano (2019), que demuestra, según una investiga-
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ción, que el grupo al cual denominan “los urbanos” es correspondiente a las 
bandas criminales del norte del Valle de Aburrá.

Del mismo modo, se conoce el fortalecimiento de la guerrilla del ELN en la 
zona rural, así lo manifiesta la alerta temprana 052–18 del SAT de la Defensoría del 
Pueblo, quien confirma el interés de esta insurgencia por ejercer control territorial 
en zonas que limitan con el sur de Bolívar y el Magdalena medio antioqueño. 

Fuente: Policía Nacional y Ejército Nacional.

En cuanto a la Fuerza Pública, como lo señala el mapa, su presencia se con-
centra en las cabeceras municipales. En Segovia se encuentra ubicado el Batallón 
Especial Energético y Vial Nº 8 y en la zona rural de Remedios, vereda La Cruz, la 
base militar El Pollo. 

Hechos de Violación a los Derechos Humanos en las veredas
monitoreadas 

Derecho a la vida:
El 16 de febrero, las comunidades campesinas hallaron el cuerpo sin vida de 

un hombre sin identificar en límites del Nordeste antioqueño y el sur de Bolívar. 
La población rural y miembros del Comité de Acción Humanitaria del caserío Mina 
Nueva, Remedios, se desplazaron a la zona para hacer el levantamiento del cadá-
ver debido a que este llevaba varias horas a la intemperie. Posteriormente, dicho 
cuerpo fue identificado como Jaime Alberto Jiménez, líder minero de la zona. 
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Otros homicidios cometidos en la zona a pobladores no involucrados en la 
defensa de los derechos humanos incluyen:

	» El 22 de febrero aproximadamente a las 4:30 p.m. fue encontrado sin vida el 
joven Yarlenson Ibarra Sánchez en la vereda El Carmen, jurisdicción del mu-
nicipio de Remedios. Yerlenson tenía 26 años y era habitante de la vereda 
Arenales, municipio de Segovia. Como en anteriores ocasiones, las autori-
dades competentes no hicieron presencia en la zona, por ello, la comuni-
dad con autorización de la familia hizo el levantamiento y el traslado del 
cadáver a la vereda Rancho Quemado, hasta que llego la funeraria.

	» El 23 de abril en la vereda Altos de Manila (Remedios), aproximadamente 
a las 6 p.m., hombres desconocidos llegan a la casa de Edilson de Jesús 
Herrera, campesino de 33 años de edad. Desde el patio trasero de la misma 
le hicieron un llamado. Él se encontraba con su esposa y sus dos hijos me-
nores de edad. Edilson atendió el llamado y salió de la vivienda, momento 
en el que fue asesinado con varios proyectiles de arma de fuego. El señor 
Herrera, era reconocido porque desde su niñez vivía junto con su familia en 
la zona.

	» El 24 de junio, aproximadamente a las 7:20 p.m., en el corregimiento de Ca-
rrizal de Remedios, fueron asesinadas dos personas. Una de ellas fue iden-
tificada como Efraín Pineda Robledo de 22 años. Desde niño vivía en la zona 
y actualmente trabajaba como minero; y Valentina Salas, mujer trans de 26 
años. Una más resulto herida al parecer por proyectil de arma de fuego.

	» El 25 de junio, aproximadamente a las 2:50 p.m., fue asesinado en la vere-
da Cañaveral de Remedios, el señor Kevin Estrada Gaviria. Dos sujetos que 
se movilizaban en una moto de alto cilindraje, procedieron a disparar sin 
mediar palabra. El señor Gaviria vivía hace dos años en la vereda y se des-
empeñaba como mecánico.

Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de 
Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica Libertad, CJL 
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Tentativa de homicidio: 
El día 17 de abril, aproximadamente a las 7:00 a.m., hombres con el rostro cu-

bierto esperaban al campesino Luis Alberto López, habitante de la zona, quien se 
movilizaba en una moto desde la vereda el Chispero hacia el caserío de Mina Nue-
va (Remedios). El momento fue aprovechado por los sujetos para pedirle desde 
lejos que detuviera la moto. Al cumplir la exigencia le dispararon en cuatro oca-
siones. Su reacción fue lanzarse hacia la montaña, lo que le permitió salir ileso.

Amenazas:
El día 12 de mayo, en la vereda Panamá Nueve, caserío de Mina Nueva (Re-

medios), una campesina habitante de la zona se levantó para salir al baño y 
encontró en el patio de su casa a tres personas encapuchadas quienes portaban 
armas de fuego.

El mismo día, pero en la vereda El Carmen, en el lugar conocido como Rancho 
Quemado, personas desconocidas dejaron en la vivienda de la señora Blanca Ste-
lla Cortés un panfleto amenazándola de muerte. La señora Blanca es habitante del 
sector y propietaria de un establecimiento de venta de licor.

El día 30 de agosto, varios líderes, campesinos y habitantes de veredas del 
municipio de Remedios, recibieron una amenaza de muerte a través de un men-
saje enviado por WhatsApp, con una serie de insultos y la advertencia: “por sapos 
lambones los vamos a matar [...] Los estamos esperando”.

Las personas amenazadas son: el defensor de derechos humanos de CAHUCO-
PANA, Ricaurte de Jesús García; el presidente de la JAC de la vereda Altos de Ma-
nila, Nicolás José Mendoza; el vicepresidente de la JAC de la vereda Lejanías, Juan 
Jiménez; la presidenta del comité de niños y niñas de la vereda Lejanías, Beatriz 
Elena Gracia; el líder comunitario Ramiro José Marbello; Diana Pérez, habitante de 
la vereda Lejanías; y Alejandra Calle Correa, habitante de la vereda Santa Marta.

Fuente: Fuente: Observatorio del Nivel de Riesgo a la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y De-
fensoras de Derechos Humanos en Antioquia de La Fundación Sumapaz y La Corporación Jurídica 
Libertad, CJL 
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Desde el día lunes 2 de septiembre, circulo por medio de un mensaje de What-
sApp una amenaza dirigida a varios habitantes de la vereda Cañaveral, advirtién-
doles que van a ser asesinados por ser “sapos de la guerrilla, jibaros, ladrones” 
entre otras acusaciones y afirmando que los tiene ubicados. El mensaje no se lo 
atribuye ningún grupo armado.

Las personas amenazadas son reconocidos campesinos y campesinas de la 
vereda, entre ellos se encuentra: Yani Correa, Gladys Carrasquilla, Yesica Cardona, 
Jesús María Correa, Nancy Hernández, Guillermo Álzate y Luz Elena García.

Hostigamiento:
El día 13 de mayo, aproximadamente a las 11:00 de la noche, hombres armados 

y encapuchados robaron la moto de un campesino que transitaba por la vereda 
Altos de Manila, jurisdicción de Remedios.

Derecho a libertad – detenciones arbitrarias: 
El día 10 de febrero de 2019, en la vereda Panamá Nueve, jurisdicción del muni-

cipio de Remedios, el Ejército Nacional Batallón Energético y Vial N 8, desde las 11 
de la mañana hasta las 4 de la tarde realizó dos allanamientos y capturó a cuatro 
campesinos reconocidos de la región que están afiliados a la JAC de la vereda. 
Estas personas quienes fueron sacadas en helicóptero son: Meily Bernal Martínez, 
Albeiro de Jesús Sea, Anunciación Delgado y Yurlis Astrid Villa. 

Estás acciones estuvieron acompañadas de la militarización de las veredas 
Lejanías, Altos de Manila y Panamá Nueve, por vía terrestre y aérea. Ese mismo día 
a las 8 de la noche el Comité de Acción Humanitaria de CAHUCOPANA, informó 
que el Ejército Nacional patrullaba en medio del caserío Mina Nueva junto con un 
hombre encapuchado. Lo que generó el terror entre la comunidad. 

Cabe destacar, el acompañamiento y asesoría de CAHUCOPANA, la Corporación 
Regional para la Defensa de los Derechos Humanos (CREDHOS) y la Asociación 
Campesina del Valle del río Cimitarra (ACVC) se logró la libertad de la campesina 
Meily Bernal, demostrando su inocencia y el montaje judicial que pretendían efec-
tuar. A la fecha siguen privados de la libertad los otros tres campesinos. 

Detención ilegal – vulneración a la protesta social:
El día 4 de diciembre una delegación de aproximadamente 300 campesinos de 

la zona rural de Remedios y Segovia organizados en la Cumbre Agraria, Campesi-
na, Étnica y Popular se dirigían desde el municipio de Segovia y Remedios a una 
asamblea al departamento de Santander bajo el marco del gran paro nacional. 
Siendo aproximadamente las 10:00pm en el trayecto saliendo del municipio de 
Vegachí la Fuerza Pública detiene los buses en que se transportaba la delegación 
y después de realizar la revisión de documentación de los campesinos y los res-
pectivos vehículos, sin razón alguna no dejan transitar a los buses. Esto claramen-
te obstaculizó la participación de estos campesinos en el paro nacional y vulneró 
el derecho a la protesta social. 

Después, tanto Ejercito, Policía y el Escuadrón Móvil Antidisturbios ESMAD, hi-
cieron más presencia en el lugar generando mucha zozobra entre los campesinos. 
Luego de unas horas sin permitirle el paso a la delegación, pudieron continuar el 
viaje, pero acompañados por la Fuerza Pública. Nuevamente ya en el trayecto del 
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municipio de Maceo a Puerto Berrío en horas de la madrugada del 5 de diciem-
bre la Fuerza Pública no permitió que continuaran y detuvo los buses, dejando 
a la delegación en la carretera sin poderse movilizar. Hubo denuncias públicas 
e interlocución con autoridades donde se les estaba vulnerando el derecho a la 
protesta social, a la libre locomoción y estaban siendo detenidos ilegalmente por 
las autoridades sin ninguna justificación.

La delegación pudo continuar su viaje después de ocho horas detenidos en 
carretera ilegalmente. De tantos sabotajes por parte de la Fuerza Pública para 
no permitir la movilización social, estas comunidades minero campesinas de las 
veredas de Remedios y Segovia y delegados de CAHUCOPANA, ACVC y CIANA arti-
culadas en la Cumbre Agraria, Campesina, Étnica y Popular pudieron participar en 
La Lizama (Santander), de la Asamblea minero campesina y de una movilización 
pacífica en apoyo al Paro Nacional exigiendo la garantía de los derechos funda-
mentales, no más asesinatos de líderes sociales, defensores de derechos huma-
nos y excombatientes, que cese la persecución a la pequeña y media minería y 
garantías para vivir en un territorio en paz.

Infracciones al Derecho Internacional Humanitario

Principio de distinción:
El día 6 de marzo, siendo aproximadamente las 9 a.m., miembros de CAHUCO-

PANA fueron informados por la comunidad, de la presencia de soldados del Ejér-
cito Nacional en la finca “El Zoológico”, ubicada en la vereda Lejanías, jurisdicción 
de Remedios. Ante la presencia de los uniformados, los mineros que están cerca 
se alertan porque temen nuevos operativos contra la minería. 

Al tener esta información, el Equipo de Acción Humanitaria de la vereda Leja-
nías junto con directivos de la JAC integran una comisión de verificación y se des-
plazan hasta la finca. Allí hablan con el teniente Gutiérrez y el sargento Morales, 
quienes dicen estar adscritos al Batallón Especial Energético y Vial N°8. Según los 
militares, ese operativo hace parte de varias acciones en la zona contra el ELN.

Fotografía Cahucopana
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Para los miembros de la comisión de verificación es llamativo que los soldados 
patrullaban junto a dos hombres vestidos con prendas militares pero que llevan 
sus rostros cubierto (encapuchados), al ser cuestionados frente a este hecho, el 
sargento y el teniente argumentan que es legal hacer este tipo de cosas “por se-
guridad de los sujetos” y que además lo hacen por órdenes superiores. 

Cabe destacar que estas acciones de la fuerza pública en el territorio han sido 
recurrentes en estos dos últimos años. Soldados acompañados con personas en-
capuchadas señalan a la población y vienen consigo falsos positivos judiciales. 
Esta acción deja con miedo, zozobra e intimidación a la población civil.

Por otra parte, siempre ha generado temor la presencia de encapuchados, 
puesto que son múltiples los asesinatos y amenazas que se han presentado bajo 
esta modalidad, sin que se pueda identificar a que grupo armado pertenecen.  

El 30 de abril, siendo la 1:32 p.m. en la vereda Panamá Nueve, Remedios, se pre-
sentaron enfrentamientos armados entre el Ejército Nacional y el ELN. Los hechos 
ocurrieron a escasos 10 metros del caserío, quedando en medio de la confronta-
ción armada la población civil, poniendo en riesgo la vida e integridad de estas 
comunidades.

El 10 de febrero se presentó un operativo en la vereda Panamá Nueve por parte 
del Ejército Nacional y a las 8 de la noche el comité de Acción Humanitaria de 
CAHUCOPANA informó que el Ejército patrullaba en medio del caserío Mina Nueva 
junto con un hombre encapuchado. Lo que generó el terror entre la población 
civil.

El 20 de enero a las 11:30 p.m. cerca al caserío del corregimiento Carrizal, se 
presentó un enfrentamiento entre guerrilleros del ELN y el Ejército Nacional, dicha 
acción puso en riesgo a la población civil que habita la zona.

El día 21 de julio Soldados del Ejército Nacional y encapuchados pretendían 
hacer allanamiento en el caserío Mina Nueva de la vereda Panamá Nueve, Reme-
dios. Aproximadamente a las 4 a.m., las personas que se encontraban en el esta-
blecimiento público “La Gallera”, se vieron sorprendidos al percatarse de la llega-
da de soldados del Ejército Nacional junto a dos hombres con el rostro cubierto 
con ponchos verdes (encapuchados). Según lo expresado, pretendían hacer un 
allanamiento, el cual fue iniciado con un proceso de registro fotográfico y vídeo, a 
pesar de no llevar ninguna orden ni autorización para ello; tampoco portaban en 
un lugar visible sus apellidos.

El 22 de julio, en procedimiento ilegal realizado por presuntos miembros de la 
Fuerza Pública en el caserío Mina Nueva de la vereda Panamá Nueve, Remedios, 
varios “soldados” aparecieron llevando el rostro cubierto. Lo que generó ciertos 
interrogantes: ¿las personas encapuchadas son soldados o fuerzas irregulares? 
¿Cuál es el fin de esa estrategia que solo genera temor?



79

¡Para que la Paz no nos cueste la Vida, hagamos posible la Paz!

El 3 de agosto, el Ejército Nacional ocupa el caserío Mina Nueva de la vereda 
Panamá Nueve, Remedios, con alrededor ochenta soldados quienes están acom-
pañados de un hombre que porta prendas militares, pero no tiene la indumenta-
ria del resto de soldados. Llevaban desde el día 2 de agosto patrullando el caserío. 
Al ser abordados por líderes de CAHUCOPANA y delegados del acompañamiento 
internacional de Equipos Cristianos de Acción por la Paz (ECAP), el capitán quien 
se identificó como Sogamoso, dice hacer parte del Batallón de Infantería No 41 y 
que el coronel Chávez, perteneciente al Batallón Energético y Vial No 8 es quien 
está al mando de la operación. Dicen no poder salir del caserío debido a que esa 
fue la orden recibida. Insistimos la urgencia de excluir del conflicto armado a la 
población civil y que las fuerzas militares acaten el Derecho Internacional Huma-
nitario. 

El 1 de octubre se presentaron enfrentamientos entre el Ejército Nacional y el 
ELN cerca al caserío del corregimiento de Carrizal y al Espacio Territorial de Capa-
citación y Reincorporación Juan Carlos Castañeda en el municipio de Remedios. 
Además, fue detonado un artefacto explosivo en un puente comunitario tras el 
paso de un vehículo de la Policía Nacional quienes prestan la seguridad del ETCR. 
No se registraron heridos.

Fotografía: Cahucopana



80

¡Paz ni en el horizonte! 
Crisis humanitaria, Liderazgos en riesgo e incumplimiento del Acuerdo de Paz en Antioquia

Aumento de infracciones al Derecho Internacional Humanitario en 
la zona rural

Fuente: Cahucopana, 2019

Teniendo como fuentes los informes de Derechos Humanos de CAHUCOPANA: 
informe anual de 2018, informe del primer semestre de 2019 y el monitoreo per-
manente de la situación de DDHH y DIH en el territorio por los Equipos Locales 
de Acción Humanitaria, en 2018 se presentaron cuatro infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario y en 2019 hubo siete infracciones al DIH. El 2019 es el 
periodo en que más infracciones al DIH se cometieron en el territorio desde que 
se firmó el Acuerdo de Paz entre el Estado colombiano y la otrora guerrilla de las 
FARC-EP en 2016. Estas infracciones son cometidas por los grupos armados que 
hacen presencia en la zona y en especial por la Fuerza Pública. 

Conclusiones 
El presente informe que comprende el periodo entre enero y diciembre de 

2019, sobre la situación de Derechos Humanos e infracciones al Derecho Inter-
nacional Humanitario muestra las constantes y graves afectaciones de las que 
siguen siendo víctimas las comunidades minero campesinas que habitan la zona 
rural de Segovia y Remedios, y de las y los líderes sociales que allí actúan en 
pro de la defensa de los derechos humanos y de la permanencia en el territorio. 
Frente a esto, encontramos varias consecuencias: un preocupante aumento de 
homicidios en estos municipios y un aumento de infracciones al Derecho Inter-
nacional Humanitario en las veredas por parte de los actores armados, las cons-
tantes amenazas hacia las y los líderes comunitarias y la preocupante presencia 
de los encapuchados tanto acompañados por el Ejército Nacional o apareciendo 
sin ningún grupo armado y que están poniendo en riesgo la vida e integridad de 
la población civil. Hasta la fecha las autoridades no dan respuesta sobre estas 
acciones de los encapuchados.  

Los grupos neoparamilitares en sus nuevas formas organizativas, dejan en me-
dio de sus disputas a la población civil, cuestión que había sido advertida en 
el marco del tiempo de Diálogo de La Habana, y por lo cual era urgente que las 
medidas establecidas en el punto 3.4 fueran implementadas de manera priori-
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taria, complementadas con acciones institucionales que disminuyeran el interés 
de los ilegales armados por el control de estos territorios. Tales acciones están 
representadas en la presencia institucional integral que posibilite la efectividad 
de todos los derechos constitucionales de las comunidades. 

Las comunidades minero campesinas ante la situación de derechos humanos 
que se viene presentando en la región no pierden la esperanza y consideran que 
la consolidación de la paz territorial es posible. Para ello, es crucial que se cum-
pla con la implementación del acuerdo final, se reactive la mesa de diálogo con 
el ELN, se desmantelen las estructuras sucesoras del paramilitarismo y bandas 
criminales, y se modifique la doctrina militar, donde al contrario de que prime la 
política del enemigo interno, respeten y promuevan los derechos humanos.

Recomendaciones y exigencias
	» A todas las autoridades que atiendan y cumplan las recomendaciones de 

la alerta temprana N. 052 de 2018 del Sistema de Alertas Temprana de la 
Defensoría del Pueblo, para los municipios de Remedios y Segovia. 

	» A las autoridades competentes, investigaciones y garantías para las comu-
nidades del nordeste antioqueño, implementando de manera inmediata el 
programa integral para comunidades el punto 3.4.8

	» Instamos al gobierno nacional y en específico a la Unidad Nacional de Pro-
tección para que se adelante la implementación del Programa Integral de 
Seguridad y Protección para comunidades y organizaciones en el marco del 
punto 3.4.8 del Acuerdo Final. 

	» Exigimos al gobierno nacional y departamental garantías y seguridad para 
nuestras comunidades, la activación de planes y programas colectivos y 
diferenciados para la población de Remedios y Segovia.  

“ANTE LA DESESPERANZA DEL DERECHO A LA VIDA EN EL TERRITORIO, 
SEGUIREMOS SEMBRANDO ESPERANZA”

Cahucopana
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Obstáculos al derecho a la participación
social y política de las lideresas en Antioquia

Introducción
Durante el año 2019, se realizaron dos encuentros departamentales con lide-

resas vinculadas a las organizaciones participantes del Proceso Social de Garan-
tías de para la Labor de Líderes, Lideresas, Defensores y Defensoras de Derechos 
Humanos de Antioquia en los cuales se llevó a cabo análisis de contexto y con-
versatorios, sobre la situación de las mujeres lideresas y defensoras de derechos 
humanos en la región. 

Además de los encuentros, se recolectaron veinte testimonios, tanto de forma 
individual como colectiva. Los elementos centrales giraron en torno a indagar 
cómo el continuum de violencias ha sido una constante en la vida de las lideresas 
y cómo ellas han desarrollado acciones de dignificación de sus vidas y las de sus 
comunidades a través de la defensa y reivindicación de los derechos humanos.

Durante el taller realizado con lideresas en el Bajo Cauca, uno de los hallazgos 
evidenció que en las diferentes etapas de la vida las lideresas han experimentado 
afectaciones, daños y violencias de género, y pese a ello se han podido empo-
derar gracias a la búsqueda de la materialización de los derechos humanos y la 
construcción de vínculos de solidaridad a través de grupos afines.

Con las lideresas del Nordeste, se realizó la recolección de cinco testimonios 
en los cuales se observó el continuum de violencias estructurales a las que se 
han visto sometidas las mujeres desde sus infancias hasta el momento actual, y 
los hechos de revictimización a las que han estado expuestas. La violencia econó-
mica, las condiciones de pobreza y la falta de oportunidades han sido un factor 
fundamental en la reproducción de la violencia permanente contra las mujeres.

En ambos territorios, la crisis humanitaria vivida a causa de la presencia y 
control de actores armados, ha implicado una mayor vulnerabilidad para la vida y 
la salud de las mujeres en medio de la violencia que no cesa.

Nordeste y Bajo Cauca: las violencias silenciadas de una crisis 
humanitaria
Desde el informe de Derechos Humanos de las Mujeres en Antioquia, realizado 

por la Corporación para la Vida Mujeres que Crean y la Corporación Vamos Mujer, 
se logra identificar que durante los años 2017 y 2018 los feminicidios y homicidios 
a mujeres en las subregiones de Nordeste y Bajo Cauca vienen en aumento. Según 
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este informe, Bajo Cauca es la subregión con mayor tasa de homicidios a mujeres 
en todo el departamento de Antioquia, seguida de Suroeste y Nordeste.11

Esto coincide con la narrativa de las comunidades de ambas subregiones, pues 
se logra evidenciar que a medida que escala la presencia de grupos armados ile-
gales en los territorios se genera un control espacial y de la vida que afecta direc-
tamente la población civil, encontrándose particularmente afectadas las mujeres, 
los niños y las niñas.

De acuerdo con los mapeos de las dinámicas de los actores armados, se des-
taca la violencia sexual y la relación entre economía, control territorial e inten-
sificación de las prácticas “de rentabilidad” a las cuales se ven abocadas, es-
pecialmente mujeres y personas LGBTI, bien sea por imposición de los grupos 
armados o porque estos afectan la posibilidad de permanencia de las mujeres en 
los territorios y su subsistencia. Estas dinámicas afectan el derecho humano a la 
autonomía económica y sexual de las mujeres.

En general, las mujeres, y particularmente las lideresas, manifestaron no sen-
tirse seguras en ningún espacio por el riesgo permanente de agresión sexual a las 
que ellas, sus niños y niñas se encuentran expuestos. La violencia e imposición 
de los actores armados también se extiende a sus cuerpos y se acentúan las prác-
ticas machistas instaladas en la cultura de las comunidades, generando mayor 
normalización o silenciamiento de las violencias basadas en género.

Durante el segundo Encuentro Departamental de Lideresas del Proceso Social de 
Garantías de Antioquia las lideresas: manifestaron sus preocupaciones, afectacio-
nes y daños generados por la situación del conflicto en los territorios. Ellas sienten 
el recrudecimiento de la violencia y se observa la afectación a la salud física y 
mental de ellas.12 

Y analizaron las siguientes problemáticas de sus territorios donde están ex-
puestas en su vida y su salud: 

11 Suaza Lotero, Cindy, Investigadora. XVII Informe sobre la situación de violación de los derechos humanos de las 
mujeres de Medellín y territorios de Antioquia 2018, con énfasis en violencias políticas. Corporación para la Vida 
Mujeres que Crean y Corporación Vamos Mujer. Medellín. 2019
12 Inédito. Memorias 2do Encuentro Departamental de Lideresas PSG. Nov 6 y 7 de 2019.



84

¡Paz ni en el horizonte! 
Crisis humanitaria, Liderazgos en riesgo e incumplimiento del Acuerdo de Paz en Antioquia

En principio las afectaciones generadas por la crisis humanitaria se materia-
lizan en los homicidios, el desplazamiento forzado, y la minería de las multina-
cionales aunadas al paramilitarismo. Por su parte, el machismo afincado en la 
cultura de los territorios hace que sus liderazgos se vean “opacados”.

Esto conlleva a que algunas lideresas se sientan agotadas o se silencien ante 
este contexto. El ejercicio de su liderazgo hace que se encuentren en múltiple 
condición de vulnerabilidad, debido a su género, a ser, además de mujeres, cam-
pesinas, y al machismo que, como un aspecto primordial de la cultura de las co-
munidades, afecta el desarrollo humano de sus capacidades:

Él me dijo que renunciaba yo o renunciaba él, pero que los dos no podíamos 
estar ahí, yo le dije “si quiere renuncie usted, yo no voy a renunciar” (…) él cree que 
nosotras por ser mujeres no somos capaces de nada que, porque esto estaba muy 
pesado para las reuniones, imagínese que él lleva un año viviendo en el pueblo y en 
las fechas de las reuniones las aplazaba, no iba a las reuniones ni nada.13  

Lideresas, abriendo camino a los derechos humanos en medio del 
continuum de violencias

La idea de continuum de las violencias responde a la pregunta ¿Por qué 
para las mujeres la frontera entre guerra y paz no es tan significativa? Hemos 
visto una y otra vez que la violencia contra las mujeres no se termina cuando 

se acaba la guerra. Y a su vez, vemos como en los conflictos armados con-
temporáneos la violencia contra las mujeres es una continuación del control 

y la violencia que se ejerce sobre las mujeres en tiempos de paz. Para las 
mujeres sería significativo en cambio hablar de la paz como situación contra-

puesta no a la guerra, sino a la violencia. (2013)14 

El concepto de continuum de violencias nos permite identificar al patriarca-
do como sistema de relaciones jerárquicas de poder. Ha generado un disciplina-
miento a través de múltiples mecanismos y formas de violencia. El continuum de 
violencias está asociado a que las prácticas de violencia de género contra las mu-
jeres permanecen en tiempos de paz, y suelen exacerbarse en tiempos de guerra.

Los diferentes informes, investigaciones y seguimientos a la situación de los 
derechos humanos de las mujeres en el mundo, han demostrado cómo en el 
contexto de las culturas machistas, las mujeres (y las trans) tienen mayores difi-

13 Testimonio Lideresa. Nordeste. Agosto 2019.
14 Irantzu Mendia, citada en: Ruta Pacífica de las Mujeres. (2013). La verdad de las mujeres víctimas del conflicto 
armado en Colombia. Bogotá: G2 Editores.

Foto: CJL, Encuentro de Lideresas PSG Antioquia
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cultades para la materialización y reconocimiento de sus derechos. Esto es debido 
a, entre otras razones, el patrón cultural de invalidar la autoridad de las mujeres 
en contextos patriarcales. Este elemento es a lo que las lideresas aducen cuando 
consideran que “por el machismo su liderazgo se vea opacado”.15

Uno de los elementos que logró identificarse en los talleres y testimonios de 
las subregiones de Bajo Cauca y Nordeste, es cómo las mujeres lideresas sociales 
y defensoras tuvieron que llegar a ser líderes como mecanismo de afrontamiento 
para la supervivencia en álgidos momentos del conflicto armado donde perdieron 
a sus familiares, hijos/as, hermanos/as, conyugues; convirtiéndose ellas en un 
factor de sostenibilidad del tejido social.

Si, luego ya en el 2009, 2010, otro desplazamiento que fue un desplazamiento 
masivo, fue donde más mal nos fue porque ahí empieza mi liderazgo, porque a 
través de que era desplazamiento masivo y empiezo yo a trabajar con las comuni-
dades, nuevamente a crear un cabildo16

-¿Cómo te convertiste en lideresa? -Pues, digamos que por la fuerza, digamos 
que por la fuerza, porque a raíz de cosas que le pasan uno, uno empieza a averiguar  
quién lo puede ayudar y cuando ya a uno lo ayudan entonces hay personas también 
en las condiciones de uno, entonces, “a mí me ayudó tal y la ruta es tal”, entonces la 
persona le dice a uno “es que aquella me dijo, ve y pregúntale a ella”, terminé como, 
digamos que llevando la vocería de unas personas que no tenían ni siquiera... les 
daba mucho miedo hablar.17

Por otra parte, en los testimonios y talleres, las mujeres logran identificar el 
factor común de la violencia desde la infancia, atravesada por algunos elementos 
comunes, el trabajo infantil, la falta de oportunidades, la pobreza y la violencia. 
Llevando a experimentar lo que manifestaron en repetidas ocasiones como el “no 
haber tenido infancia”. Es decir, desde su niñez el derecho al juego, a la educación 
y la vivencia de sus derechos como niñas, ya estaban siendo vulnerados:

Lo que más recuerdo es la forma en que nos criamos aquí en Anorí, no fui solo 
yo fue el resto de mis hermanitos, nosotros recogíamos sobrados donde una familia 
que se llaman los Zapata, yo recogí sobrados por ahí hasta los 10-11 años, y comía-
mos de ahí, había un señor que tenía un almacén y lo que nos regalaban era carto-
nes, esa era la cama de nosotros cuando estábamos así pequeñitos, resulta de que 
mi mamá, yo a mi mamá la respeto mucho, la quiero mucho pero fue la que tuvo 
la culpabilidad de traernos a Anorí a mendigar, porque éramos muchos, éramos 14 
hermanos, resulta de que, todos prácticamente éramos uno tras otro18

Yo me salí de la casa a los 11 años, me conseguí un marido, una niña con uno 
que me lleva como veinte años.19

15 Inédito, memorias 2do Encuentro Departamental de Lideresas PSG Antioquia. Nov 6 y 7 de 2019.
16 Testimonio, Lideresa Nordeste.
17 Testimonio, Lideresa Bajo Cauca.
18 Testimonio, Lideresa Nordeste. 
19 Testimonio, Lideresa Bajo Cauca.



86

¡Paz ni en el horizonte! 
Crisis humanitaria, Liderazgos en riesgo e incumplimiento del Acuerdo de Paz en Antioquia

Yo si tuve un trauma muy grande, yo estuve en la Caucana, estaba muy peladita, 
tenía unos 8 o 9 años y cada atentado me tocaba en la calle, tuve tiempo de seis 
años que despertaba a gritos y yo todo lo que soñaba era con los muertos, me tocó 
una temporada que era --- caía, caía... me tocó ver cuando mataron un señor y me 
tuvieron que poner psicólogo.20

Por su parte, el trabajo infantil en las lideresas se caracterizó por tener que 
asumir responsabilidades domésticas y de cuidado de los/as hermanos/as me-
nores:

En ese entonces yo era la hija única de mi mamá, mi mamá en ese entonces, 
estando yo muy niña me decía “mija, les voy a recordar desde ya, usted va a ser la 
madre de mis hijos, porque yo me voy a ir” y yo le dije “¿por qué amá?” y me dijo “no, 
solamente te digo eso hija” (-) desde ahí se me dañaron mis sueños”.21

Otro elemento recurrente es que las mujeres lideresas, campesinas e indíge-
nas, viven bajo múltiples factores de vulnerabilidad interseccional. Esto implica 
considerar los múltiples roles sociales que en ellas convergen (madres, abuelas, 
lideresas, indígenas, víctimas del conflicto armado, campesinas, pobres) durante 
la construcción de acciones de protección realmente eficaces, pues estos múlti-
ples factores de vulnerabilidad que no hacen parte de los análisis de riesgos y 
las medidas propuestas por la UNP, terminan por hacer ineficaces las medidas 
tomadas:

A mí me ofrecieron una casa por protección, pero yo no la quise aceptar porque 
soy madre cabeza de hogar, no me puedo quedar en una casa viviendo de nada, con 
la niña viviendo en el pueblo, donde no tengo ayuda de nada, no me quise quedar 
acá, porque el señor vive acá en el pueblo, entonces cuando voy a salir yo llamo y 
les aviso”.22

En este sentido no existen garantías para la labor que las lideresas cumplen 
en el territorio. Asimismo, en el marco de este continuum de violencias, se logró 
identificar cómo algunas de ellas fueron víctimas de violencia sexual, tanto en el 
hogar como por parte de hombres de sus entornos cercanos o actores armados. 
Las lideresas participantes de los talleres han crecido en medio de un constante 
temor, que han debido afrontar como parte del ejercicio de supervivencia y lide-
razgo social.

Digamos que el dolor más grande o la enfermedad más grande que yo tuve hasta 
hace muy poco fue el dolor de un abuso sexual que tuve, entonces eso me marcó 
para toda la vida, aunque ahora a mí me da duro, pero yo primero ni siquiera lo 
podía hablar23

Esta permanente afectación no ha desaparecido en cuanto han decidido par-
ticipar de la vida social, política y comunitaria de sus territorios, por el contrario, 
se ha exacerbado la violencia en formas agudas.

20 Testimonio, Lideresa Bajo Cauca.
21 Testimonio, Lideresa Nordeste.
22 Testimonio, Lideresa Nordeste.
23 Testimonio, Lideresa Nordeste.



87

¡Para que la Paz no nos cueste la Vida, hagamos posible la Paz!

Alguna vez me amenazaron, pero fue un proyecto que hicimos de autoprotección.24

Los graves obstáculos al ejercicio del liderazgo se materializan en pisos pe-
gajosos, (obstáculos que impiden a las mujeres ejercer sus liderazgos sociales), 
escaleras quebradizas (fragilidad a la hora de que las mujeres que logran ser 
lideresas puedan permanecer en estos procesos) y techos de cristal, (obstáculos 
que impiden a las mujeres la consolidación de sus liderazgos y el reconocimiento 
en las estructuras organizativas).

Pisos Pegajosos: estigmatización y machismos 
El primer piso pegajoso para el disfrute del derecho a la participación social 

y política de las mujeres se encuentra en el machismo como referente social del 
ejercicio de liderazgo y la participación como un privilegio de los hombres.

En el primer Encuentro Regional de Lideresas del PSG llevado a cabo el 22 y 23 
de julio de 2019, las mujeres identificaron y analizaron los siguientes elementos:

	» El machismo, la violencia social, la violencia sexual
	» Señalamiento y estigmatización al liderazgo de las mujeres por exigir sus 

derechos
	» Revictimización a la hora de denunciar ante instituciones
	» Ataques a la familia
	» La voz de las lideresas es menos escuchada “La voz de la mujer no cuenta”
	» Violencia social, violencia sexual, machismos, no hay confianza entre las 

mismas lideresas, violencia y discriminación en el territorio.
	» Desaparición forzada
	» Hablar del aborto
	» Las mujeres sienten discriminación dentro del territorio
	» Pérdida de la memoria, estrés y ansiedad son malestares físicos reconoci-

dos en este espacio de socialización

24 Testimonio, Lideresa Bajo Cauca
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Todos estos elementos afectan a las mujeres en su salud física y mental, desde 
la pérdida de memoria, el estrés y la ansiedad, hasta el cáncer, el insomnio y el 
miedo, entre otras afectaciones.

Dentro de las violencias que las mujeres manifestaron de forma recurrente, 
haber sido víctimas de señalamientos por parte de autoridades estatales, y de 
estigmatización social causa zozobra: 

“Me estigmatizaban porque era mujer líder, pero aparte de eso lo estigmatizan a 
uno en la forma porque uno reclama, entonces “vos sos de izquierda o sos guerrille-
ra”, la estigmatización, vuelve uno a ser víctima donde quiera que vaya”25

La estigmatización como un tipo de violencia psicológica ejercida contra las 
mujeres y sus liderazgos, hace que exista una suerte de piso pegajoso que les 
impide dar el paso y ser representantes de sus comunidades. Ser líder, se con-
vierte en símbolo de blanco de daños al buen nombre y en general exposición a 
la agresión.

El estrés que sienten por este tipo de violencia, se da porque detrás del mismo, 
se oculta la amenaza de escalar la violencia al plano físico en cualquier momento. 

Por su parte, el machismo al interior de sus familias, comunidades y organi-
zaciones lo denominaron como el principal obstáculo a la consolidación de sus 

25 Testimonio, Lideresa Nordeste.

Foto CJL, Encuentro de Lideresas PSG Antioquia
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liderazgos.26 Es decir, ellas deben afrontar la presión familiar y social para poder 
gozar del derecho a la participación social y política.

Asimismo, las mujeres también lograron identificar, la falta de acciones de pre-
vención y educación sobre la violencia de género, pero en particular de la educa-
ción sexual, como mecanismo de prevención de las violencias contra las mujeres 
y a las que se encuentran expuestas.27

Escaleras Quebradizas: Liderazgos fragilizados
Las lideresas, en medio del continuum de violencias, identifican las dificulta-

des para el acceso a la educación en las diferentes etapas de la vida, factor que 
les dificulta el desarrollo de habilidades para sus liderazgos:

Yo quería estudiar, me decían “no, eso es imposible.”28

Yo si te diría que sí, eso sí se ve, porque yo tuve mi estudio, gracias a dios entre 
todos mis hermanos yo soy bachiller, tuve la oportunidad de ser bachiller, y lasti-
mosamente hasta ahí llegué, hasta el bachillerato, de ahí en adelante no he hecho 
más nada, me quedé estancada en ese punto, y eso es algo muy triste porque en 
realidad yo no quería quedarme hasta ahí, en realidad yo si pensé algún día de mi 
vida, de que yo con mi estudio podía haber sido un día más adelante una psicóloga, 
a mí me llamaba la atención el trabajo de psicóloga.29

 Mi madre no pudo darme estudio por darle estudio a otros dos hermanos míos 
y a la final esos dos hermanos míos que tuvieron la dicha de hacer sus estudios y 
todo pues ya partieron, entonces ya no me dedica decir que voy a estudiar, por la 
edad no, uno estudiar por estudiar, no le veo como garantía”.30

Este impedimento está relacionado con algunos factores como la discrimina-
ción familiar que han vivido algunas para acceder a la educación por ser mujeres, 
así como las dificultades para cualificarse profesionalmente, permitiéndoles ejer-
cer con mayor capacidad la vocería y los análisis en los territorios.

Este factor hace que los liderazgos de las mujeres se debiliten dado que se 
conjugan múltiples interseccionalidades de discriminación, con el riesgo gene-
rado por la crisis humanitaria, de desplazamiento forzado, por la presencia de 
actores armados en el territorio y la vulnerabilidad a la que se exponen por el 
ejercicio de sus liderazgos.

Los sufrimientos lo van poniendo a uno fuerte ya no se asusta con nada, en el 
2016 quedé como vicepresidenta de la junta, también pertenezco a los derechos 
humanos de Consejo Mayor, (…) y siempre hay que estar en muchas reuniones que 
eso también lo va como agotando a uno.31

26 Inédito, Memorias primer Encuentro Departamental de Lideresas del PSG. Julio 22 y 23 de 2019.
27 Inédito, Memorias Segundo Encuentro Departamental de Lideresas del PSG. Nov 06 y 07 de 2019.
28 Testimonio, Lideresa Nordeste
29 Testimonio, Lideresa Nordeste
30 Testimonio, Lideresa Nordeste
31 Testimonio, Lideresa Nordeste.
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A estas violencias, las mujeres han respondido con la persistencia en sus lide-
razgos, el trabajo productivo a través de diferentes formas de rebusque, trabajo en 
plantaciones de coca, y en la agricultura, entre otras. Se logró identificar, que no 
han tenido protección a sus bienes y patrimonio. Algunas de ellas plantean que 
durante el conflicto armado el riesgo de desplazamiento forzado incrementa y con 
este lo pierden todo, y de nuevo se repite la espiral, no solo de violencia física 
sino también económica que en repetidas ocasiones han vivido. 

¿Después cómo seguiste siendo lideresa?
Después, pues yo pasaba era llorando, no sentía sueño, no dormía, no conciliaba 

el sueño, empecé a enfermarme y yo me quería era morir, (…)  Entonces como nos 
ha pasado a muchos nos daba miedo denunciar, uno conocía gente que ya había 
vivido el desplazamiento y todos esos casos de homicidios y empezamos a confor-
mar asociación, conformamos ASODEBA, comenzamos con 16 personas, se eligió el 
presidente y ahí comenzamos a trabajar y a tocar puertas (…) Ahí fue donde nos 
organizamos, yo dije yo voy a estar en una asociación para poder reclamar los de-
rechos y defender los derechos de todo el que esté afectado por grupos armados 
entonces eso me dio a mi salir del anonimato porque yo era una mujer campesina, 
era una mujer de casa, no sabía nada y cambié totalmente y eso me dio por amar a 
las comunidades, por amar a las comunidades que han sufrido tanto”.32

Escaleras Quebradizas: El riesgo de las violencias físicas y sexuales
Las mujeres, en el continuum de violencias que han experimentado durante 

sus vidas, manifiestan haber vivido y vivir en un constante temor a su integridad 
sexual. Este es una de las violencias nombradas con mayor frecuencia y podría 
deducirse que es un tipo de mecanismo de terror utilizado por parte de los acto-
res armados, como los grupos paramilitares, sobre las lideresas.

                     Foto CJL, Encuentro de Lideresas PSG Antioquia

Por otra parte, en el continuum de violencias ellas manifiestan haber experi-
mentado castigo físico o maltrato verbal tanto a nivel intrafamiliar, como comu-
nitario y por parte de actores armados. La violencia sexual les infunde temor y 
genera en ellas el silenciamiento de lo que les sucede.

32 Testimonio, Lideresa Bajo Cauca
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A las que teníamos más terror nos amarraron, tengo las cicatrices, nos amarra-
ron en las bóvedas, nos abusaron, después de que hicieron con nosotros lo que qui-
sieron, se fueron, no nos dimos cuenta, perdimos como la noción del tiempo ahí33

Algunas de ellas, manifiestan tener secuelas en su salud física o mental a con-
secuencia de diferentes formas de violencias que han vivido.

Digamos que efectos de salud bastante delicados porque cuando no le duele en 
un lado le duele en el otro, se queja hoy de una cosa, mañana se queja de la otra 
cosa y esos son los efectos por no tener la atención psicosocial a tiempo.34

Otros tipos de agresión que las mujeres identifican son las diferentes moda-
lidades de amenaza, es decir, a través de la estigmatización o los señalamientos 
existe una suerte de amenaza y amedrentamiento que logra afectarles en la vida 
cotidiana.

Mi familia me dice a mi “usted en esas cosas por ahí la van a salir matando” 
debido a eso he tenido amenazas, yo he sido sacada de las reuniones con la po-
licía señalada por un alcalde, por un personero y eso le da duro a uno porque no 
lo dejan participar y miedo porque por toda parte el territorio está muy tenso, por 
cualquier cosa lo van matando a uno, entonces eso lo oprime mucho pero le da 
ganas de seguir, porque ya uno conoce la política pública, la lectura es esencial, yo 
no tengo una primaria pero yo sé leer y escribir y me encanta leer entonces eso me 
ha servido también para sanar y para superar mucho y ayudarle a las personas.35

Las condiciones de múltiples interseccionalidades en las discriminaciones 
para el ejercicio de los derechos políticos como la participación social y política, 
y la movilización, hacen que las condiciones para que de las comunidades emerja 
una lideresa social no sean las adecuadas y su existencia sea mucho más difícil. 
Sin embargo, ellas responden con la voluntad y el trabajo ante el contexto de 
agresión.

Los Techos de Cristal: Liderazgos controlados y obstáculos 
Las mujeres que han logrado un nivel de representatividad o gobierno en sus 

comunidades manifiestan sentir control social sobre su vida íntima, y manifiestan 
no poder verse “débiles” no poder llorar, por ejemplo, porque sería una muestra 
de que ellas no son aptas para representar las comunidades.36

Este esquema se logra observar como un techo de cristal que destruye la ca-
pacidad de expresión emocional en las lideresas y termina por afectar su salud 
mental. Esto fue manifestado en el segundo Encuentro Departamental de Lide-
resas como uno de los machismos que las comunidades a veces ejercen contra 
ellas, dado que se tiene el imaginario de que la expresión emocional es muestra 
de debilidad.

33 Testimonio, Lideresa Bajo Cauca, hecho vivenciado a sus 13 años.
34 Testimonio, Lideresa Bajo Cauca.
35 Testimonio, Lideresa Bajo Cauca.
36 Inédito, Memoria 2do Encuentro Departamental de Lideresas de Antioquia PSG. Nov 06 y 07 de 2019.
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Este estereotipo machista del liderazgo pervive en las comunidades, afecta a 
las mujeres que, una vez alcanzan ciertos roles de representatividad y autoridad, 
desean desistir de permanecer en ellos, por el nivel de violencia a su subjetividad 
y su ser femenino. Algunas llegan a adoptar estos comportamientos y la sociedad 
las estigmatiza, “me estigmatizaban porque era mujer líder, pero aparte de eso lo 
estigmatizan a uno en la forma porque uno reclama”.37

¿Garantías para el ejercicio de los derechos de las lideresas?
En medio de un contexto histórico del continuum de violencias contra las mu-

jeres, una pregunta que nos queda es sobre las garantías al ejercicio pleno de los 
derechos humanos, en general, y al derecho a la participación social y política de 
las mujeres, en particular. Lo que se observa con claridad es que las mujeres no 
encuentran garantías y el Estado no genera las condiciones para la vivencia de 
derechos humanos. Faltan políticas sociales y acciones concretas que permitan 
desarrollar acciones positivas de protección a los liderazgos de las mujeres con 
enfoque diferencial, territorial y de género, que haga frente a la multi-interseccio-
nalidad de discriminaciones que ellas viven.

La pregunta entonces es ¿Cuáles son las garantías de no repetición que 
tienen las lideresas en medio de una sociedad y un Estado que ha naturalizado o 
normalizado la violencia contra ellas? ¿Cuál es la garantía para el ejercicio pleno 
de sus derechos humanos, en general, y políticos, en particular?
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Informe de vulneraciones a los Derechos en 
el marco de la protesta social y 

la movilización año 2019
El Observatorio de Derechos Humanos Fabiola Lalinde Lalinde tiene como ta-

rea fundamental evidenciar y denunciar las vulneraciones de Derechos Humanos 
de las que han sido objeto diversos sectores en el marco de la protesta social. Por 
lo anterior, surge la necesidad de producir un informe que sea capaz de recoger 
y exponer a la sociedad en general las distintas situaciones que han puesto en 
riesgo la vida e integridad de las personas durante las diferentes movilizaciones.

Este informe se fundamenta en la información recolectada, sistematizada y 
analizada por el observatorio a lo largo del 2019, durante las movilizaciones y ac-
tos de protesta realizados por los sectores sociales y populares. En él se recogen 
cifras propias de las distintas violaciones de Derechos Humanos por parte de 
agentes estatales, instituciones gubernamentales, administraciones de diferentes 
Instituciones de Educación Superior (IES) e incluso actores armados e ilegales que 
intimidaron, amenazaron o reprimieron de diversas formas a los manifestantes 
con la finalidad de generar miedo y zozobra e impedir el ejercicio de este derecho 
constitucional.

Por tanto, este documento consta de cinco partes. En primer lugar, se realiza 
una breve introducción sobre el derecho a la protesta social, seguido de esto, se 
presenta el contexto general alrededor de las movilizaciones llevadas a cabo por 
distintos sectores a nivel nacional y local, posteriormente, se exponen las múlti-
ples vulneraciones sufridas a lo largo de este año por el movimiento social en la 
ciudad de Medellín y para finalizar, algunas conclusiones generales de la informa-
ción presentada.

El derecho a la protesta social
El derecho a la manifestación y la protesta social ha sido reconocido, consa-

grado y protegido a nivel nacional e internacional como uno de los que posee 
mayor relevancia, en tanto es la expresión y confluencia del ejercicio de múltiples 
derechos fundamentales en una sociedad democrática, como lo es el ejercicio 
de reunión y asociación, de la libre expresión, la dirección de asuntos públicos e 
incluso, de participación. 

Observatorio de Derechos Humanos 
Fabiola Lalinde
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A nivel internacional, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) consagra 
en la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) las diferentes expre-
siones que constituyen el derecho a la protesta social, ejemplo de ello son los 
artículos 91, 192 y 203, al igual que en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (1966). Del mismo modo, la Organización de Estados Americanos (OEA) en 
una expresión del Derecho Internacional Humanitario (DIH) reconoce el derecho a 
la reunión, asociación y manifestación en la Convención Americana de Derechos 
Humanos, también conocido como el Pacto de San José (1969), del cual hace parte 
Colombia. Así pues, el derecho a la manifestación y protesta ha sido amparado 
por organismos internacionales quienes, con sus alcances, velan por la protec-
ción de este y realizan recomendaciones para que los Estados, encargados de 
garantizar y proteger los Derechos Humanos, ejerzan esta función. Por otro lado, 
la Constitución Política de Colombia (1991), en su artículo 374 obliga al Estado a 
proteger y garantizar el ejercicio de la protesta social, en tanto permite la reunión 
y manifestación pública de manera pacífica. 

Pese a todo lo mencionado con anterioridad, existen diversas restricciones 
que no garantizan un real ejercicio de la protesta social, puesto que se preten-
de adoptar actualmente normativas e instrumentos jurídicos que profundizan la 
criminalización, estigmatización y represión del manifestante en un sentido tanto 
individual como colectivo. 

Por ejemplo, uno de los argumentos que se presentan comúnmente para que 
la fuerza pública pueda intervenir los escenarios de movilización pacífica de ma-
nera violenta es la movilidad, alegando que esta se ve afectada. Sin embargo, 
en el Código Nacional de Policía y Convivencia (Ley 1801, 2016), en su artículo 545 
plantea que debe existir un plan alternativo de vías para la garantía de los dere-
chos que se encuentra en colisión (movilidad/manifestación). En otras palabras, 
no existe justificación válida para las intervenciones realizadas por parte de la 
Policía Metropolitana del Valle de Aburrá (MEVAL) ni el Escuadrón Móvil Antidis-
turbios (ESMAD).

1 Artículo 9: Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.
2 Artículo 19: Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el no ser 
molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin 
limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.
3 Artículo 20: 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas. 2. Nadie podrá ser 
obligado a pertenecer a una asociación.  
4 Artículo 37: Toda parte del pueblo puede reunirse y manifestarse pública y pacíficamente. Sólo la ley podrá 
establecer de manera expresa los casos en los cuales se podrá limitar el ejercicio de este derecho.
5 Artículo 54: Los alcaldes distritales o municipales, salvo circunstancias excepcionales o de fuerza mayor, de-
berán autorizar el uso temporal de vías dentro de su jurisdicción para actos o eventos de ejercicio del derecho 
de reunión o manifestación pública y pacífica en el espacio público. En el caso de las vías arterias principales o 
corredores de transporte público colectivo deberán establecer un plan efectivo de desvíos para la movilización de 
los ciudadanos que no participan del acto o evento, como medida de protección de los derechos de los demás 
ciudadanos.
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Contexto nacional y local
Como antecedente de las dinámicas de movilización del último año, durante el 

segundo semestre del 2018, el sector educativo compuesto por estudiantes, pro-
fesores y trabajadores de distintas IES en el país confluye en un Paro Nacional. En 
el cual se reclama una solución a la crisis generalizada de la educación superior 
que contuvo en su pliego de exigencias elementos como: mayor financiación de la 
educación superior, bienestar universitario para la permanencia, eliminación de 
Ser Pilo Paga, entre otras.

En el departamento de Antioquia, especialmente en el municipio de Medellín, 
en el marco de dichas movilizaciones se sumaron diversas IES como: la Universidad 
de Antioquia (UdeA), la Universidad Nacional sede Medellín (UNALMED), Politécnico 
Jaime Isaza Cadavid (PJIC), Tecnológico de Antioquia (TdeA), Colegio Mayor de 
Antioquia (Colmayor), entre otras. Durante las jornadas de protesta se hizo evi-
dente la persecución y estigmatización sufrida por distintos actores, incluyendo la 
represión ejercida por parte de la MEVAL, especialmente, del ESMAD.

Debido a toda la persecución, represión y criminalización presentada a finales 
del 2018, se hizo urgente la exigencia de reales garantías que permitieran al mo-
vimiento estudiantil y demás sectores el ejercicio del derecho a la protesta social 
con acciones que contemplan marchas, plantones, mítines e incluso campamen-
tos universitarios. Todo esto culminó con la firma del acuerdo, el 14 de diciembre 
de 2018 con el gobierno nacional, en cabeza del presidente Iván Duque Márquez, 
donde se pactó una serie de “soluciones” al problema de la educación superior y 
fue negada la negociación de la garantía a la protesta social. 

Para el 2019 se inicia nuevamente un período de movilización nacional y local 
que fue en aumento conforme pasaba el tiempo, con el fin de exigir al gobierno 
el cumplimiento de los acuerdos pactados el año anterior. Presentando un incre-
mento en la intensidad de la movilización entre septiembre y noviembre, lo cual 
despertó una seria preocupación por la escalada de violencia, represión y estig-
matización por parte del Estado hacia el movimiento estudiantil y manifestantes 
en general, donde se evidenciaron una serie de acciones irregulares con el uso 
del armamento de letalidad reducida, desatendiendo protocolos que provocaron 
decenas de heridos y estudiantes con pérdidas de ojos.  

A final de año, el presidente Iván Duque Márquez presenta la discusión de la 
reforma laboral y pensional, como consecuencia de esto, diversos sectores socia-
les deciden llamar a Paro Nacional el 21 de noviembre (21N), con el objetivo de im-
pedir el trámite del proyecto de reformas. Durante algunas semanas, en casi todo 
el territorio nacional se realizaron movilizaciones en apoyo al paro y, nuevamente, 
el Estado por medio del ESMAD arremete contra los manifestantes, ocasionando 
esta vez -además de múltiples heridos- la muerte del estudiante Dylan Cruz en 
el distrito de Bogotá, con un disparo del proyectil Bean Bang en la cabeza, siendo 
este un arma de letalidad reducida.

Asimismo, en Medellín se repite el patrón de represión desbordada, resultando 
en cientos de personas heridas e incluso pérdidas de ojos, sumado a privaciones 
de la libertad de los manifestantes. El 4 de diciembre sería uno de los días más 
tensos, tras efectuarse la detención de setenta personas de forma arbitraria e 
injustificada, donde algunos fueron víctimas de graves agresiones sin posterior 
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atención médica, así como mujeres que participaron de la movilización fueron 
amenazadas y agredidas sexualmente por miembros de la fuerza pública. 

Finalmente, es alarmante el aumento de las violaciones a los Derechos Huma-
nos de los manifestantes, comprendiendo el contexto de violencia del departa-
mento de Antioquia como una de las zonas más afectadas por el conflicto armado. 
Dicho esto, es necesario mencionar que se han venido presentando una serie de 
amenazas por parte de actores armados ilegales que revelan la persecución y 
estigmatización al movimiento social, donde se hace señalamientos específica-
mente a estudiantes como “vándalos”, “terroristas” e incluso relacionándolos con 
actores armados ilegales como el Ejército de Liberación Nacional (ELN).

Metodología de recolección de la información
La metodología utilizada para la elaboración del presente informe consistió 

en una primera fase de trabajo de campo durante el 2019, haciendo acompaña-
miento constante a las movilizaciones y verificación de capturas y detenciones en 
articulación con la Corporación Jurídica Libertad (CJL), donde se pudo constatar 
de forma directa muchas de las agresiones que se mencionarán más adelante. 
Posteriormente, se sistematizó toda la información, lo cual permite evidenciar las 
diferentes vulneraciones de Derechos Humanos en el marco de la protesta social.

Es necesario aclarar que los datos recolectados son solo una fracción de los 
hechos, atendiendo a que el registro que se logró tomar y verificar desde el ob-
servatorio durante y posterior a las intervenciones realizadas por parte de la 
fuerza pública, no logra abarcar todos los casos. Esto se debe a varios factores 
que imposibilitaron la obtención de la información, entre ellos: la desconfianza, 
temor o desconocimiento de las personas agredidas para realizar las denuncias 
correspondientes; la fuerza pública en varias ocasiones no permitió a los y las 
defensoras de Derechos Humanos obtener los datos de las personas detenidas o 
agredidas, calificando la labor como obstrucción al procedimiento policial; en va-
rios de los escenarios se hizo prioritaria la atención de personas heridas pasando 
a un segundo plano la verificación de capturas y detenciones; llegó a suceder que 
las detenciones se presentaron de forma masiva, dificultando la toma de registro 
y verificación del lugar de traslado, que puede ser el Centro de Traslado por Pro-
tección (CTP), la Unidad de Reacción Inmediata (URI) o una estación de policía.

En otras palabras, el número de agresiones reales es superior al registrado en 
este informe, por las difíciles condiciones en que se presentan estas situaciones. 
Asimismo, las cifras recogidas difieren de las presentadas oficialmente por las ins-
tituciones de carácter público y entidades de control, al ser de recolección propia.

Violaciones a los derechos humanos en el marco de la protesta 
social
A lo largo del 2019 fue posible recoger por el observatorio un total de doscien-

tos veinticuatro casos de vulneraciones a los Derechos Humanos.
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Actores que perpetraron las vulneraciones

Los actores involucrados en los casos presentados se distribuyen de la si-
guiente manera: doscientos seis han sido perpetrados por parte de la MEVAL y 
el ESMAD, representando un 91,9% del total; tres han sido por parte de actores 
armados al margen de la ley, mejor conocidos como paramilitares, representando 
un 1,3%; cinco han sido por parte de empleados o instituciones gubernamentales 
representando un 2,2% y diez por parte de otros actores, siendo esto un 4,4% (Ver 
Figura 1). 

Es preocupante que dentro de los actores que han generado algún tipo de vul-
neración hacia los manifestantes se encuentren empleados y entes estatales. Ello 
contrasta con la garantía que debería dar el Estado colombiano para el ejercicio de 
la manifestación pública. Por lo anterior, es importante hacer el llamado a que las  
instituciones y sus funcionarios realicen de forma efectiva la labor de garantizar y 
proteger este y otros derechos constitucionalmente amparados.

Población vulnerada
La población más afectada por vulneraciones de derechos humanos son los 

estudiantes, con 138 casos de agresión, representando un 61,8% de estos, siendo 
una población que se ha visto afectada por retenciones arbitrarias e ilegales, 
agresiones físicas durante la intervención de la Fuerza Pública y otras acciones 
que se detallan más adelante. Seguido de los estudiantes, encontramos a los de-
fensores de Derechos Humanos con treinta y siete casos que configuran el 16,5%. 
También se encuentran transeúntes y ciudadanos en general con cuarenta y un 
casos, que significa un porcentaje del 18,3% y por último, las comunidades univer-
sitarias con el 3,1% (Ver figura 2).

Figura 1
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Figura 2

Modalidades de violación y vulneración
Respecto a los tipos de vulneraciones de los que ha sido objeto la población 

antes mencionada, se encuentra en primer lugar las detenciones arbitrarias e 
ilegales con ciento cuarenta y siete casos registrados, representando el 65,6% del 
total, sin embargo, se debe tener en cuenta que los casos reales superan esta ci-
fra. Por ejemplo, durante la movilización realizada el 31 de octubre, se llevó a cabo 
un número indeterminado de detenciones, donde se impidió a los defensores y 
abogados hacer registro y verificación. El día 21 de noviembre el número fue alre-
dedor de cuarenta y cinco, y el 4 de diciembre fueron aproximadamente setenta y 
cinco personas conducidas al CTP.

En segundo lugar, se encuentra la estigmatización con veinticinco casos, lo 
cual  representa un 11,1%. Este tipo de vulneraciones han sido producto de los se-
ñalamientos generados hacia estudiantes y manifestantes. Por ejemplo, el día 22 
de enero el exgobernador de Antioquia, Luis Pérez, hace un comunicado público 
en el que afirma que al interior de la UdeA se encuentran células del ELN. Dichas 
afirmaciones influyen en la conformación de un pensamiento generalizado en la 
población que conducen a un rechazo de la manifestación social, representando 
un hecho que pone en riesgo la vida e integridad de las personas al ser expuestos 
a falsos positivos judiciales, amenazas y asesinatos. 

En tercer lugar, se encuentran las agresiones físicas con veintitrés casos, sig-
nificando un 10,2%. Estas han sucedido generalmente durante o posterior a las 
capturas por parte de la Fuerza Pública. Por ejemplo, el 4 de diciembre se regis-
traron un gran número de personas agredidas física y verbalmente, a las cuales 
no se les brindó ningún tipo de atención médica antes de ser dejados en libertad 
irresponsablemente sin condiciones de seguridad. A esto se suman denuncias de 
mujeres que manifiestan haber sido víctimas de amenazas y agresiones sexuales.
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En cuarto lugar, se encuentra la vigilancia, seguimiento y hostigamientos, con 
dieciocho  casos que responden a un 8%. Este tipo de acciones se han presentado 
hacia personas amenazadas o manifestantes e inquietan en la medida en que 
pueden generar una materialización del riesgo/amenaza.

En quinto lugar, las amenazas registran nueve casos, lo cual configura un 4%, 
representando una grave vulneración a la vida de los manifestantes que ejercen 
su derecho constitucional a la libre asociación y manifestación. Por ejemplo, al 
día siguiente de los señalamientos realizados por el exgobernador Luis Pérez, el 
23 de enero de 2019, aparece cerca de una de las entradas de la UdeA un letrero y 
varios panfletos por la zona amenazando a los estudiantes, tachándolos de “co-
munistas” y “guerrilleros”.

Por último, encontramos los atentados con un porcentaje de 0,8% y un total 
de dos casos. Estos hechos causan una grave alerta por la materialización de las 
amenazas presentadas hacia manifestantes y activistas sociales para reprimir las 
acciones y actividades llevadas a cabo por estos.

A continuación, se relaciona de forma gráfica las modalidades de vulneración 
descritas anteriormente, con los actores que las cometieron (Figura 3).

Figura 3

Lo anterior nos permite aseverar que la MEVAL y el ESMAD son los actores que, 
de diversas formas y de manera sistemática, ejecutan prácticas en las que vulne-
ran los derechos de quienes se manifiestan. Las retenciones ilegales y arbitrarias 
son una de las formas más utilizadas y ello evidencia una clara violación al proto-
colo de acción, así como un modus operandi por parte de la Fuerza Pública en la 
realización de capturas masivas donde las personas son conducidas bajo la figura 
de “Traslado por Protección” al CTP y allí se les imponen comparendos de manera 
injustificada. Este hecho ha sido recurrente desde el mes de mayo del 2019, siendo 
una actuación ilegal a todas luces y amparada bajo el tipo penal de abuso de po-
der, debido a que hay un uso indebido de la figura para justificar las capturas rea-
lizadas durante las intervenciones violentas de dispersión de las manifestaciones.

Por otro lado, se relacionan los tipos de vulneración presentados anterior-
mente con las poblaciones que fueron víctimas de los accionares desbordados de 
las autoridades. Lo cual nos permite identificar el foco hacia dónde va dirigido la 
violencia. 

A continuación se presenta de manera gráfica los tipos de vulneración más 
recurrentes que afectaron a la población estudiantil (figura 4).
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Como se expone en la Figura 4 y en la contextualización previa, la detención 
ilegal y arbitraria es el tipo de vulneración más constante que afecta a los estu-
diantes que se movilizan. Sirviendo de instrumento para desincentivar la partici-
pación en las jornadas de movilización, en ocasiones, esto va acompañado de la 
agresión física, vigilancia y hostigamiento. Patrón que responde al hecho que el 
movimiento estudiantil universitario suele ser más constante.

A su vez, los defensores de Derechos Humanos se muestran como una de las 
poblaciones más afectadas en el desarrollo de su labor, el acompañamiento de 
movilizaciones y manifestaciones. Las vulneraciones que se presentan con mayor 
frecuencia son el seguimiento, vigilancia y hostigamiento, con un 24%, seguidas de 
la estigmatización y criminalización, con un 30%.

A continuación se detallan las agresiones hacia defensores y defensoras de 
Derechos Humanos (figura 5).

Figura 4
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Lo anterior permite evidenciar un desconocimiento en torno a la labor de los 
defensores y defensoras de Derechos Humanos, teniendo como consecuencia los 
diferentes tipos de vulneraciones ya mencionados. Por ejemplo, el 30 de octubre 
de 2019, en una mesa previa a la movilización estudiantil convocada para el 31 del 
mismo mes, la Secretaría de Seguridad y Convivencia del municipio de Medellín 
afirmó que los miembros del observatorio son quienes proporcionan a los ma-
nifestantes diferentes elementos que les permite confrontar violentamente a la 
Fuerza Pública, comprometiendo la integridad de los miembros del observatorio 
Fabiola Lalinde Lalinde, por tan graves acusaciones que desatienden el punto 2de 
la Directiva Presidencial 07 de 1999.6   

Posteriormente, el día 4 de diciembre tres defensores de Derechos Humanos 
debidamente identificados, pertenecientes al observatorio, son agredidos física-
mente y trasladados al CTP, mientras se encontraban en el desarrollo de su labor. 
Desconociendo el punto 1 de la directiva presidencial7 mencionada con anterio-
ridad, donde se ordena a todo servidor público abstenerse de cuestionar la legi-
timidad de las organizaciones de Derechos Humanos y sus miembros, así como 
otras normas que protegen la labor de los defensores y defensoras.

Lo anterior evidencia un serio desconocimiento sistemático de la labor de la 
defensa de los Derechos Humanos, además de la falta de disposición de muchos 

6 2: A todos los servidores públicos abstenerse de hacer falsas imputaciones o acusaciones que comprometan 
la seguridad, así como la honra y el buen nombre de las organizaciones de derechos humanos y sus miembros. 
En caso de conocimiento de algún hecho delictivo cometido por miembros de estas organizaciones, es un deber 
informar a la autoridad judicial competente.
7 1: A todos los servidores públicos abstenerse de (i) cuestionar la legitimidad de las organizaciones de derechos 
humanos y sus miembros, que actúan de acuerdo con la Constitución y las leyes; (ii) realizar afirmaciones que 
descalifiquen, hostiguen o inciten al hostigamiento a las mismas organizaciones, y (iii) emitir declaraciones pú-
blicas o privadas que estigmaticen la labor propia de estas organizaciones

Figura 5
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funcionarios a la hora de interlocutar y proporcionar la información solicitada 
como lo expresa el punto 3 de la Directiva Presidencial 07 de 1999.8

Conclusiones generales
	» Se debe señalar que existe una contradicción entre lo consagrado en la 

Constitución Política colombiana y el accionar de sus instituciones, puesto 
que no se materializa una real garantía del derecho a la protesta social.

	» Los actores que ejercieron el mayor número de vulneraciones al derecho a 
la protesta social en Medellín, durante las movilizaciones del 2019, fueron 
la MEVAL y el ESMAD, quienes actuaron por fuera de sus funciones, lo que 
nos permite afirmar que existe un abuso de autoridad y exceso del uso de 
la fuerza, que se revela en las cifras de detenciones ilegales y agresiones 
físicas. 

	» Es necesario hacer un llamado al gobierno departamental, a la Alcaldía de 
Medellín, a la MEVAL y al ESMAD para que se respeten los protocolos de in-
tervención, se investigue y sancione los excesos cometidos por agentes de 
la fuerza pública en movilizaciones. 

	» Lo ocurrido los días 21 de noviembre en los alrededores de la UdeA y el 4 
de diciembre en Ciudad del Río, no puede convertirse en algo frecuente y 
normalizado, deben ser llevadas a cabo investigaciones y sanciones contra 
los agentes que cometieron los excesos y abusos.

	» Se debe trabajar en el reconocimiento efectivo de la labor de defensores y 
defensoras de Derechos Humanos, como se fundamenta normativamente 
en la Directiva Presidencial 07 de 1999, considerando cada organización y 
sus miembros con legitimidad, de tal forma que permita avanzar en la ga-
rantía y protección de los derechos y libertades de los manifestantes. 

	» En múltiples ocasiones agentes y funcionarios califican la labor de la defen-
sa de los Derechos Humanos como obstrucción de procedimientos policia-
les e institucionales, al igual que se niegan a establecer una interlocución 
efectiva, desconociendo nuevamente la Directiva Presidencial 07 de 1999 y 
la segunda disposición9 de la Directiva 02 de 2017 emitida por la Procuradu-
ría General de la Nación.

	» Debe ser revisada a fondo la figura de Traslado por Protección contemplada 
en el Código Nacional de Policía, puesto que ha permitido hacer efectivas 
detenciones ilegales de manifestantes, donde se incurre en el abuso de di-
cha figura con la finalidad de detener, amedrentar y criminalizar a quienes 
hacen uso de su derecho constitucional a la protesta social.

	» Debe ser revisado el armamento de “letalidad reducida” y su respectivo uso 
por parte del ESMAD, puesto que con él han generado graves daños a la vida 
e integridad de los manifestantes en todo el país, ejemplo de ello, son las 

8 3: A todos los servidores públicos atender y despachar con prontitud y eficacia, las solicitudes de información, trá-
mite o gestión que ante ellos realicen las organizaciones de derechos humanos y que tengan relación directa con su 
trabajo, de acuerdo con las funciones propias de cada entidad. En el caso excepcional en el que exista algún tipo de 
imposibilidad legal para atender dichos requerimientos, informar debidamente esta situación a los peticionarios.
9 Segundo: Exhortar a los servidores públicos, para que en cumplimiento de sus funciones y deberes legales y en 
el marco de sus actuaciones, respeten y garanticen las actividades que deba desarrollar la población objeto de 
la presente Directiva. En consecuencia, los servidores públicos deben abstenerse de realizar conductas que los 
deslegitimen, descalifiquen, hostiguen o inciten al hostigamiento o estigmaticen su labor.
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personas con pérdidas de ojos, y la muerte del estudiante Dylan Cruz en 
Bogotá. Por consecuencia, se hace necesario trabajar en la protección de 
los derechos en el marco de la protesta social.

	» Para f﻿inalizar, se debe ser categórico en que el Estado colombiano y sus 
instituciones sean garantes de los derechos de la ciudadanía y por tanto, 
estos entes gubernamentales deben avanzar en protocolos que permitan 
la atención de las manifestaciones sin que ello implique una intervención 
abrupta y violenta por parte de la Policía Nacional y el ESMAD, por lo  tanto, 
la dispersión de las manifestaciones debe ser el último recurso y, como lo 
afirma el Código Nacional de Policía y Convivencia en su artículo 56,10 debe 
realizarse únicamente cuando existe una afectación grave e inminente a los 
derechos fundamentales.
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Una apuesta de paz territorial inconclusa
El PNIS en Cáceres y Tarazá

Observatorio de Derechos Humanos y Paz del IPC1

Introducción
Después de una masacre en Tarazá en la que fueron inicialmente asesinadas 4 

personas (Monsalve, 2020a), dos de ellas pertenecientes al programa nacional de 
sustitución (pnis), el presidente de la república realizó una visita al municipio y 
definió una serie de acciones para hacer frente a las problemáticas de orden pú-
blico en el Bajo Cauca (Monsalve, 2020b). Estas se enmarcaron en las respuestas 
acostumbradas por el actual gobierno y evidenciaron la parcialidad de la mirada 
del mandatario: direccionada a endilgarle al narcotráfico muchas de las situacio-
nes de seguridad y convivencia en esta y otras regiones. Pero, poco después de 
que él hablara de las medidas a tomar y diera indicaciones a las fuerzas milita-
res y demás entidades responsables, se denunció el desplazamiento de sesenta 
personas de la vereda La Pipiola, quienes –de acuerdo con información en el 
territorio– hacen actualmente parte del pnis (Gómez, 2020). Asimismo, se denun-
ció que entre estas personas había algunas que estaban siendo amenazadas, lo 
que demostraba junto a lo anterior “la falta en las garantías de seguridad para 
las personas que seguimos apostando a la paz de varios sectores de organización 
campesina” (Gómez, 2020). Con una visita y una militarización mayor del territorio, 
y eso debería tenerlo más que claro Iván Duque y sus asesores, no se soluciona 
problemas estructurales de una región como el Bajo Cauca.

Ahora, lo que mostró el desplazamiento de esas sesenta personas y el homi-
cidio de otras cuatro es la situación en materia de derechos humanos por la que 
están pasando miembros y líderes del pnis. No han cesado las vulneraciones a 
la vida digna y la libertad de quienes en el Bajo Cauca creyeron y le apostaron al 
programa de sustitución desde incluso antes de su implementación con el Decre-
to Ley 896 de 2017 (Soto, 2019). Por ello, se ofrece a continuación un contexto en el 
que se abordan varios aspectos que han contribuido a dicha situación: el aumen-
to sostenido en los cultivos de coca entre 2013 y 2018, la persistencia y concen-
tración de los cultivos en Cáceres y Tarazá (municipios donde solo se implementa 
del pnis en el Bajo Cauca), el cumplimiento parcial o incumplimiento por parte del 
gobierno, y las principales violaciones a los derechos humanos a las que se han 
visto sometidos los miembros del programa nacional de sustitución. 

1 Elaborado por Nathaly Tobar y Andrés Soto, Coordinadora e investigador del Observatorio de Derechos Huma-
nos y Paz del IPC. El documento hace parte del Informe “Sustituyendo el acuerdo, erradicando la confianza. La 
implementación del PNIS en el Bajo Cauca”. 
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En un cuello de botella la implementación de la sustitución 
voluntaria
El programa de sustitución se implementó en un contexto nacional donde ha-

bía un aumento de los cultivos de coca. Como se evidencia en la gráfica 1, desde 
el 2012 se empieza a dar un incremento de estos, hasta llegar a la cifra de 171.494 
hectáreas en 2017. La tendencia se detiene en 2018, cuando se registró un des-
censo en las áreas sembradas cercano al 1,4%. Dicha disminución es celebrada 
en 2019 por el gobierno nacional, ya bajo el mandato de Duque, quien aprovecha 
el hecho no solo para intensificar los operativos de erradicación forzada sino 
también para insistir en la reactivación de las aspersiones aéreas con glifosato. 
Con esa insistencia, trataba de dar respuesta a las presiones internacionales por 
el aumento en los cultivos de coca, concretamente a aquellas provenientes del 
gobierno norteamericano. A la par, reactiva el pnis después de su suspensión y 
reestructuración entre 2018 y 2019, sin que durante ese periodo de tiempo se les 
socializara a las familias inscritas el futuro de este. 
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En este por así llamarlo “cuello de botella”, las familias sienten que hay un 
incumplimiento por parte del gobierno, a pesar de su insistencia en que si se les 
iba a cumplir a quienes ya había firmado. El programa, de hecho, se suspende 
definitivamente y son expulsadas algunas familias después de una revisión de 
los planes acordados y las firmas. Adicionalmente, se genera un estado de incer-
tidumbre mayor para ellas por las reiteradas afirmaciones a favor de un retorno 
a las fumigaciones aéreas con glifosato, apoyadas una y otra vez por el entonces 
ministro de defensa Guillermo Botero. Es, precisamente, en las zonas más golpea-
das por el conflicto y los cultivos de uso ilícito que se siente con mayor fuerza ese 
discurso; zonas donde además el fenómeno de asesinatos de líderes y miembros 
del programa de sustitución ya era evidente.

Gráfico1 Serie de cultivos de coca
Fuente: http://www.odc.gov.co/sidco/perfiles/estadisticas-nacionales
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No en vano, la unodc reconoce en su último informe que el 75% de los líderes 
sociales defensores de derechos humanos asesinados en Colombia entre 2016 
y 2018 habitaban en municipios con presencia de cultivos de coca. En Antioquia 
–donde también se dio un aumento desde el 2013 de las hectáreas (ver gráfico 
2)–, la correspondencia se aprecia igualmente en la subregión del Bajo Cauca, 
cuyos municipios solo en 2019 registraron 51 agresiones contra líderes y lidere-
sas sociales: 11 de ellas homicidios y 27 amenazas, de acuerdo con la Fundación 
Sumapaz y la Corporación Jurídica Libertad. En este y otros territorios del país –con 
cultivos de coca, con municipios pnis, con presencia de grupos al margen de la ley y 
con condiciones de pobreza– no se generaron las condiciones de seguridad para la 
protección y permanencia de los liderazgos sociales en los territorios. 
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Gráfico 2 Cultivos de coca en Antioquia por hectárea (2010-2018)
Fuente: Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito [UNODC], 2019a, p.32

Es más: la presencia de grupos al margen de la ley, la problemática del acceso 
a la tierra, las condiciones de pobreza y marginalidad, el aumento sostenido hasta 
2018 de los cultivos de coca, la militarización con más pie de fuerza, el homicidio 
de personas con algún tipo de liderazgo, los desplazamientos forzados, las ame-
nazas y el aumento de los homicidios selectivos han sido hechos permanentes 
en el Bajo Cauca. Este contexto ha afectado el programa nacional de sustitución 
en Cáceres y Tarazá, municipios de la subregión donde tiene su implementación. 
Por lo que, además de mediar con los atrasos e incumplimientos del gobierno, las 
familias inscritas al pnis tiene que hacer frente a todas esas situaciones externas 
que afectan sus compromisos adquiridos, hasta el punto de generarse un esce-
nario propicio para la violación sistemática y permanente de los derechos huma-
nos, un “cuello de botella” para el pleno desarrollo de una vida digna. Han sido, 
particularmente, los líderes relacionados con la implementación del pnis uno de 
los grupos más golpeados dentro de los líderes y lideresas sociales, defensores y 
defensoras de derechos humanos victimizados.
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Cultivos de uso ilícito e implementación del pnis en el Bajo Cauca
En el Bajo Cauca han persistido los cultivos de uso ilícito, a pesar de la puesta 

en marcha en la subregión de estrategias previas de sustitución como familias 
guardabosques, de la erradicación manual forzada, de la aspersión aérea con 
glifosato y de la implementación actual del programa nacional de sustitución. De 
acuerdo con los datos más actuales, mientras que en 2013 (ver ilustración 1) la 
densidad de cultivos no superaba el 5,1% por km2 en algunas zonas, en 2018 esta 
llegó al 45,7% por km2; con la particularidad adicional de haber más área sem-
brada con coca en los municipios de la subregión. En 2017, incluso, la densidad 
llegó a ser de 50,5% y, con respecto a 2018, se destaca el hecho de que para este 
había mayor concentración de cultivos en menos áreas. En ese sentido, hubo una 
disminución de las hectáreas sembradas con coca para 2018, aunque leve, al solo 
ser del 1,4%.  

Ilustración 1
Densidad y áreas con cultivos de coca en el Bajo Cauca, comparación 2013-2018
Fuente: elaboración propia con datos de UNODC

Entre las particularidades a destacar están que para 2013 Caucasia y Zaragoza 
podrían considerarse territorios libres de cultivos de coca. No obstante, esta si-
tuación cambia para el 2018, cuando se registra en Zaragoza áreas con una den-
sidad superior al 10% y otras áreas muy pequeñas en Caucasia con una densidad 
inferior al 2%. En Tarazá y Zaragoza se aprecia un aumento significativo del área 
plantada y de la densidad de cultivos. Por su parte, en Nechí, el incremento se 
presenta en la zona de influencia de la Serranía de San Lucas: sitio que en el 2013 
presentaba algunas zonas con cultivos de coca con una densidad no superior al 
6%, justo al margen derecho del río en dirección sur-norte. Ya para 2018 el com-
plejo de humedales de Corrales, cercano al caso urbano del municipio, estaba 
prácticamente rodeado de coca. También sucede lo mismo en El Bagre, donde los 
cultivos incrementan entre la cuenca del río y la Serranía de San Lucas, internán-
dose cada vez más estos en la reserva forestal regida bajo la Ley 2 de 1959.

Indudablemente, los municipios con mayor cantidad de cultivos de coca y con 
mayor densidad de estos son Cáceres y Tarazá. Así se puede ver en la ilustración 
1 y 2. Inclusive, Tarazá es un municipio con cultivos de coca en casi todas sus 
veredas, y donde precisamente ha habido más asesinatos relacionados con el 
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programa nacional de sustitución.2 Es importante ponderar, por lo demás, que las 
familias inscritas en el programa tienen un nivel de cumplimiento alto; mientras 
que, en contraste, Antioquia Libre de Coca –apuesta de la anterior gobernación 
para hacer frente y erradicar los cultivos de coca– fracasó en su objetivo, al pre-
sentarse en las hectáreas erradicadas por este programa niveles de resiembra 
superiores al 100%. Entre la erradicación forzada y el incumplimiento, se han visto 
inmersas las familias del pnis.

        Ilustración 2
        Densidad y áreas con cultivos de coca en el Cáceres y Tarazá (2018)

Fuente: elaboración propia con datos de UNODC

Ahora bien, de acuerdo con asocbac (2019a, pp.2-3), en Tarazá hay inscritas 
4.113 familias en el pnis, que corresponde al 34,92% del censo en Antioquia. Entre 
estas son cultivadores 2.930 (71,23%), no cultivadores 320 (7,78%) y recolectores 863 
(16,6%). De los recolectores, 311 están validados por las Asambleas comunitarias, 
pero hasta el momento no han recibido ningún tipo de contratación; en tanto 
que 552 de ellos no cuentan con validación. Del total, tienen Asistencia técnica 
2.068 familias (50,27%), es decir, la mitad de ellas. En cambio, no cuentan con esta 
asistencia 1.182 familias (28,73%), entre las cuales 208 presentan novedades por 
cartografía social y 25 están sin acompañamiento en la verificación por la unodc. 
Según el último informe de esta entidad (unodc, 2019b, p.4), a junio de 2019, 1.499 
(36,45%) familias habían recibido la totalidad de los pagos, 2.168 (52,71%) todavía 
2 Está igualmente entre los diez municipios de Colombia con más cultivos ilícitos en su territorio.
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están en la implementación de la Asistencia técnica integral, y 2.034 (49.45%) tam-
bién están en la implementación de proyectos de seguridad alimentaria.

Gracias a la información presentada por unodc (ver cuadro 1), y según datos 
suministrados por las comunidades (Entrevistas, 2019), se sabe que en Cáceres 
hay 1.671 familias inscritas en el pnis, que representan el 21.22% del total de ins-
cripciones en Antioquia. Entre estas son cultivadores 1.172 (70,13%), no cultivadores 
292 (17,47%) y recolectores (12,39%). Estos últimos son llamado gestores comuni-
tarios, de los cuales 193 han recibido pagos por apoyo; aunque en este punto hay 
divergencias entre los testimonios, dado que para algunas personas los recolec-
tores no han sido contratados siguiendo los lineamientos del cuarto punto del 
Acuerdo de paz (Entrevistas, 2019). Del total, hay 1.336 titulares activos, 61 titulares 
suspendidos y 88 titulares retirados por al menos unos de los siguientes motivos: 
Sisbén, predios, incumplimientos según visitas de la unodc, régimen contributivo 
e inasistencia a las visitas de Asistencia técnica integral.

Cuadro 1
Lista de vinculados al pnis en Antioquia por municipio

Municipio Cultivador No cultivador Recolector Total, Municipio

Anorí 1.569 514 391 2.474

Briceño 1534 731 452 2.717

Cáceres 1.172 292 207 1.671

Ituango 657 36 102 795

Tarazá 2.942 313 865 4120

Total 7.874 1.886 2.017 11.777

Nota: Los valores presentados por asocbac varían un poco con respecto a los presentados por la unodc. 
Fuente: unodc, 2019b, p.27

En el último informe de la unodc, para junio de 2019, en Cáceres 1.271 (76.06%) 
familias habían recibido la totalidad de los pagos, 1.538 (92,04%) todavía están 
en la implementación de la Asistencia técnica integral, y 1.382 (82,7%) estaban 
asimismo en la implementación de proyectos de seguridad alimentaria (unodc, 
2019b, pp.4, 19 y 21). El operador local para el funcionamiento de la Asistencia téc-
nica integral y de los proyectos de seguridad alimentaria en Cáceres es aproaca 
(Asociación de productores agropecuarios y cacaocultores del municipio de Cáce-
res), mientras que en Tarazá es acata (Asociación de cacaoteros de Tarazá). Ambos 
operadores locales se han visto también afectados por los atrasos del gobierno 
nacional en la implementación del programa.

En Antioquia, en las zonas de influencia del pnis (ver mapa 1), se ha tenido 
entre el 98 y 99 por ciento de cumplimiento frente a línea base, para un total de 
4.519 hectáreas erradicadas (unodc, 2019b, p.32). En Tarazá este cumplimiento ha 
sido del 99%, con 1.657 hectáreas; en tanto que en Cáceres del 98%, con 925 hec-
táreas. La unodc ha caracterizado en el primer municipio 2.510 hectáreas y en el 
segundo 1.083, por lo que se puede hablar de un altísimo grado de cumplimiento 
por parte de las familias. En ambos municipios el tema de los recolectores sigue 
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siendo preocupante, pues, según unodc (2019b, p.24), solo 179 de ellos en Cáceres 
han sido vinculados.   

Ilustración 3
Zonas de implementación pnis y simci (2017)
Fuente: unodc, 2019b, p.43

Homicidios y amenazas
De acuerdo con información recolectada por las comunidades (Asocbac, 2019b, 

p. 5), hasta octubre de 2019 habían sido asesinados dieciséis líderes y campesinos 
en Tarazá. No obstante, durante los dos últimos meses del año y durante el primer 
mes de 2020, fueron asesinados otros cuatro de ellos, de manera que se estaría 
hablando de por lo menos veinte homicidios desde la implementación del pnis. 
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Entre los registrados por la comunidad, seis eran líderes sociales comunales, siete 
líderes familiares, dos líderes que prestaban asistencia técnica, seis «líderes fa-
miliares muertos por causas de la naturaleza» (Asocbac, 2019b, p.5). Hasta octubre 
de 2019, contando a los de Cáceres, eran en total veintidós los homicidios relacio-
nados con el pnis de los que las comunidades tenían conocimiento. Actualmente, 
esta cifra asciende mínimamente a veintiséis personas.

Son los grupos armados ilegales los principales responsables de los homici-
dios, quienes también son responsables de las amenazas y extorsiones. En Cáce-
res y Tarazá, la presencia del Clan del Golfo, los Caparros y las disidencias de las 
farc constituye un fenómeno constante desde el 2016 que afecta directamente 
la seguridad de las comunidades (Ruíz, 2018). Entre ellos se disputan el control 
estratégico y territorial, así como las rentas derivadas de los cultivos de uso ilícito. 
Para consolidar su poder y presencia, acuden al asesinato selectivo, la amenaza y 
el desplazamiento forzado, y son los liderazgos relacionados con el programa na-
cional de sustitución los más afectados. En particular, son los líderes de juntas de 
acción comunal quienes más se victimizan, dada su permanencia en los espacios 
de sustitución y su posición en la base de las organizaciones sociales.

Ahora bien, con base en los testimonios, se obtiene información muy similar 
a la presentada en diversos medios de comunicación, aunque las cifras varían de 
acuerdo con las personas entrevistadas. Más que un punto de discrepancia, esta 
variación constituye un indicador de que tan extendido están las amenazas y los 
homicidios de personas relacionadas con la sustitución en el Bajo Cauca. Al res-
pecto, las siguientes palabras de un líder en Cáceres:

Nosotros pagamos con la vida de nuestros líderes la osadía de que el programa 
entrara a Cáceres. ¿Por qué lo tuvimos que hacer? Porque, si no entrabamos al pro-
grama, nos arrancarían [de todos los modos los cultivos de coca] y nos dejarían con 
nada. Accedimos a eso (…). Muchos de los líderes pagaron con su vida [al apostarle 
al programa de sustitución]. El pnis generó desconfianza, inseguridad y no nos ga-
rantizó a nosotros garantías de protección por parte del Estado (…). Cáceres perdió 
seis líderes de sustitución, que lucharon para que el programa se diera en sus vere-
das. Esos líderes fueron asesinados; otros 11 desplazados del territorio (Entrevistas, 
2019).

Sobre la adición de los líderes de juntas de acción comunal en el pnis, una 
persona perteneciente a asocbac nos esclarece una parte de la forma como se 
articularon y entraron en un intercambio de acciones:

Nosotros en la asociación [asocbac] tenemos seis líderes del programa de sus-
titución asesinados. Tuvimos una dificultad con las juntas de acciones comunales, 
pues ellos no le apostaban a este proceso. Dentro de las mismas organizaciones 
también hubo dificultades. Pero lo que hicimos fue ganarnos la base, construir unas 
justas directivas con la gente nuestra, con la que trabajábamos. Dimos, por así de-
cirlo, «un golpe de estado», a los antiguos presidentes de las juntas. Por eso es por 
lo que hoy mucho líder que asesinan es líder nuestro. La mayoría de los líderes 
que son de las juntas de acción comunal son miembros de asocbac. Ahí es donde 
muchos piensan y creen que cuando matan un líder es que este era de la junta di-
rectiva de asocbac, pero es que no necesariamente tiene que ser parte de ella. Eso 
no desconoce su liderazgo (Entrevistas, 2019).
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Las amenazas han estado igualmente presentes en los territorios donde se 
llevan a cabo procesos de sustitución de cultivos de uso ilícito. Así como sucede 
con los homicidios, no necesariamente relacionados de manera directa con la 
sustitución por el hecho de darse en los mismos espacios, son los Caparrapos y 
el Clan del Golfo quienes más amenazan a las poblaciones. Sobre este hecho, un 
artículo de prensa nos decía en abril del año pasado que «un año después [de 
iniciado el pnis] ya eran trece los líderes del programa asesinados en el Bajo Cau-
ca. Otra gran parte han sido amenazados, desplazados y sin ninguna garantía por 
parte del Estado para salvaguardar sus vidas» (Ramírez, 2019, § 11). Actualmente, 
las amenazas y demás hechos se repiten en los territorios de implementación del 
pnis, sin que hasta la fecha se haya generado condiciones de protección, segu-
ridad y permanencia para las comunidades. Estas van desde el uso de acciones 
coercitivas como la prohibición de la erradicación y la quema de casas hasta con-
secuencias como el desplazamiento forzado y el abandono del territorio. A todo 
ello, se les suman las amenazas colectivas contra organizaciones: «en la asocia-
ción [asocbac], desde el 2016, tenemos una amenaza colectiva. Es una amenaza 
que busca acabar con la organización», sentenció un líder (Entrevistas, 2019). De 
este modo, por tanto, estamos hablando de un contexto de alta probabilidad de 
vulneración a los derechos humanos de los líderes del programa, dado que las 
amenazas no solo son individuales sino también orientadas a las organizaciones 
de las que hacen parte.

La defensa de la vida y, más aún, la responsabilidad de que los miembros de 
una población y comunidad tengan una vida digna es una de las obligaciones 
más importantes del Estado Social de derecho en Colombia. Su no realización 
hace a nuestro Estado responsable en la violación de los derechos humanos de 
su población. Las amenazas y homicidios de personas pertenecientes al programa 
nacional de sustitución constituyen la culminación de una serie de incumplimien-
tos que vulneran permanentemente los derechos humanos. Perder un líder o una 
lideresa que le apostó a este programa es perder una vida que, a pesar de ha-
bitar en un contexto de vulneración, ha decidido buscar medios de dignificación 
con la implementación de una ruta que se pensó para la construcción de paz en 
los territorios. La no realización plena del pnis, principalmente del componente 
relativo a la generación de condiciones de seguridad, ha producido una serie de 
hechos que enmarcados en las conflictividades históricas de Tarazá y Cáceres han 
exacerbado la violación de los derechos humanos de la población. Por su incum-
plimiento y por sus atrasos, el Estado en la ejecución del pnis ha contribuido a la 
vulnerabilidad de quienes le apostaron al programa.

Desplazamiento forzado y abandono del territorio
El desplazamiento forzado de familias y personas ha sido otro hecho regis-

trado por diversos medios de comunicación. No obstante, para algunos líderes 
constituye asimismo un desplazamiento el abandono del territorio por causas 
relacionadas con el incumplimiento del programa de sustitución. Por otra parte, 
los relatos se refieren a desplazamientos masivos de familias y comunidades por 
problemas en el orden público y el enfrentamiento entre grupos armados, por lo 
que no necesariamente los desplazamientos en Cáceres y Tarazá sean de familias 
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y personas pertenecientes al pnis. En todo caso, si se han presentado y se siguen 
presentado desplazamiento forzados y abandonos del territorio por parte de fa-
milias y personas perteneciente al programa, los cuales se han dado poco a poco 
y casi en silencio. Las inconsistencias en los pagos del pai han sido una de las 
principales causas para el abandono del territorio; mientras que las amenazas por 
parte de grupos armados ilegales lo han sido para el desplazamiento forzado de 
miembros del pnis. No se han generado garantía de retorno para estas personas 
y familias.

Incluso, la no garantía de seguridad y los operativos de erradicación manual 
forzada han generado roces entre las mismas comunidades y la fuerza pública. 
Nuevamente, en palabras de uno de los líderes:

Ha habido amenazas. Hemos tenido desapariciones forzadas y asesinatos. Por 
tal motivo, tuvimos una reunión en Medellín. Pero se presentó un «desafío» en-
tre campesinos y fuerza pública [por causa de la erradicación forzada], porque el 
coronel dijo que tenían los hombres y que estaba dispuesto. Los campesinos res-
pondieron que ellos también estaban dispuestos a tener una confrontación, hasta 
poner muertos. Su respuesta fue que prácticamente ellos también. Eso fue tenaz 
(Entrevistas, 2019).

Por la voz de la misma persona, se sabe también que la garantía de condicio-
nes de retorno es algo que difícilmente puede ser realizado por la misma fuerza 
pública, a pesar de que ella hable de su posibilidad; en particular para territorios 
altamente disputados. En ese sentido,

Ha habido desplazamientos y desplazamientos masivos, como en la Caucana. Y 
aún así nos hablaban [los miembros de la fuerza pública] de retorno, a sabiendas 
que no existen condiciones de retorno. Fuera de eso la estrategia [de desplazamien-
to] ha cambiado. Llegan a una casa y si te van a desplazar a una persona de una 
familia le dicen que tiene tanto tiempo para dejar el pueblo y que debe hacerlo en 
silencio, porque si se pone a «hacer escama» toda la familia tiene que irse. Es un 
hecho muy lamentable (Entrevistas, 2019).

Por otra parte, con respecto a las familias que han abandonado el territorio 
por los incumplimientos en el pnis, otro de los testimonios permite ahondar en el 
hecho. Además, separa los desplazamientos colectivos causados por problemas 
de orden público de los desplazamientos y abandono del territorio causado por 
el desarrollo del pnis.

Hay aproximadamente más de trecientas familias desplazadas. Para nosotros 
son desplazados, porque en el informe de Asistencia técnica dan el reporte como 
«personas no ubicadas». Son vuelvo y digo, personas desplazadas si no se encuen-
tran en los territorios (…). Ha habido desplazamientos masivos, pero han sido por 
problemas de orden público. No fueron por el programa de sustitución. Si hubieran 
sido por este, ya nos hubieran hecho ir a todos. Lo que pasa es que eso tiende a 
relacionarse con el pnis y tantas otras cosas, pero no es así. Son dos cosas muy 
diferentes.

En el corregimiento de la Caucana hemos tenido desplazamientos masivos y 
también los tuvimos en el sector de la vía al Cañón de las Iglesias, en el corregi-
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miento de Puerto Antioquia. Los problemas de orden público son casi siempre la 
causa (Entrevistas, 2019).

Finalmente es importante resaltar el hecho de que las personas en los territo-
rios van más allá de una relación entre grupos armados y desplazamiento forzado, 
para establecer una relación entre este último e intereses empresariales sobre el 
territorio. En términos sociológicos, son capaces de identificar las diferentes pro-
yecciones sociales que los otros actores hacen sobre el espacio de sus intereses 
y relaciones de poder. No en vano, el siguiente testimonio:

Aquí hay unos intereses que no permiten que haya una construcción de paz y 
territorio. Uno de esos intereses consistiría [por ejemplo] en que los grupos pueden 
generar una crisis humanitaria en el territorio, haciendo que se despueble. Se daría 
entonces un repoblamiento de personas que no tengan que ver con nada, ni con el 
pnis ni con otras apuestas. Puede ser una estrategia: sacar a las personas beneficia-
ras de la sustitución para que entren otras y continúen con los cultivos de uso ilícito.

En la Caucana es donde más se está viendo asesinatos, desplazamientos y en-
frentamientos entre grupos armados. Ahí encimita [sic] está Cerro Matoso y se han 
tenido muchos intereses de hacer explotación minera en el territorio. Para hacer ese 
tipo de explotaciones la población estorba. Lograr una coyuntura de esas en una 
población que está construyendo territorio y generar ese vacío mediante el despla-
zamiento de las familias (Entrevistas, 2019).

El desplazamiento forzado ha estado antes y durante la implementación del 
pnis. Obedece a las lógicas territoriales del conflicto y el repertorio de acciones de 
los grupos al margen de la ley. Recientemente, la situación de Hidroituango causó 
igualmente desplazamientos de personas en las veredas hacia el casco urbano 
de sus respectivos municipios. En Cáceres, incluso, antes del primer pago del pai, 
hubo una serie de desplazamientos colectivos que afectaron el inicio de la imple-
mentación del pnis, lo que muestra cómo este se ve afectado por problemáticas 
externas y no necesariamente por aquellas derivadas de su ordenamiento inter-
no. La territorialización del pnis lidió tanto con situaciones externas e internas 
que impidieron su plena implementación.

Extorsión
La extorsión a miembros del programa de sustitución se ha dado desde los 

primeros pagos del pai. Ha acontecido en Cáceres como en Tarazá. Previamente, 
se expuso el hecho de cómo los grupos armados lograron tener el listado de las 
personas inscritas antes de que lo tuviera los líderes del programa. Actualmente, 
esta extorsión persiste y los líderes se ven obligados a recolectar el dinero para 
ser enviado o entregado a los grupos armados con control en el territorio, quienes 
tienen conocimiento de cuáles son las personas inscritas y cuántas son por cada 
núcleo veredal. Consiste en el pago obligatorio del 10% del total de dinero que 
se recibe por cada pago del pai, es decir, de la suma de $200.000 por persona y 
entrega. Desde la voz de dos líderes:

(1) No era difícil entender cómo, a pesar de que hubiera tanto ejército en la 
zona, los actores armados tenían la capacidad de citarnos a nosotros los líderes 
para exigirnos algo específico: a partir del primer pago por el pnis cada campesino 
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debía dar doscientos mil pesos. Eran cien mil pesos por cada mes. Si en tu casa 
había dos afiliados, cada uno debía dar su cuota. Ponían a los líderes a recoger el 
dinero. Si el campesino estaba sometido, mucho más lo estaba el líder. Uno pierde 
la vida o su territorio por no hacer «cruce de esos». Es mejor hacerlo. Toca hacerlo 
(Entrevistas, 2019).

(2) El tema de la extorsión no fue solo a los líderes sino a todos los beneficiarios. 
Los grupos ilegales pedían el 10% por cada pago del pnis. De dos millones de pesos 
pedían doscientos mil. Eso era cada que había pago. Algunas veces obligaban a los 
líderes a recolectar el dinero. Ahí fue cuando algunos decidieron salir desplazados, 
porque tomaron la decisión de no hacer eso. Llegaron a la conclusión de que era 
mejor renunciar porque eso los iba perjudicar (Entrevistas, 2019).

Pese a las consecuencias, algunos de los líderes y lideresas se atrevieron a 
denunciar o hacer público este hecho. Es más, tuvieron que desmentir algunas 
acusaciones y estigmatizaciones por estar obligado a recolectar y entregar el pago 
exigido por los grupos armados.

Recuerdo (…) que se tocó el tema. El comandante de la brigada del ejército le 
pedía al procurador y al fiscal nacional que tomara cartas en el asunto con los lí-
deres que de alguna manera estaban auxiliando a esos actores y que debían ser 
judicializados. Frente a ese tema a mí me dio muchísima rabia. Por lo que le dije 
más o menos lo siguiente: «comandante [omitido nombre] ¿qué hace usted con 
1.050 hombres en la zona donde yo vivo y solo cuatro o cinco «peludos» obligan al 
campesino a ir a una reunión y usted ni oye ni ve ni entiende? ¿qué está haciendo 
su gente entonces? Valdría la pena que se mirara dentro de la procuraduría y la fis-
calía su labor en el control interno del territorio, porque no es tan eficaz. ¿Qué está 
pasando con esos 1.050 hombres que tres «peludos» obligan a la población a hacer 
lo que se les da la gana y usted permite eso? Así que es bueno que, si ustedes van 
a judicializar al «líder», porque le toca hacer ese cruce y llevar eso allá [el dinero], 
miraran su actuación cómo está y qué complicidad puede haber entre los actores y 
los hombres suyo en el control territorial. 

Eso me generó complicaciones, claro está. Porque lo que hice allí fue una de-
nuncia de que ellos también son cómplices de lo que se vive en los territorios y de 
que el campesino no cree en las instituciones por todo lo que ha pasado. Como han 
pasado tantas cosas, tantas alianzas entre ellos, entonces el campesino no cree en 
la institucionalidad.

Sin importar las dificultades en los territorios, relacionadas no solo con la 
extorsión, sino con tantos otros hechos y dificultades aquí expuestas, las perso-
nas inscritas han continuado con la implementación del pnis. Con estos testi-
monios, se observa la manera cómo los grupos armados también han afectado 
el programa nacional de sustitución, lo que ha repercutido en la exacerbación 
de ciertas violaciones a los derechos humanos. Esto, sumado a las acciones del 
actual gobierno, han deteriorado externa e internamente la territorialización de 
una parte sustancial de los acuerdos de paz. Pero, principalmente, ha afectado 
la confianza de las personas que creyeron en él y decidieron apostarle. Algunos 
líderes y lideresas, como mediadores y socializadores del programa nacional de 
sustitución, han vivido las peores consecuencias de la no implementación plena 
de los acuerdos de paz, en particular de los aspectos referentes a la generación 
de condiciones de seguridad y buen vivir en los territorios.
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Conclusión
Ante la esperanza colectiva de la implementación de los Acuerdos de Paz en 

los territorios de Antioquia, campesinos y campesinas de los municipios de Cá-
ceres y Tarazá depositaron su confianza en la implementación del Programa Na-
cional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS). Lo hicieron como 
una apuesta de construcción de paz territorial. Una apuesta que, hoy en día, está 
marcada principalmente, por incumplimientos constantes. 

Uno de los objetivos del PNIS consistía en ofrecer “alternativas” para reempla-
zar los cultivos de coca en una de las regiones con más presencia de estos y en la 
que los niveles de resiembra aumentan cuantiosamente, según se pudo constatar 
a lo largo de este informe. Al principio, la implementación del programa transcu-
rrió entre inscripciones, jornadas de socialización, entrega parcial de asistencias 
económicas y ofrecimientos institucionales que se camuflaron en intereses per-
versos dirigidos a atentar contra la dignidad de cientos de familias y a deslegiti-
mar su voluntad de hacer parte del proceso de sustitución.  

Con el tiempo, el programa tuvo que sortear dificultades administrativas e ins-
titucionales, como, por ejemplo, reñir con la política departamental “Antioquia 
Libre de Coca”, la cual priorizó la erradicación forzada. El PNIS concluyó en esos 
municipios con una suspensión temprana que no fue socializada con las familias 
inscritas. Paralelamente vino acompañado de operativos de erradicación forzada 
y aspersiones áreas con glifosato a pesar de que la Corte Constitucional, mediante 
sentencia T-236 de 2017, ordenara suspenderlas, ya que representaban “riesgos 
significativos para la salud humana”. 

En estos territorios sus pobladores continúan siendo víctimas del accionar vio-
lento de grupos armados al margen de la ley incrementándose los homicidios, las 
amenazas y las extorsiones. Aquello que se había proyectado como una transfor-
mación vital, por las apuestas de contenido social y económico que se asociaban 
al PNIS ahora es una regresión, fundamentalmente en lo que a garantía efectiva 
de derechos humanos se refiere. En estos municipios, la actual política de lucha 
contra las drogas no se traduce en condiciones de seguridad para los líderes y 
organizaciones sociales implicadas en el proceso (ASOCBAC y ANZORC, por ejem-
plo) sino que, por el contrario, se manifiesta en desplazamiento forzado y muerte. 
Así, los objetivos iniciales del programa se desdibujan progresivamente y traen 
consigo el recrudecimiento de la violencia.

Mientras tanto el Gobierno Nacional reafirma la necesidad de que la Fuerza 
Pública haga presencia permanente en estos territorios abordando la problemáti-
ca a partir de un enfoque militarista. Bajo el argumento de cero tolerancia a esta 
clase de cultivos, las medidas prohibicionistas en esta materia retornan al debate 
público y desconocen que en los territorios donde existen mayores cultivos de 
coca los índices de necesidades básicas insatisfechas son los más altos. Se cons-
tata desde este enfoque que en estos territorios sus pobladores, aunque tuvieron 
la voluntad de sustituir, debieron someterse a la suspensión del programa, sus-
pensión que, lamentablemente constituyó un atentando a sus mínimos vitales. 

En estos municipios del Bajo Cauca, el PNIS es actualmente una apuesta de 
construcción de paz territorial inconclusa y, lo es, por varios motivos: a). su imple-
mentación ha sido entorpecida institucionalmente, b). ha estado signada por la 
persecución a campesinos y campesinas defensores del proceso de sustitución, 
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c). en este contexto las violaciones a los derechos humanos de esta población 
han sido sistemáticas d). la actual política de lucha contra las drogas tiene una 
fuerte tendencia a la criminalización y en esta prevalece un modelo prohibicionis-
ta que por obvias razones fracasa.
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Informe situación actual de Derechos 
Humanos en la región Bajo Cauca, 

Nordeste de Antioquia
Bajo Cauca: un territorio de paramilitarismo y la connivencia 
estatal
En la actualidad persiste el conflicto armado en Colombia afectando la pobla-

ción civil con un alto grado de negación por parte del gobierno nacional hacia el 
fenómeno paramilitar que hoy se ve más fuerte con las graves muertes de líderes 
y lideresas, defensores y defensoras de derechos humanos en las regiones del 
Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño, con el agravante riesgo en el que vive la po-
blación civil y que se genera en la región por la disputa territorial de los grupos 
paramilitares y los intereses de multinacionales mineras y de macro-proyectos 
ambientales.

La región de Bajo Cauca se encuentra ubicada al norte del departamento de 
Antioquia, entre la serranía de Ayapel y la serranía de San Lucas, en la cordillera 
central, sobre el río Cauca y el río Nechí, esta región es una de las más grandes de 
Antioquia comprendiendo los municipios de Cáceres, Caucasia, Tarazá, Zaragoza, 
el Bagre y Nechí, estos municipios se enfrentan situaciones similares o peores 
debido a los grandes macro proyectos que se tienen en el Plan de Desarrollo 
«Antioquia Piensa En Grande», plan que se proyectaba hasta el año 2019, con 
miras a un ajuste que prolonga el tiempo de los proyectos hasta la ejecución 
completa del mismo.

Por su tierras ricas en oro, la explotación minera es uno de los mayores pro-
yectos en este plan, afectando el medio ambiente y a los pobladores que pese 
a tener acuerdos para trabajar la pequeña minería, son tratados como ilegales 
y muchas veces vulnerando sus derechos quemando sus dragas, esto lo hace el 
ejército constantemente y desconociendo acuerdos que ellos mismos han esta-
blecido por medio de las organización comunales y asociaciones que allí trabajan 
para la defensa del territorio.

Es por esto que también se genera la grave violación a los derechos humanos 
y que se ha visto incrementado el fenómeno del paramilitarismo ya que estas em-
presas con tal de generar extractivismo a gran escala, buscan pacificar la región, 
causando desplazamiento forzado, masacres y muertes a luchadores y luchadoras 
que han defendido sus tierras de estos mega proyectos por años.

De igual manera, el gobierno nacional niega la existencia del paramilitarismo 
aún sabiendo que la mayoría de estas violaciones a los derechos humanos fueron 
cometidas por grupos paramilitares actuando la mayoría de veces en conjunto 
con el Ejército Nacional. 
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De igual manera la región es un corredor constante por donde trasportan todo 
su material ilegal, habiendo en la región la fuerza de tarea Aquiles con más de 
5.000 hombres, ¿Cómo se explica el control paramilitar que se da en la región con 
las bases paramilitares a menos de 200 metros de las bases militares más cerca-
nas en la zona?, ¿cómo se explica los múltiples recibos sellados con marcas de 
Caparrapos o Gaitanistas de Colombia con los que se controlan entradas y salidas 
de la población civil?, ¿Cómo se explica la constante disputa territorial entre Capa-
rrapos y Clan del Golfo (Gaitanistas de Colombia)? y es en esta disputa territorial 
donde se ve afectada la población civil, todo esto nos da a entender un relacio-
namiento por parte del Ejército Nacional con él paramilitarismo que no se aleja 
de intereses de grandes macro proyectos que disputan de igual manera la región.

Los hostigamientos que estos actores armados hacen a la población civil son 
extorsión por seguridad, despojo de territorio, desplazamiento masivo, amenazas 
a líderes y lideresas, requisas ilegales, control social, acoso a menores, agresiones 
a lideresas, toques de queda, violación a la movilidad, delito informático, montaje 
en redes sociales, daño ambiental, homicidios indiscriminados, panfletos, micro-
tráfico y extorsión a las organizaciones sociales; sin dejar de lado que es una de 
las zonas donde más se encuentra operando el Ejército Nacional.

El Ejército Nacional se encuentra entre la población civil poniendo en riesgo 
las comunidades, violando el principio de distinción, porque el lugar donde se 
encuentran sus campamentos son en los Coliseos de Buenos Aires y el Coliseo, en 
el centro en el municipio de Cáceres, en plena zona urbana, sin importar cuántos 
homicidios se dan en la región y cuántas pruebas más tengamos en la zona, la 
Fuerza Pública sigue negando la existencia del paramilitarismo desde que finalizó 
el proceso de desmovilización en el 2005.

Se dan fuertes factores de riesgo como, el liderazgo, las fronteras invisibles, de-
nuncias públicas, y demás ya que se da un trabajo mancomunado entre la fuerza 
pública y los paramilitares y son los militares los que tienen más contacto con 
estos grupos, poniendo en alto riesgo los procesos sociales de la región.

No solamente el paramilitarismo afecta la región, se ha generado, en los dos 
últimos años, un incremento de títulos mineros de empresas mineras que han 
generado más daño ambiental que los mismos pobladores, tanto así, que se ha 
prohibido el barequeo ancestral, generando un incremento de pobreza extrema, y 
teniendo en cuenta el abandono estatal en el que se encuentra la región a nivel 
social, dado que para el pie de Fuerza Pública se aprueban los recursos rápida-
mente, pero contrario sucede con la inversión en la educación, arte y cultura y las 
mismas infraestructuras rurales que se necesitan en la veredas y corregimientos 
para una mejor calidad de vida.

Sobra nombrar la organización social que se tiene en la región por parte de 
los y las campesinas, estableciendo Juntas de Acción Comunal, asociaciones cam-
pesinas y mineras, y de igual manera creando acuerdos para la convivencia, el 
trabajo, la pequeña minería y la autoprotección mediante las guardias campesi-
nas del Bajo Cauca, con las cuales se da real protección a la comunidad de estos 
miles de riesgos en los se ven constantemente. En el último semestre el riesgo es 
tan inminente que todas y todos los campesinos de la región que promuevan los 
derechos humanos, políticos o sociales son objetivo militar de los paramilitares, 
por esta razón muchas de las asociaciones y juntas comunales no participaron en 
el Gran Paro Nacional que se tiene desde el 21 de noviembre de 2019.



120

¡Paz ni en el horizonte! 
Crisis humanitaria, Liderazgos en riesgo e incumplimiento del Acuerdo de Paz en Antioquia

Es por esta razón que el Bajo Cauca antioqueño se encuentra hoy en una gran 
crisis humanitaria y alto grado de vulnerabilidad teniendo en cuenta los despla-
zamientos masivos que se han presentado en el mes de enero y febrero del 2020.

Nordeste antioqueño: entre la legalidad e ilegalidad minera
La región del Nordeste antioqueño se encuentra ubicada sobre las vertientes 

de la Cordillera Central, entre la Serranía de San Lucas, y los ríos Porce, Nechí, 
Nus y Alicante; limita al norte con el Bajo Cauca, al nordeste con el departamento 
del Sur de Bolívar, al oriente con el Magdalena Medio, al sur con el Oriente antio-
queño, al suroeste con el Valle de Aburrá, y al occidente con el Norte antioqueño, 
comprendiendo los municipios de Amalfi, Anorí, Cisneros, Remedios, San Roque, 
Santo Domingo, Segovia, Vegachí, Yalí, Yolombó, esta región se ve afectada por el 
fenómeno del paramilitarismo en cabeza del grupo Gaitanista de Colombia quien 
tiene una gran disputa territorial con los mexicanos Alisco Nueva Generación por 
el microtráfico en la zona, en la cual también se da una fuerte militarización por 
parte del Ejército Nacional, especialmente del batallón minero energético y vial de 
la Séptima División por intereses dados por las multinacionales vulnerando los 
derechos de los mineros artesanales y ancestrales que habitan la región.

Las empresas trasnacionales en la región del Nordeste antioqueño vienen de-
sarrollando proyectos de extractivismo relacionados con el Plan de Desarrollo 
departamental, en el cual los títulos mineros han sido una de las principales soli-
citudes de la ANGLO GOLD ASHANTI para entrar en el territorio, sin tener en cuenta 
el Plan Especial de Formalización de la Minería Artesanal, Cultural y Ancestral que 
la región del Nordeste antioqueño ha presentado a la institucionalidad por medio 
de las juntas de acción comunal, y que se han reconocidos como pequeños mi-
neros, terminando en los señalamientos criminales a esta actividad laboral, de la 
cual subsisten miles de campesinos y campesinas de la región.  

En la región del Nordeste el tipo de agresiones que específicamente se dan son 
la seguridad o mal llamadas vacunas de vigilancia, amenazas a líderes y lideresas 
por medio de panfletos, también se da el impuesto a pequeños mineros que de 
la misma manera son atacados por la multinacionales o proyectos hidroeléctricos 
porque no son los dueños de los títulos de la tierra en la que se encuentran rea-
lizando la pequeña minería.

Las comunidades de la región del Nordeste antioqueño por años han exigido 
mejoramientos en la vías, cumplimientos de acuerdos a los que ha llegado con 
la institucionalidad durante los últimos años, pero a pesar de las organizaciones, 
las asociaciones mineras y agropecuarias, el Estado solo ha militarizado la región 
generando riesgos permanentes en los líderes y lideresas que hacen la defensa 
de los derechos humanos y derechos de los territorios. 

Este fuerte abandono estatal ha estado dejando de lado la responsabilidad 
social que las administraciones para con las comunidades, siendo, la mayoría de 
veces, estas administraciones las que no son ágiles con la titulación de los pre-
dios mineros para la comunidad pero sí para las grandes empresas que no son 
de los territorios. 

Es por esta razón que la minería informal se convierte en un factor de riesgo 
para líderes y lideresas del Nordeste antioqueño ya que es la principal herramien-
ta económica por la cual sobreviven las comunidades de este territorio.
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A esto se suma el fenómeno del paramilitarismo que es una herramienta más 
de las trasnacionales para el desplazamiento y los robos a fincas, la inseguridad 
de la red de apoyo que brinda el Ejército Nacional, pues brinda información clara 
y precisa de los líderes y lideresas y de sus organizaciones sociales a estos actores 
armados, poniendo en riesgo la labor de defensa de los territorios y la vida de 
estos.

Conclusión 
Durante todo este tiempo hemos tenido múltiples violaciones a los derechos 

humanos y es de anotar que cada día se incrementan las acciones por parte de 
estos grupos paramilitares y la connivencia por parte del Ejército Nacional y fuer-
za pública es clara y constante, y aún así la región se mantiene en resistencia con 
sus procesos de organizaciones sociales y con las decisiones que las asambleas 
campesinas definan. 

La implementación de megaproyectos y multinacionales en la región ha ge-
nerado también la resistencia de las comunidades que se ven afectadas por los 
mismos y es también este panorama en donde se ve la Fuerza Pública convertida 
en el principal contradictor de la protesta social sin dejar de lado el riesgo que 
generan estando en los territorios.

Es así como nuestra gran región se ve golpeada cada vez más con las conse-
cuencias que genera el paramilitarismo, las multinacionales y megaproyectos que 
no van con los mismos intereses de las comunidades, en mantener una región 
para los que la habitan y que genere el desarrollo que las comunidades se han 
propuesto por muchos años.

Corporación Comité de Derechos Humanos Jesús María Valle
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